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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--De Urresti Longton, Alfonso

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Matta Aragay, Manuel Antonio

--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana

--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio

--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor Jorge Burgos Varela; de Hacienda, señor Alberto Arenas de Mesa; de Secretaría General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González, y de Justicia, señor José Antonio Gómez Urrutia.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 17 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Las actas de las sesiones 25ª y 26ª, ordinarias, en 17 y 18 de junio del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Trece de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional (boletín Nº 3.849-04).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que establece mejoras para el personal del Servicio Médico Legal (boletín Nº 9.238-07).



Con los tres siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las materias que se enuncian a continuación:



1.- Proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (boletín Nº 9.333-04).



2.- Proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (boletines Nos 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).



3.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (boletín Nº 8.828-14).



Con los seis consecutivos hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación de los asuntos que se enuncian a continuación:



1.- Proyecto de ley que protege la libre elección en los servicios de cable, internet o telefonía (boletín N° 9.007-03).



2.- Proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales para permitir que personas con capacidades especiales puedan ser nombradas en los cargos de juez o notario (boletín N° 9.372-07).



3.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (boletín N° 9.404-12).



4.- Proyecto de ley que incorpora en el Código del Trabajo el contrato de teleoperadores (boletín N° 8.263-13).



5.- Proyecto de ley que agrega un nuevo artículo 25 ter al Código del Trabajo, para establecer la jornada de trabajo del personal de ferrocarriles (boletín Nº 8.381-13).



6.- Proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (boletín N° 7.908-15).



Con los dos últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- La que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia, y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 9.365-04).



2.- La que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (boletín N° 8.924-07).



Dos de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea mecanismo de estabilización de precios de los combustibles que indica (boletín Nº 9.389-05).


Con el otro hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (boletín Nº 8.069-14).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República: 



Comunica su ausencia del territorio nacional, entre los días 28 de junio y 2 de julio del año en curso, en visita oficial a los Estados Unidos de América.



Informa, además, que durante su ausencia la subroga, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Peñailillo Briceño.



--Se toma conocimiento.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de las sentencias definitivas recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las disposiciones legales que se enuncian a continuación:



1.- Artículo 5°, número 3, del Código de Justicia Militar.



2.- Artículos 197 bis del Código del Trabajo; 7° y 8° del decreto con fuerza de ley N° 44, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, de 1978, que fija normas comunes para los subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado; 16 del decreto ley N° 3.500, sobre nuevo sistema de pensiones, y 6° de la ley N° 20.545, que modifica las normas sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso postnatal parental.



3.- Artículo 238 del Código de Procedimiento Civil en relación con el artículo 32 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Contesta acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Senadores señor Prokurica, señora Goic y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Orpis y Quinteros, relativo al envío de una nota de protesta diplomática contra el programa japonés de caza científica de ballenas minke en el Pacífico (boletín N° S 1.659-12).



Del señor Ministro de Defensa Nacional:



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la presencia de barcos de pesca de arrastre en el santuario de la naturaleza “La Lobería”, en la comuna de Cobquecura.



Del señor Ministro de Justicia:



Contesta petición de información, remitida en nombre del Senador señor García, respecto de las medidas que esa Secretaría de Estado puede adoptar para eliminar el grave problema de exposición de niños al tráfico y consumo de drogas peligrosas en el vertedero Boyeco, comuna de Temuco.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, respecto de la denuncia por acoso laboral que la Asociación de Profesionales Universitarios de la Dirección del Trabajo de la Octava Región efectuó en representación de la señora Nimia Torres Fuentes.



Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Senadores señores Navarro y Quintana, relativo al envío a tramitación de un proyecto de ley que permita a las beneficiarias de pensiones de sobrevivencia del antiguo sistema de pensiones que debieron afiliarse a una administradora de fondos de pensiones para percibir el bono por hijo conservar su derecho a ser causantes de la asignación por muerte (boletín Nº S 1.626-12).



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Responde tres solicitudes de información, cursadas en nombre del Senador señor Horvath, relativas a la suspensión de explosiones y de movimientos de tierras que afectan al río Futaleufú, a raíz de la construcción de un camino en la zona.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Da respuesta a consulta, hecha en nombre del Senador señor Ossandón, originada en la inquietud de pobladores y dirigentes del sector Bajos de Mena, Puente Alto, respecto de la continuidad del Programa Recuperación de Condominios Sociales Segunda Oportunidad.



Del señor Ministro de Minería:



Adjunta respuesta del señor Presidente Ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre a una solicitud, enviada en nombre del Senador señor Araya, sobre los resultados obtenidos por aquella y sus causas.



Del señor Ministro de Energía:



Responde acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Senadores señores De Urresti, Harboe, Horvath, Navarro y Quinteros, con el que piden a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya a las autoridades competentes para consultar, en el año 2015, recursos presupuestarios que financien diversas acciones y medidas inherentes al Plan de Descontaminación Atmosférica, Estrategia 2014-2018 (boletín Nº S 1.660-12).



De la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer:



Informa, ante reiteración de oficio enviada en nombre del Senador señor Ossandón, que la consulta relativa a la suspensión de la página web www.mujerymaternidad.cl fue respondida en su oportunidad.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura (s):



Contesta solicitud de información, hecha en nombre de la Senadora señora Allende, referente a la situación que afecta al sindicato de buzos mariscadores de la caleta Pan de Azúcar, derivada de deudas de patentes por áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente (s):



Atiende solicitud, remitida en nombre del Senador señor García, relativa a la inclusión de las comunas de Nueva Imperial y Villarrica en el  Plan de Descontaminación que impulsará esa Secretaría de Estado durante el período 2014-2018. 



De la señora Gerente General Ejecutivo de Banco Estado:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, relativa a la petición hecha por la señora Alcaldesa y por la comunidad de Futrono para la instalación de una sucursal bancaria en dicha comuna.



Del señor Jefe de la División de Planificación y Presupuesto, Ministerio de Educación:



Contesta solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Von Baer, respecto del proceso de restitución de recursos al Liceo Fernando Santiván, de Panguipulli.



Del señor Superintendente del Medio Ambiente (tp):



Atiende solicitud de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre el proyecto de la central San Pedro en la Región de Los Ríos, suspendido en noviembre de 2010, y expone que notificará al Servicio de Evaluación Ambiental por ser el órgano del Estado competente en la materia.



Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo Regional de Tarapacá:



Informa la designación, por el período legal, del consejero señor Richard Alfonso Godoy Aguirre como Presidente del Consejo Regional del Gobierno Regional de Tarapacá. 



Del señor Alcalde de la Municipalidad de Santa Bárbara:



Da respuesta a la consulta, cursada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la existencia de ordenanza municipal que determine zonas preferentes para la instalación de antenas de telefonía móvil en esa comuna.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales para permitir que personas con capacidades especiales puedan ser nombradas en los cargos de juez o notario (boletín N° 9.372-07) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que agrega un nuevo artículo 25 ter al Código del Trabajo, estableciendo jornada de trabajo de personal de ferrocarriles (boletín Nº 8.381-13) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2). 



--Quedan para tabla.
Mociones



De los Senadores señores Bianchi, Horvath y Navarro, con la que inician un proyecto de ley sobre reconocimiento, fomento y amparo de los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas de Chile (boletín N° 9.412-04) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 


Del Senador señor Letelier, con la que da inicio a un proyecto de ley que establece como feriado nacional el día correspondiente a la conmemoración del año nuevo mapuche o we tripantu (boletín N° 9.408-06) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Espina, Harboe y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que deroga los numerales 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil, relativos a la incapacidad de ciegos y mudos para desempeñar toda clase de tutelas o curatelas (boletín N° 9.409-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del Senador señor Walker, don Patricio, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código de Aguas para regular la caducidad del derecho de aprovechamiento de agua (boletín N° 9.413-09) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.


De los Senadores señor Girardi, señora Muñoz y señores De Urresti, Guillier y Quintana, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de aborto por indicaciones terapéuticas, eugenésicas o de índole ética social (boletín N° 9.418-11) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Salud.


De los Senadores señores Navarro, Araya, Quinteros y Rossi, con la que inician un proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín N° 9.410-15) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaración de inadmisibilidad



 Moción del Senador señor Bianchi, con la que propone un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, para ampliar las causales que habilitan la protección del fuero al padre o a quien tenga el cuidado personal del menor y conceder el derecho al subsidio que contempla el artículo 198 del mismo cuerpo legal.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Chahuán, Bianchi, García, Lagos y Moreira, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República incorporar, en el proyecto que se enviará con el fin de modificar la Ley sobre Casinos de Juego, normas con el objeto de prorrogar, a lo menos por quince años, el régimen de establecimientos administrados por municipalidades y asegurar, además, el resguardo de los derechos laborales de los trabajadores que, al cese de aquel, presten servicios en las empresas titulares de la concesión (boletín Nº S 1.675-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
Solicitud de desarchivo



Del Senador señor Navarro, respecto del proyecto de ley, del que es autor, sobre adopción de menores por parte de personas solteras, divorciadas o viudas (boletín N° 7.639-07).



--Se accede a lo solicitado, volviendo el proyecto al estado en que se encontraba al momento de archivarse.

Comunicación



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, con la que informa que eligió Presidente al Senador señor Manuel Antonio Matta Aragay.



--Se toma conocimiento.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece mejoras para el personal del Servicio Médico Legal (boletín Nº 9.238-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 10).


--En virtud de los acuerdos de Comités, queda para la tabla de la presente sesión.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta. 

ACUERDOS DE COMITÉS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar, como si fuera de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy el proyecto de ley que establece mejoras para el personal del Servicio Médico Legal (boletín Nº 9.238-07).



2.- Incorporar en la tabla de esta sesión la iniciativa que modifica el Código Orgánico de Tribunales para permitir que personas con capacidades especiales puedan ser nombradas en los cargos de juez o notario (boletín N° 9.372-07).



3.- Poner en primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de ley que crea mecanismo de estabilización de precios de los combustibles que indica (boletín Nº 9.389-05), siempre que esté despachado el informe de la Comisión de Hacienda.



4.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones a las siguientes iniciativas:



a) La que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (boletín N° 9.245-07), hasta el lunes 4 de agosto, a las 12, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



b) La que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (boletín N° 8.034-15), hasta el lunes 14 de julio, a las 12, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.



5.- Celebrar una sesión extraordinaria el martes 15 del presente, de 12 a 14.

V. ORDEN DEL DÍA

MEJORAMIENTOS ECONÓMICOS PARA PERSONAL DE SERVICIO MÉDICO LEGAL
La señora ALLENDE (Presidenta).- En virtud de lo dispuesto en los acuerdos de Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece mejoras para el personal del Servicio Médico Legal, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.238-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 23ª, en 10 de junio de 2014.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 27ª, en 1 de julio de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es efectuar determinados mejoramientos económicos para el señalado personal, en cumplimiento de los acuerdos alcanzados con las asociaciones de profesionales y de funcionarios del Servicio Médico Legal.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Hernán Larraín.



El texto que se propone acoger se transcribe en las páginas 6 a 9 del primer informe del órgano técnico y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general. 



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, esta iniciativa tuvo su origen en un mensaje que el Presidente Sebastián Piñera dirigió a la Cámara de Diputados en enero del año en curso.



Su propósito consiste en llevar a efecto determinados mejoramientos económicos para el personal del Servicio Médico Legal, en cumplimiento de ciertos acuerdos alcanzados por el Ejecutivo de entonces con las asociaciones de profesionales y de funcionarios de dicho Servicio.



Tales beneficios se expresan a través del articulado del proyecto y consisten en lo siguiente:



-El artículo único permanente eleva los topes superiores de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares, contenidas en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, del año 2006, del Ministerio de Justicia, en dos grados respecto de las dos primeras y en un grado respecto de la última. Es decir, se mejoran las plantas en los grados inferiores.



-El artículo primero transitorio delega facultades en el Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días, haga a las plantas los ajustes que sean consecuencia de la regla anterior, pudiendo, además, modificar los correspondientes requisitos de ingreso y promoción.



-El artículo segundo transitorio precisa que el encasillamiento de este personal se hará mediante una resolución del Director Nacional del Servicio, dentro del plazo y con los resguardos que allí se señalan.



-Los artículos tercero y cuarto transitorios conceden, por una sola vez, sendos bonos especiales no imponibles: el primero, a determinados profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076, de planta y a contrata, y el segundo, a otros profesionales funcionarios regidos por la misma ley.



-El artículo quinto transitorio otorga un bono extraordinario a los funcionarios de planta y a contrata que se encuentren en los grados topes de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio, de acuerdo con las condiciones que en la misma norma se establecen.



-Finalmente, el artículo sexto transitorio dispone la imputación del gasto que la aplicación del proyecto importará para el presupuesto de la nación.



En la sesión en que se estudió la presente iniciativa, el señor Ministro de Justicia informó sobre los alcances de los referidos beneficios, los cuales, como se ha dicho, no hacen más que reflejar los acuerdos alcanzados por el Ejecutivo anterior con los funcionarios del Servicio Médico Legal. 



Igualmente, dio a conocer el interés del Gobierno por avanzar en un análisis general de las plantas del referido Servicio, labor que ya se está realizando, lo que representará la oportunidad para efectuar todas las correcciones y los ajustes que resulten necesarios. Por lo demás, estos fueron hechos presentes por los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en atención a la relevancia del Servicio Médico Legal y a la abnegada tarea que desempeñan sus trabajadores a lo largo del país.



La Comisión coincidió con el otorgamiento de los beneficios contemplados en el proyecto, por cuanto tienen como sustento la necesidad de incentivar la permanencia del personal de esta importante institución y mantener, de este modo, el alto estándar de la atención que presta a la ciudadanía en momentos muy difíciles para cualquier persona.



Por tal razón, la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Araya, De Urresti, Hernán Larraín y quien habla) aprobó la idea de legislar.



Señora Presidenta, estimamos que, por tratarse de una iniciativa esencialmente hacendaria, en el trámite de segundo informe debiera pasar solo a la Comisión de Hacienda.



Es cuanto puedo informar en esta oportunidad.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, solo quiero refrendar lo que ha manifestado el Presidente de nuestra Comisión.



Efectivamente hemos estudiado a fondo el proyecto y consideramos que, tratándose de una revisión inmediata y necesaria al Servicio Médico Legal -sin perjuicio de abordar una más profunda en el futuro-, corresponde darle aprobación.



En lo fundamental, se busca arreglar la situación de los técnicos, administrativos y auxiliares, que corresponden a las plantas de más bajos ingresos de esa institución. Se propone un acondicionamiento adecuado de la realidad salarial de dicho personal, mediante la realización de un nuevo encasillamiento. En ese sentido, se dan atribuciones al Gobierno para que haga los ajustes que sean pertinentes.



Y, adicionalmente, se conceden algunos bonos, lo cual permite regularizar y equiparar la situación de esos trabajadores.



Esta iniciativa se originó en el Gobierno anterior y ha sido validada y reforzada por la actual Administración; de manera que en esta materia ha habido una continuidad de política de Estado que se debe reconocer.



Asimismo, quiero manifestar que la inquietud de nuestra Comisión permitió conocer la opinión de los representantes de una de las asociaciones gremiales del Servicio Médico Legal, parecer que este respaldó totalmente. Además, fueron acompañados por la Asociación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), entidad que los ayudó en las negociaciones para llegar al proyecto que nos ocupa.



Por tanto, señora Presidenta, sugerimos a la Sala que apruebe la idea de legislar por unanimidad, tal cual lo hizo la Comisión de Constitución. 



Sin perjuicio de las mejoras ulteriores que se le pueden hacer al Servicio, creemos que aquí se da un paso adelante. Y, al contar con el respaldo de sus trabajadores, la iniciativa debería recibir -reitero- la aprobación unánime del Senado.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, en la Comisión de Constitución se produjo absoluta unanimidad acerca de este proyecto. Concurrieron a dicho órgano, además del Ministro de Justicia, las organizaciones de los trabajadores.



Me sumo a las palabras del Senador Larraín en el sentido de que la iniciativa en debate da cumplimiento a un acuerdo alcanzado en el Gobierno anterior.

El señor MOREIRA.- ¡Gran Gobierno!

El señor DE URRESTI.- Ella va en beneficio de los trabajadores, pues mejora sus remuneraciones, sus grados.



Sí creo importante -el Ministro también lo señaló, y participó con nosotros en la Comisión- revisar una normativa que data de hace bastante tiempo, para poder efectuar un encasillamiento en el Servicio Médico Legal, establecer nuevas facultades y atribuciones y modificar los grados.



Del mismo modo, deseo puntualizar que en el caso de las Regiones de Arica y Parinacota y de Los Ríos, creadas el año 2007, es necesario normalizar la situación de los directores regionales del referido Servicio.



A la vez, cabe consignar que, así como avanzamos en mejorar remuneraciones, nivelar grados, establecer bonos, es imprescindible hacerlo también en materia de infraestructura, para que el Servicio Médico Legal tenga condiciones adecuadas a lo largo de Chile, toda vez que lleva a cabo una labor de enorme relevancia.



En síntesis, se requiere personal capacitado, motivado remuneracionalmente, pero también que exista la infraestructura necesaria en todo el territorio.



Por lo expuesto, votaré a favor.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, ¿se puede abrir la votación?

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Habría acuerdo?



Acordado.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señora Presidenta, nos encontramos ante una iniciativa bastante sencilla pero de mucho impacto en el Servicio Médico Legal, tanto más cuanto que se mejoran en forma significativa las remuneraciones, especialmente las del personal de grados más bajos.



Como ya lo mencionaron colegas que me precedieron en el uso de la palabra, este proyecto es parte de un compromiso adoptado en la Administración del Presidente Piñera. Y hoy el Gobierno de la Presidenta Bachelet, a través del Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, da cumplimiento al acuerdo suscrito.



Esta iniciativa es esperada por los trabajadores, dado que significa un aumento de remuneraciones.



También es preciso destacar que el Ministro de Justicia nos manifestó que el Gobierno concuerda en la necesidad de estudiar las nuevas plantas del Servicio Médico Legal, puesto que, con ocasión de la reforma procesal penal y de las modificaciones relativas a los tribunales de familia, dicho ente tiene hoy un rol mucho más activo como auxiliar de la administración de justicia, especialmente en materia penal.



Quienes somos de regiones sabemos que el Servicio Médico Legal desempeña una función importante y que muchas veces no cuenta con el personal necesario para llevar a cabo todas las tareas que se le encomiendan, que van desde el levantamiento de cadáveres en la vía pública hasta exámenes de distinto tipo ordenados por los tribunales: de lesiones, psicológicos, de ADN, en fin.



Esperamos que el compromiso expresado por el Ministro José Antonio Gómez sea el impulso que requiere el Servicio Médico Legal para constituirse en una entidad acorde con las demandas actuales de nuestro país, orientadas a que colabore rápidamente en las investigaciones respectivas.



Termino señalando que los distintos gremios del Servicio Médico Legal están absolutamente de acuerdo con este proyecto e hicieron presente en la Comisión de Constitución la necesidad de que se apruebe con celeridad a fin de que el Director Nacional proceda al nuevo encasillamiento de los funcionarios y de esta forma se mejoren las condiciones remuneracionales, especialmente las de los trabajadores de los grados más bajos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, este proyecto era muy esperado por los funcionarios del Servicio Médico Legal.



Hemos venido apelando permanentemente al Ministerio de Hacienda y a la Dirección de Presupuestos para que el Servicio Médico Legal cuente con recursos para funcionar también los fines de semana. Está claro que esa institución debe operar las veinticuatro horas. En localidades apartadas, los deudos no pueden esperar hasta el día lunes. Por tanto, deben ponerse a disposición los fondos necesarios.



Votaré a favor de esta iniciativa. Pero hago presente que revisaremos en la Ley de Presupuestos cuál ha sido la evolución del financiamiento del Servicio Médico Legal en sus trece direcciones regionales.



De manera inmediata, cabe señalar que existen quince regiones y trece directores regionales.



Por intermedio de la Mesa le planteo al Ministro que debemos corregir eso. Porque si hay quince regiones y solo trece directores regionales, está claro que algunas se encuentran en desmedro respecto de las demás.



Asimismo, se ha de mejorar el Servicio Médico Legal para brindar la mejor de las atenciones, toda vez que se trata de una entidad sometida siempre a cuestionamientos por los deudos, la justicia, en fin. Son peritos, y deben dar siempre las mayores garantías de transparencia, de eficacia y de seguridad.



En tal sentido, si bien se han incrementado los recursos para modernizar los procesos, creo que la evaluación del Servicio Médico Legal a lo largo del país debe ser un elemento fundante del presupuesto que le asignaremos para 2015.



Reitero que votaré a favor. Pero espero que cuando concurran a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el Director Nacional del Servicio Médico Legal y el Ministro de Justicia tengamos una evaluación de la infraestructura región por región, de sus falencias, y particularmente, de las necesidades permanentes de personal.



No quiero que la aprobación de este proyecto deje sentado que con solo aumentar de manera justa pero precaria las remuneraciones de los funcionarios del Servicio Médico Legal ha terminado nuestra preocupación como parlamentarios.



El bono comprometido, de 183.000 pesos -si mal no recuerdo-, a entregarse por una sola vez, no es imponible. 



En tal sentido, quiero reiterar que hemos venido peleando por que los bonos de esta índole sean imponibles. Si no, al final se traducen en una merma importante de las jubilaciones tanto para los funcionarios adscritos a las AFP como para los del IPS (la inmensa mayoría está en las AFP).



Cuando otorgamos un beneficio que se ha ganado -porque se trata de un reconocimiento a una tarea cumplida y, por tanto, que debiera formar parte de las remuneraciones de manera permanente-, al hacerlo no imponible estamos entregándoles plata a los trabajadores, pero no incrementando sus fondos previsionales.



Más allá del debate acerca de la AFP estatal -reitero que es absolutamente insuficiente, pero constituye un paso para discutir la reforma profunda del sistema previsional-, está claro que el sistema debe apuntar a un mayor ahorro. No obstante, si el Estado propicia el ahorro de esa manera, estamos equivocados. 



Debería ser regla permanente que cuando el empleador fuera el Estado ningún recurso entregado a los trabajadores (remuneraciones, premios, pagos de servicio) tuviera carácter no imponible. ¡Todos tienen que ser imponibles!



Con esa observación, entendiendo que en esta etapa de la discusión del proyecto cualquier pronunciamiento en contra podría perjudicar la rapidez de su tramitación, voto a favor.



¡Patagonia sin represas, aún, señora Presidenta!



¡No más AFP!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor MOREIRA.- ¡Matrimonio igualitario…!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi y Patricio Walker.



No votaron, por estar pareados, los señores Guillier y Tuma.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, consulto si la Sala acogió la petición que formuló la Comisión de Constitución en el sentido de que la iniciativa recién aprobada, por contener una modificación relacionada eminentemente con Hacienda, pasara en su discusión particular en forma exclusiva a la Comisión de Hacienda.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señor Senador, la Mesa iba a plantear eso después de que se proclamara el resultado de la votación.



¿Hay acuerdo para que el proyecto sea tratado en particular solo por la Comisión de Hacienda?



Acordado.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor GÓMEZ (Ministro de Justicia).- Señora Presidenta, en primer lugar, deseo señalar que la iniciativa recién aprobada, que viene de la Administración anterior, es fruto de un acuerdo entre los funcionarios y el Gobierno del Presidente Piñera. Nosotros modificamos algunos puntos; sin embargo, tiene pleno respaldo de los trabajadores.



Se sabe que el Servicio Médico Legal es una institución pequeña, pero importante. De hecho, muchos parlamentarios han sido objeto de llamados cuando se ha producido un accidente y debe intervenir dicha institución.



En tal sentido, estamos trabajando en una fórmula para potenciar al referido Servicio.



En cuanto a la iniciativa que nos ocupa, quiero hacer algunas precisiones, con respeto a los señores Senadores.



En primer término, estamos hablando de un aumento de dos grados para los estamentos de técnicos, de auxiliares y de administrativos -esto se hace por primera vez en muchos años en el Servicio Médico Legal-, lo cual beneficiará a quienes están topados en el grado. Esta medida favorecerá a 176 funcionarios. La situación de otros ya había sido resuelta con las propias plantas y los grados que había al interior de aquel organismo.



En segundo lugar, debo aclarar que el bono referido a la parte remuneracional de los trabajadores es imponible. Sin embargo, no lo es el que se les entrega a los peritos, médicos y profesionales, porque se trata de un beneficio limitado a tres años. Esta es la razón por la cual aparece como no imponible. No obstante -reitero-, el bono para los otros funcionarios es imponible. Así lo establece la ley en proyecto.



Finalmente, agradezco al Senado la aprobación en general de la iniciativa. Estamos intentando que la vea mañana la Comisión de Hacienda y que en la tarde pase a la Sala para aprobarla en particular.



Gracias, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Como ya se acordó, el proyecto será analizado en particular por la Comisión de Hacienda.



Esperamos que tenga una tramitación rápida, para darle curso mañana mismo, si es posible.

CONVENIO SOBRE TRANSPORTE AÉREO ENTRE CHILE Y EL SALVADOR

La señora ALLENDE (Presidenta).- En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio sobre Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de El Salvador”, suscrito en Santiago de Chile el 27 de enero de 2013, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.163-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 82ª, en 23 de diciembre de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 26ª, en 18 de junio de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal que se persigue es establecer cielos abiertos con El Salvador.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió en general y en particular este proyecto de acuerdo, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García-Huidobro, Letelier y Pizarro.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores da cuenta de que acogió el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio sobre Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de El Salvador”.



Se trata de un mensaje que en su oportunidad envió el Presidente Sebastián Piñera, y el instrumento corresponde al tipo de convenios de transporte aéreo denominados “de cielos abiertos”.



La celebración de este Convenio se enmarca en la política aerocomercial que ha seguido nuestro país desde hace varias décadas para conseguir la mayor apertura de cielos con los demás países y lograr así los objetivos que informan dicha política, esto es, libre ingreso a los mercados, libertad tarifaria y mínima intervención de la autoridad reguladora o aerocomercial.



El presente Convenio se negoció el año 2012 y se halla entre los más abiertos suscritos por Chile, en armonía con otros convenios liberales celebrados con países de Centroamérica y el Caribe. Además, se enmarca plenamente en los objetivos de la política aérea nacional.



Es importante señalar que el ARTÍCULO 2 contempla los derechos de tráfico de primera libertad (sobrevuelo); segunda libertad (escala técnica); tercera y cuarta libertades (derecho a prestar servicios regulares y no regulares, combinados de pasajeros, carga y correo o exclusivos de carga, entre los territorios de ambos países); quinta libertad (derecho a otorgar dichos servicios entre el territorio de la contraparte y cualquier tercer país, directamente); sexta libertad (derecho a prestar los mismos servicios entre el territorio de la contraparte y cualquier tercer país, pero pasando por su propio territorio), y séptima libertad, para los servicios de carga exclusiva; es decir, el servicio se opera sin comprender ningún punto del territorio de la Parte que designa la línea aérea.



Debo destacar que no se imponen limitaciones a los servicios aéreos en cuanto a rutas, frecuencias y material de vuelo, sea propio o arrendado, los cuales pueden prestarse con la mayor flexibilidad de operación.



El Convenio no exige que la propiedad sustancial y el control efectivo de la empresa aérea se encuentren en manos de la Parte que designan las líneas aéreas o de sus nacionales, lo que favorece la inversión extranjera.



En cambio, establece que las empresas designadas deben estar legalmente constituidas y tener la oficina principal de sus negocios en el territorio de la Parte que las designa, así como encontrarse en condiciones de cumplir las leyes y reglamentos que normalmente se aplican y exigen a las operaciones aéreas comerciales.



Señora Presidenta, también es del caso señalar que, para los efectos de operar los servicios acordados, el Convenio, en su ARTÍCULO 6, dispone que ambas Partes reconocerán como válidos los certificados de aeronavegabilidad y de competencia y las licencias emitidas por la otra Parte.



Asimismo, las Partes se comprometen a cumplir las normas de seguridad operacional dictadas por la otra Parte para la obtención del Certificado de Operador Aéreo (AOC) y las emanadas de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI), pudiendo revisar y verificar la documentación de las aeronaves, las licencias de las tripulaciones y las condiciones de las aeronaves, así como consultar en cualquier momento sobre estándares de seguridad de la otra Parte. Se reservan, además, el derecho a revocar los permisos si no se adoptan las medidas correctivas en materia de seguridad operacional.



Por último, el Convenio consigna en su ARTÍCULO 11 el principio de justa e igual oportunidad de competir en la prestación de los servicios de transporte aéreo y de regulación de la oferta por parte de las líneas aéreas de cada Parte.



Señora Presidenta, en la Comisión de Relaciones Exteriores aprobamos por unanimidad este proyecto de acuerdo porque creemos que resulta muy importante mantener la política de cielos abiertos con la mayor cantidad de naciones.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



Se están tocando los timbres para que los Senadores que se encuentran en Comisiones bajen a votar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (19 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, De Urresti, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi e Ignacio Walker.



No votó, por estar pareado, el señor Guillier.

ACCESO DE PERSONAS CON CAPACIDADES ESPECIALES A CARGOS DE JUEZ O DE NOTARIO
La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme a lo resuelto por los Comités, corresponde discutir en general el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales para permitir que personas con capacidades especiales sean nombradas en los cargos de juez o de notario, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.372-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 20ª, en 3 de junio de 2014.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 27ª, en 1 de julio de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de esta iniciativa es suprimir en el Código Orgánico de Tribunales las normas que impiden que las personas sordas, ciegas o mudas desempeñen los cargos de juez o de notario. Ello se enmarca en el propósito global de eliminar de nuestro ordenamiento jurídico los preceptos legales que pugnen con las reglas y principios que consagran la igualdad ante la ley y la no discriminación arbitraria, permitiendo la plena inclusión y el ejercicio de sus derechos fundamentales por todos los habitantes de la república y, con ello, dando cumplimiento a las obligaciones internacionales que pesan sobre el Estado de Chile en esta materia.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento hace presente que, no obstante tratarse de una iniciativa de artículo único y haberla discutido en general y en particular, acordó proponer a la Sala que apruebe solo la idea de legislar, con el propósito de que se fije plazo para formular indicaciones al texto contenido en su informe.



Dicho órgano técnico aprobó en general el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Espina, Harboe y Larraín, y, con igual votación, también en particular, con las modificaciones que consigna en el referido documento.



Cabe hacer presente que el numeral 1) del artículo único es orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren al menos 22 votos favorables.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la página 57 del primer informe y en el boletín comparado puesto a disposición de Sus Señorías.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, estamos iniciando el estudio en general de un proyecto de su autoría, en conjunto con las Honorables señoras Carolina Goic y Adriana Muñoz y dos de los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, el Senador Alberto Espina y quien habla.



Esta iniciativa se enmarca en el propósito global de eliminar de nuestro ordenamiento jurídico los preceptos legales que pugnen con las reglas y principios que consagran la igualdad ante la ley y la no discriminación arbitraria, permitiendo la plena inclusión de todos los habitantes de la república y el ejercicio de sus derechos fundamentales, especialmente, en este caso, en lo que dice relación con el ingreso a cargos y empleos públicos y la obligación del Estado de adoptar las medidas necesarias para favorecer el desarrollo laboral y personal de todos los ciudadanos, sin distinción.



Para contextualizar el estudio de este proyecto, cabe tener presente que nuestra Carta Fundamental prohíbe, en el inciso segundo del numeral 2° del artículo 19, los actos que importen algún tipo de discriminación arbitraria.



En aquella línea, debe recordarse que el Estado de Chile ha suscrito y ratificado tratados internacionales que impiden la realización de actos de discriminación arbitraria en el ámbito de la discapacidad, instrumentos que ya forman parte de nuestra normativa interna. Es el caso de la Convención Internacional de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que es parte de nuestra legislación desde septiembre de 2008.



La referida Convención establece en su artículo 1 que su propósito es “promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente.”.



En seguida define la “discriminación por motivos de discapacidad”, una de cuyas formas es la denegación de ajustes razonables para las personas que la sufren. Y el precepto respectivo enuncia luego un extenso y detallado conjunto de compromisos para los Estados Partes, entre los cuales figuran, por ejemplo, el de promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos sistemas y tecnologías de la información y el de emplear en el sector público a quienes tienen esa condición.



Cabe tener en cuenta igualmente que, en el plano interno, nuestro país ha ido avanzando en la materia. Muestra de ello es la dictación de la ley N° 20.609, de 24 de julio de 2012, que establece medidas contra la discriminación; contiene una definición de “discriminación arbitraria” donde se incluye la discriminación fundada en motivos tales como la discapacidad, y consagra una acción de no discriminación arbitraria.



En dicho contexto, el proyecto en debate propone concretamente eliminar de nuestro Código Orgánico de Tribunales las normas que impiden que las personas sordas, ciegas o mudas sean jueces o notarios.



Originalmente, el texto del proyecto iniciado en moción de la señora Presidenta del Senado y otros colegas agregaba a dicho Código un precepto que obligaba al Poder Judicial a implementar las medidas necesarias para que personas con capacidades especiales desempeñaran adecuadamente los cargos de juez o de jueza y a capacitar a los funcionarios dependientes de ellas para que colaboraran de manera correcta en la interacción.



Esa disposición, por las razones que expondré más adelante, se suprimió.



Dada la naturaleza del proyecto, la Comisión estimó necesario conocer la opinión del Ejecutivo, representado por el señor Ministro de Justicia; del Poder Judicial, representado por el señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema; del Colegio de Abogados de Chile A.G.; de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial; de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile, y, obviamente, de la Dirección Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS).



Igualmente, en dicho órgano técnico se analizó un estudio de la Biblioteca del Congreso Nacional acerca de la experiencia de otros países que, en una forma u otra, ya han dejado atrás las limitaciones en comento para permitir que personas con discapacidades sensoriales, particularmente las no videntes, sirvan el cargo de juez. De manera específica se analizaron los casos de Brasil, Estados Unidos, Perú, España, Francia, Holanda y Reino Unido.



Las exposiciones escuchadas, la experiencia comparada tenida a la vista y el examen de la normativa vigente sobre la materia pusieron de manifiesto la pertinencia de aprobar la iniciativa en estudio, pues da cuenta de la nueva visión que se tiene sobre las discapacidades sensoriales en el ámbito laboral.



Tal visión asigna al Estado una activa responsabilidad en cuanto a observar los deberes que le imponen los compromisos internacionales contraídos, que incluyen, por ejemplo, la adopción de las medidas legislativas conducentes a hacer efectivos los derechos de las personas con capacidades especiales; derogar las leyes que constituyan discriminación contra ellas; salvaguardar el ejercicio de su derecho al trabajo; como se ha dicho, promover su acceso a los nuevos sistemas y tecnologías de la información, y emplearlas en el sector público.



Por otra parte, esa nueva visión sobre los derechos de las personas con capacidades especiales manda que los cargos que desempeñen tengan que adaptarse y adecuarse para que tanto al rendir los respectivos exámenes cuanto, más tarde, al ejercer las funciones pertinentes logren la igualdad de condiciones con otros postulantes o con otros funcionarios.



De ese modo, los miembros presentes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento apoyaron unánimemente la idea de legislar.



En seguida, al realizarse la discusión en particular, se planteó la necesidad de dilucidar la admisibilidad del numeral 1) del artículo único del proyecto, pues, tal como se planteaba, suponía que su aplicación práctica iba a irrogar nuevos gastos para el Poder Judicial, lo que requería, en consecuencia, una indicación del Ejecutivo y el correspondiente trámite en la Comisión de Hacienda durante el estudio del segundo informe.



Esa disposición, en definitiva, fue desechada, con el objeto de darle al Gobierno la oportunidad de resolver si apoyará las obligaciones allí contempladas para el Poder Judicial y las acompañará de la correspondiente dotación de recursos.



En lo personal, sostuve que bien podría considerarse que la actual redacción del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, que impide explícitamente a las personas ciegas, sordas y mudas ejercer el cargo de juez, adolece de un vicio de constitucionalidad por contravenir las exigencias que plantea la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. En efecto, al encontrarse dicho Tratado vigente en nuestro medio, se ha producido una derogación tácita de aquella regla del referido Código y, en tal sentido, sería una obligación actual para el Poder Judicial y el Estado la implementación de las medidas necesarias para materializar el ejercicio de los cargos de juez y de notario por las personas con discapacidades sensoriales como las señaladas. 



Bajo ese entendido, podría parecer innecesario establecer dicha obligación mediante una nueva ley. 



No obstante, considerando que ante la entrada en vigor de un instrumento internacional en el plano interno tradicionalmente se ha optado por actualizar y adecuar en forma explícita las demás normas internas relacionadas con él, parece preferible seguir la senda reseñada por el proyecto en debate y consagrar expresamente la obligación que se propone para el Poder Judicial.



Asimismo, sostuve en la Comisión que debía examinarse el carácter de las funciones jurisdiccionales y registrales a la hora de verificar la viabilidad de la iniciativa, pues podrían surgir dudas, particularmente en el caso de los notarios.



La función jurisdiccional establece que el encargado de impartir justicia es el juez, quien, en consecuencia, tiene la obligación de recibir la prueba, ponderarla, razonar y, finalmente, dirimir la contienda sometida a su conocimiento.



En el proceso de recibir la prueba, algunas de las discapacidades sensoriales de que trata el proyecto podrían generarle una dificultad al magistrado; sin embargo, ella será de alcance particular y no afectará al proceso en su conjunto.



Aun más: si la prueba consistiere en una fotografía o en un video, específicamente para su apreciación bien podría acudirse a la tecnología o al mecanismo de la subrogación parcial.



En consecuencia, es factible decir con propiedad que hoy existen los medios tecnológicos o de subrogación necesarios para suplir una deficiencia sensorial de modo que un juez aprecie adecuadamente la prueba.



Por el contrario, tratándose de la función registral, la situación difiere completamente, pues el rol del notario implica que dé fe de circunstancias muy determinadas, tales como la de que la persona que suscribe un instrumento es quien dice ser.



De lo anterior se colige que la naturaleza de la función registral puede suponer una dificultad de mayor entidad para la operatividad del proyecto en discusión.



En todo caso, serán la etapa del segundo informe y la instancia de presentación de indicaciones la oportunidad para zanjar las dudas planteadas.



En definitiva, el texto resultante del análisis habido en la Comisión de Constitución se ha sometido ahora a discusión general en la Sala al objeto de posibilitar la presentación de las indicaciones necesarias para introducir los ajustes y complementos normativos que el proyecto requiere y darle al Ejecutivo la oportunidad de evaluar los aspectos suprimidos, que son de su iniciativa exclusiva.



Finalmente, en mi carácter de Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, le sugiero a esta Honorable Sala aprobar en general el proyecto en debate, toda vez que terminará con una discriminación arbitraria, y a mi juicio también inconstitucional, que hoy margina de la carrera judicial a las personas con capacidades diferentes o discapacidades sensoriales. 



Es cuanto puedo informar, señora Presidenta. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Le parece a la Sala abrir la votación? 



Acordado. 



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, seré muy breve, después de la extensa y completa exposición que hizo el señor Presidente de la Comisión de Constitución.



Intervengo fundamentalmente para felicitar a los autores de la moción que dio origen a la iniciativa en debate.



Y empiezo por usted, señora Presidenta, pues ha llevado la idea a proyecto, acompañada por otros señores Senadores. Ello demuestra que nuestro país está asumiendo en forma seria y completa la realidad de las personas con capacidades diferentes.



En mi concepto, la igualdad no solo debe ser de equilibrios matemáticos, sino también, sobre todo, de búsqueda de dignidades equivalentes. 



Quienes tienen capacidades diferentes normalmente sufren de todo tipo de discriminación y postergación. Algunas, por ley. Es el caso de las que estamos examinando ahora.



Ello resulta bastante contradictorio. Por ejemplo, en la actualidad una persona no vidente, sorda o muda puede ser abogado y, sin embargo, está imposibilitada de desarrollar plenamente sus potencialidades en el ámbito profesional.



Se trata de algo con lo cual se nace. Pero, como si hubiera sido parte de una cultura, algunas personas, por diversas situaciones que las afectaban en sus capacidades, no podían desempeñarse con todo su potencial en la totalidad de los ámbitos. Y eso, ciertamente, no tenía justificación.



La legislación que prohíbe cualquier tipo de discriminación es una señal muy poderosa en muchos sentidos. La ley en proyecto también lo será. Porque las personas con discapacidades no tienen fuerza política que las represente en forma clara y no siempre disponen del espacio necesario para hacer oír su voz. 



De ahí que la normativa antidiscriminación haya sido muy importante para la inclusión de esas personas. Y el proyecto en debate, que les permite a quienes tienen capacidades especiales desempeñarse como juez o como notario, también va en la dirección correcta.



De otro lado, comparto la inquietud manifestada por el señor Presidente de la Comisión de Constitución en cuanto al numeral del artículo único que no pudo aprobarse por ser inadmisible, atendidas las razones que se dieron en la Sala. Sin embargo, el Ejecutivo comprometió su incorporación. Creo que con ello la iniciativa quedará bien perfilada.



De todas maneras, el objetivo del proyecto ya se cumple con los numerales ya aprobados, que derogan las prohibiciones en comento.



Empero, parece del caso, en la medida que haya necesidades de adaptación para el mejor desempeño de personas con capacidades diferentes, tomar prevenciones. Y el Poder Judicial debe dar facilidades, para evitar cualquier inquietud que pudiera surgir a ese respecto. 



Por lo tanto, se requiere una indicación del Ejecutivo para completar y perfeccionar la iniciativa que nos ocupa. 



Es cuanto quería manifestar, señora Presidenta. Y reitero mis felicitaciones tanto a usted cuanto a quienes la acompañaron en este proyecto, que es de gran envergadura y tiene mucho sentido humanitario. 



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en primer término, quiero saludar a quienes nos acompañan en las tribunas: a Darío Alfaro, estudiante de Derecho no vidente, quien fue el inspirador de este proyecto de ley, y a algunos integrantes de la Fundación Sin Odio, que apoya la plena inclusión de las personas.



Les agradezco su presencia.



Honorables colegas, inspiró la presentación de este proyecto un reportaje televisivo que mostraba la frustración de Darío Alfaro, joven discapacitado visual que, tras sacar adelante sus estudios con gran esfuerzo, cursa 5° año de Derecho. ¿Por qué? Por la imposibilidad de cumplir su deseo de formar parte de la judicatura debido a que una norma del Código Orgánico de Tribunales que ya tiene 71 años de vigencia les impide a las personas ciegas, sordas o mudas ser juez o notario. 



En segundo lugar, quiero agradecer a quienes me acompañaron en la presentación de la moción pertinente: los Senadores señoras Carolina Goic y Adriana Muñoz y señores Alberto Espina y Felipe Harboe.



Asimismo, expreso mi gratitud a la Comisión de Constitución por la presteza con que analizó este proyecto, tras escuchar a una serie de personeros connotados (Presidente de la Corte Suprema, Presidenta del Colegio de Abogados, Director de SENADIS, etcétera).



Siento en este instante una enorme satisfacción, señor Presidente, pues tenemos la oportunidad histórica de avanzar en un Chile que deja atrás legislaciones completamente obsoletas, por las tecnologías existentes, que les permiten a las personas con discapacidades visuales o de otro tipo ejercer plenamente sus profesiones y cumplir su deseo de aportar a nuestro país. 



Es importante que seamos capaces de dejar en el pasado las discriminaciones arbitrarias y ponernos al día en el cumplimento de las normativas que nosotros mismos aprobamos, como la Convención Internacional de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada en nuestra Sala y publicada el 17 de septiembre de 2008, entre otras.



Además, también avanzamos, como aquí se ha mencionado, en el intento de eliminar todas las formas de discriminación arbitraria. Como todos sabemos, la ley N° 20.422, más conocida como “Ley Zamudio”, adquirió particular relevancia.



Y, por eso, estimo extraordinariamente importante dar un paso más.



A la Biblioteca del Congreso Nacional se le solicitó hacer un estudio de derecho comparado, y podemos observar que países como Brasil, Perú, Estados Unidos y España, entre otros, cuentan con normas que específicamente les permiten a personas con capacidades especiales o diferentes, por ejemplo, acceder a la magistratura.



En virtud de estas razones, creo que el Senado tiene que acoger en general la iniciativa.



Comparto la idea de que la Comisión de Constitución revise el proyecto, aunque este sea de artículo único. Pero me parece que deberíamos ver cómo se puede facilitar la probable adaptación que se requerirá una vez que sea despachado y se transforme en ley, para que se logre el pleno funcionamiento de sus disposiciones; para que no quede en letra muerta; para que realmente seamos capaces de dar un paso sustantivo, como corresponde, y eliminar lo que hoy día parece inconcebible: que el Código Orgánico de Tribunales específicamente impide que personas ciegas, sordas o mudas ingresen a la carrera de magistrado.



Espero, en consecuencia, que mis colegas nos acompañen en aprobar el texto, que pasará después al órgano técnico, y consideraremos si hace falta una cierta gradualidad. El propio Ejecutivo podría formular alguna sugerencia respecto a si se necesitaría algún tipo de capacitación. Ello, de acuerdo con la experiencia internacional y con la que personalmente he tenido.



En efecto, hace muchos años que colaboro con la Organización Nacional de Ciegos Españoles, lo que me ha permitido conocer muy de cerca cómo los avances tecnológicos han hecho factible que personas con discapacidad visual, parcial o total, se incorporen plenamente a la sociedad. Me refiero a aquellas que cursan estudios superiores. Hoy día, perfectamente se puede pasar desde un computador, con un programa, a lenguaje Braille, y viceversa. Existen muchísimas posibilidades que con anterioridad eran completamente desconocidas o inimaginables. Por eso mismo, resulta insostenible que mantengamos normas como las vigentes.



Espero que, una vez vuelto de la Comisión, aprobemos el proyecto en particular, que se envíe a la Cámara y que finalmente sea una ley de la República y podamos decir, como en el caso de la “Ley Zamudio”, que constituye un paso más en un país capaz de democratizarse. ¿Y eso qué quiere decir? Que se acepta la diversidad; que se quiere la plena inclusión de las personas con grados de discapacidad o con capacidad diferente, y que no se hacen discriminaciones arbitrarias, a diferencia de lo que en la actualidad ocurre expresamente.



Además, deseo plantear particularmente mi satisfacción esta tarde por el hecho de que el señor Presidente de la Corte Suprema, la propia señora Presidenta del Colegio de Abogados y casi todas las autoridades se manifestaron en términos muy positivos respecto de la iniciativa, señalando, sí, que probablemente es necesario hacer algunos ajustes para el ejercicio en plenitud del derecho de que se trata.



Quiero reiterar, desde esta Sala, mis felicitaciones a Darío Alfaro, estudiante de Derecho no vidente que nos acompaña e inspirador de la normativa en estudio, a quien le digo que persevere en sus esfuerzos. Espero que el proyecto sea ley en el momento en que se reciba de abogado y que entonces pueda ingresar, como lo desea, a la carrera en el Poder Judicial.



Constituiría un tremendo orgullo exponer el logro de haber dictado una ley de la República que terminó con un obstáculo injusto, arbitrario, insostenible, y que el país ha avanzado un paso más en su plena democratización y en la inclusión de las personas con discapacidad.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, no cabe duda de que este es un proyecto de la mayor trascendencia, que pone fin a una discriminación sin ningún sustento, y creo que con las modificaciones del Código Orgánico de Tribunales estamos dando un paso extraordinariamente positivo. Y, por eso, quiero sumarme a las felicitaciones del Senador señor Larraín a quienes lo presentaron, como también a quienes lo inspiraron, porque me parece que esta Corporación, al avanzar en la materia, está verificando claramente un acto de justicia.



Conozco un sinnúmero de profesionales ciegos, sordos o mudos, de gran brillantez, y es absolutamente incomprensible que una disposición les impida ejercer funciones de la relevancia de las propias del Poder Judicial. En consecuencia, estamos por entero de acuerdo con la derogación que llevaremos a cabo en el artículo 256 del cuerpo legal citado, para hacer posible que los mencionados en la disposición -en el número 2, los sordos; en el número 3, los mudos, y en el número 4, los ciegos- accedan a ellas.



A mi juicio, la iniciativa en debate va a obtener, sin duda, un apoyo unánime. Mi pregunta, al escuchar a la señora Presidenta y a mi colega Larraín, es si será suficiente la aprobación de la medida que nos ocupa. Creo que un paso insustituible que necesariamente tenemos que abordar es el establecimiento de normas, obligaciones, recursos, a fin de que estas personas se encuentren en igualdad de condiciones para el ejercicio de los cargos.



Y deseo hacer presente lo anterior por conocer el caso de una abogada sobresaliente, ciega, cuyo nombre es Rebeca Riesco, funcionaria del Servicio de Salud de Ñuble trasladada al hospital de Chillán, a quien se le ha impedido costear de su propio peculio la ayuda que precisa, en la medida en que necesita, para cumplir sus funciones, que alguien le vea algunos de los documentos. Gracias a la tecnología, puede leer en el computador alrededor del 80 por ciento de los textos, pero requiere apoyo para el 20 por ciento restante, el que le era permitido recibir cuanto estaba en el Servicio de Salud. Al inicio del Gobierno actual, las nuevas autoridades la trasladaron al hospital y se impidió físicamente que el colaborador ingresara al recinto.



Da la sensación, por lo tanto, de que la sola dictación de la disposición en debate puede transformarla en letra muerta si no existen los recursos necesarios para que estas personas se encuentren en igualdad de condiciones.



Creo que lo que hacen las autoridades del hospital de Chillán es completamente ilegal y discriminatorio. Juzgo que no tienen las atribuciones que se están tomando y que solo se trata de una persecución a una abogada con calificaciones de excelencia. Al dejarla en situación de desigualdad con otro colega, se le impide, en los hechos, ejercer. Ella ha iniciado una acción de carácter judicial y administrativo en la que espero que le den la razón.



Mas cualquier norma que dictemos puede ser solo una declaración de buenas intenciones, sin duda, si no va acompañada de la real voluntad de que personas como Rebeca Riesco puedan ejercer su función. No hay ninguna objeción a su capacidad profesional, a su desempeño funcionario, a su comportamiento como persona. Solo por el hecho de ser ciega y requerir ayuda para un porcentaje de su trabajo se le plantea un impedimento.



No quiero que el día de mañana algún no vidente acceda a la judicatura y no pueda realizar su labor por carecer de los medios y la ayuda necesarios para llevarla a cabo a la par de alguien que no enfrenta el mismo obstáculo. Y ello también dice relación con un sordo o un mudo. Estimo, entonces, que el proyecto de ley avanza de una manera importante, significativa. Me parece, eso sí -y por lo mismo que hacían presente los Honorables señora Allende y señor Larraín-, que resulta esencial que el Gobierno formule indicaciones tendientes a establecer la obligación del Poder Judicial de garantizar que estas personas van a disponer de los mecanismos o los instrumentos de apoyo requeridos para ejercer en igualdad de condiciones. Si no, dictaríamos una norma que nos “vestiría” muy bien como expresión de lucha contra la discriminación, pero que, en los hechos, no significaría un avance.



Estoy seguro de que es posible, conforme al Estatuto Administrativo, recibir tal colaboración. Estamos estudiando también si es necesario efectuar alguna modificación legal -no lo creo- en relación con el caso que he comentado, al que califico de discriminación absolutamente arbitraria. Porque no deseo -y estimo que tampoco alguien más en la Sala- que otras Rebecas Riesco experimenten las dificultades que ella ha enfrentado en un órgano público como el hospital de Chillán.



Voy a votar a favor, porque creo que nos hallamos ante una buena iniciativa; pero espero escuchar en la presente sesión que el señor Ministro de Justicia podrá avanzar en la formulación de las indicaciones a que he hecho referencia, que a mí me parecen esenciales e insustituibles para la aplicación práctica del texto en estudio, que ojalá aprobemos unánimemente.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, seré muy breve, porque cómo no adherir con entusiasmo al proyecto en discusión.



Cabe reconocer, además, su autoría, al igual que su disposición a que la acompañáramos en la iniciativa.



Creo que en el debate se han puesto los puntos donde corresponde. Efectivamente, una ley contempla hoy día una prohibición incomprensible; una limitación discriminatoria y obsoleta.



Me sumo al saludo a Darío Alfaro, quien de alguna manera pone el nombre, el rostro, y representa la historia concreta, en carne y hueso, de muchas otras personas que, por tener capacidades distintas, por ser ciegas o sordas, son objeto de un trato que las perjudica.



Y qué bueno que el asunto permita modificar, en este caso, el Código Orgánico de Tribunales, pero asimismo llevar a cabo la presente discusión pública, que dice relación tanto con enmiendas legislativas como con adecuaciones de normas, mas también con ir cambiando una cultura.



Como se señaló, hemos avanzado en la integración de los discapacitados, habiéndose ratificado la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y promulgado la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, lo que fue un hito importante en 2010. Sin embargo, cuando se revisa la situación efectiva -en este caso, en el mundo del trabajo-, nos damos cuenta de que las barreras persisten.



Hace pocos días presentamos con algunos colegas un proyecto que busca establecer una cuota de contratación de personas con discapacidad, siguiendo la experiencia de otros países, como España, que ha avanzado tanto en el ámbito de que se trata. Cabe reflexionar que eso implica un cambio en la mentalidad de la empresa, en términos de entender que quienes se encuentran en tal situación pueden integrarse, cumplir y, tal como se ha planteado en el debate, aportar desde sus puestos de trabajo tanto o más, algunas veces, que los no afectados de sordera, ceguera o mudez, o de dificultades físicas, muchas veces, que no limitan para el desarrollo profesional.



Ello nos plantea una discusión más amplia. Y, a mi juicio, también tiene que comprometernos, de alguna manera, en materia educacional.



Refiero brevemente el caso de Paulina, una magallánica sordomuda que es estupenda en su capacidad de desempeñarse, de no ponerse barreras, que es donde creo que se nos interpela, además, como sociedad. Estuvo recorriendo países europeos para aprender sobre diplomacia y fue la única latinoamericana en un curso sobre lenguaje de señas. Hoy día quiere seguir estudiando y me ha expuesto que ninguna de las becas se adecúa a su realidad o a la escuela adonde quiere ir, o sea, uno de los aspectos administrativos que finalmente siguen constituyendo discriminaciones y obstáculos para chilenos que efectivamente cuentan con muchas capacidades y a los que el país pierde al no acogerlos, más allá del aspecto discriminatorio.



Quiero destacar los esfuerzos de la SOFOFA en la integración de las personas discapacitadas al mundo laboral, al igual que el ánimo manifestado al respecto por el Poder Judicial, además de cómo estos casos han servido para explicitar voluntades, algo que resulta muy importante.



Pero asimismo deseo sumarme a la convicción de que se requieren medidas adecuatorias no solo en la ley, sino también desde los espacios de trabajo. Existen implementos tecnológicos justamente para facilitar el desempeño de profesionales y de personas en la situación que nos ocupa, con relación a los cuales nuestra sociedad está al debe en integrarlos y aprovechar efectivamente sus capacidades.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Honorable señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señora Presidenta, felicito su iniciativa de originar la tramitación de la moción en examen y agradezco la participación en ella a la que me invitó.



Saludo a Darío Alfaro, quien nos acompaña en las tribunas -inspirador del proyecto, como usted señaló- y ha dado una lucha muy valiente por instalar los derechos de un sector relevante de nuestros compatriotas.



Por cierto, en el país se han registrado pasos sostenidos e importantes desde hace mucho tiempo, como se expresó, para ir terminando con la discriminación y definiendo formas de inclusión.



En el Congreso hemos venido desarrollando una serie de normativas que promueven y exigen la integración, y además hemos tendido a promover cambios desde la ley.



Hemos buscado generar estímulos e institucionalidad de apoyo, como también prohibir y sancionar algunas conductas excluyentes, con el objeto de garantizar la aplicación de todo este ordenamiento.



Ahora, todo ello se basa en una decisión y una toma de conciencia que han ido avanzando en los parlamentarios, pero también en el país, en el sentido de que no existe justificación alguna para muchas de las normas discriminatorias, que traen como consecuencia un menoscabo y un trato muy desigual para muchos compatriotas.



Ejemplos hay muchos.



Algunos años atrás, nuestro país distinguía entre niños legítimos, ilegítimos y naturales, con impacto en los derechos familiares y sucesorios, lo que implicaba castigarlos por las conductas de sus padres. El Congreso eliminó esa odiosa desigualdad.



Hasta hace cierto tiempo se castigaba penalmente la homosexualidad.



Asimismo, nuestros espacios y edificios públicos disponían de menos condiciones de acceso que las necesarias para el libre desplazamiento de todas las personas. Por cierto, ello es algo que hoy todavía deja mucho que desear, pero se ha avanzado notoriamente en ese sentido.



Se trata de normas u omisiones de origen cultural, generadas en otros momentos y que permanecieron, no solo en la legislación misma, sino también -lo que es peor- en nuestro comportamiento cotidiano.



La discriminación se halla diseminada en toda nuestra normativa, y hemos sido capaces de ir cerrando y derribando las barreras en la materia.



Entendemos que en la actualidad no media obstáculo alguno para que una persona con alguna capacidad especial, como la ceguera, la sordera o la mudez, pueda optar a ser juez o jueza. Tanto los avances tecnológicos que usted mencionó en su intervención, señora Presidenta, como las modificaciones que se han introducido a los propios procesos judiciales lo hacen perfectamente posible.



El sueño de Darío Alfaro, que tuvo la valentía de difundirlo en un medio de comunicación, ha puesto en evidencia aquel impedimento. 



Y ello no solo sucede en nuestro país, pues en España, hace solo unas semanas, el Consejo General del Poder Judicial resolvió positivamente un requerimiento similar de un abogado. 



Se trata, entonces, de remover estas barreras, estas deformaciones culturales, y de avanzar hacia un país mucho más inclusivo e integrado. 



Hoy hay muchas personas ciegas que con méritos han llegado a ser abogados. No se comprendía la razón para que no pudieran desempeñarse en una de las facetas posibles de ejercer con tal preparación profesional. Y lo mismo ocurre con otras capacidades especiales.



Es por eso, señora Presidenta, que voy a votar a favor de esta iniciativa, que celebro, y espero que pronto sea ley de la República, para que, como usted señaló, nuestro amigo Darío Alfaro pueda tener, cuando egrese, la posibilidad de ejercer su profesión en la judicatura de nuestro país.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señora Presidenta, valoro el proyecto de ley que estamos discutiendo.



Hace algunos días me tocó asistir a la inauguración de un seminario (“Camino a la inclusión”, le llamaron sus organizadores), donde, a dos sillas del lugar donde yo me encontraba, había una chica de diecisiete años con síndrome de Down conversando con el Diputado Bellolio. Le pregunté al Diputado en qué curso estaba ella, ya que me di cuenta de que andaba con ropa de colegio. Me respondió que en cuarto medio. O sea, era portadora de síndrome de Down, tenía diecisiete años y estaba en cuarto medio. Claramente, esa es una señal muy potente y clara respecto de cómo personas con necesidades educativas especiales pueden desarrollar sus potencialidades cuando se genera un ambiente de oportunidades que justamente busca crear un entorno enriquecido desde el punto de vista del aprendizaje.



Esas son políticas de inclusión. La verdadera inclusión, la verdadera integración va mucho más allá de tener estacionamientos reservados para personas con algún tipo de discapacidad, va mucho más allá de permitirles el fácil acceso -que por cierto es importante- a edificios públicos. Tiene que ver, básicamente, con la inclusión tanto en el ámbito laboral como en el ámbito educacional. O al revés; educacional primero, laboral después. 



Si no somos capaces de potenciar la participación, desde las etapas más tempranas, de niños con algún trastorno del desarrollo, ya sea de la esfera psíquica, mental, física, sensorial, es evidente que no vamos a poder ofrecerles muchas alternativas y oportunidades de desenvolvimiento futuro en el ámbito laboral.



Por eso este proyecto es relevante, porque no solo permite el acceso a la judicatura de personas con discapacidad, sino que además sienta un precedente y da una señal muy potente en cuanto a que la sociedad efectivamente está evolucionando, desde los puntos de vista cultural y social, en la dirección correcta de acoger, integrar.



Y lo mismo tenemos que hacer hoy en el ámbito educativo, sobre todo cuando estamos discutiendo una reforma tan profunda. Es muy importante no descuidar la educación especial, no descuidar a los niños con necesidades educativas especiales, para que tengan acceso a escuelas especiales o a programas de integración escolar que, lamentablemente, no son obligatorios en el sector privado. Por lo tanto, muchas veces niños con alguna necesidad educativa especial quedan a la intemperie, por así decirlo, cuando un programa de integración escolar se suspende por parte unilateral del colegio.



Pero, como digo, lo que tenemos que lograr es generar un cambio en todos los niveles de nuestra sociedad para robustecer al máximo la posibilidad de que todas las personas que tengan algún tipo de discapacidad, en los más distintos ámbitos, puedan desarrollarse y expresar en plenitud su potencialidad. Eso depende de nosotros; depende de la sociedad; depende de que seamos capaces de elaborar, diseñar e implementar políticas públicas que justamente busquen la integración social plena de todas las personas con algún tipo de discapacidad, que, por lo demás, constituyen el 15 por ciento de la población, una cantidad muy significativa.



Así que valoro profundamente este proyecto y, por supuesto, lo vamos a aprobar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, mi primera intervención la hice más bien en calidad de informante, como Presidente de la Comisión de Constitución.



Ahora voy a ser muy breve.



En primer lugar, deseo destacar la iniciativa. Y felicitarla a usted, señora Presidenta, por la sensibilidad y la oportunidad en la presentación de proyectos que realmente impactan a un sector de la sociedad que, más allá de las declaraciones, muchas veces es, en las acciones, tremendamente postergado.



En Chile no existe cultura de integración respecto de la discapacidad. Una vez al año, probablemente en la Teletón, todo Chile se sensibiliza con las discapacidades, se llora con las historias, pero, pasadas las setenta y dos horas, la verdad es que todo vuelve a su -comillas- “curso normal”, que lamentablemente, en nuestra sociedad, es el curso de la discriminación, de la falta de comprensión, de la falta de capacidad de ponerse en el lugar del otro y de crear una cultura de integración donde cada Ministerio, cada empresa, cada persona tenga elementos de integración que faciliten la vida de personas con ciertas discapacidades, sean sensoriales o incluso neurológicas.



Hace unos años, en mi condición de Diputado y en el marco de la discusión presupuestaria, solicité al Gobierno de la época que no se aprobara ni un solo proyecto de construcción o reparación de veredas en nuestro país que no considerara infraestructura adecuada para personas con discapacidad.



Y ello porque, a mi juicio, es la infraestructura pública la que refleja la cultura de integración de una sociedad. Si hiciéramos el ejercicio de poner, por ejemplo, a una persona en silla de ruedas en una calle de cualquier ciudad, comprobaríamos que no podría recorrer la plaza de armas por carecer esta de infraestructura suficiente para poder transitar libremente. Lo mismo ocurre con las personas con discapacidad visual. La mayoría de los semáforos de Chile no cuenta con la última tecnología, alcanzable para nuestro país, que permite informar de las posibilidades de cruce y de los riesgos asociados. 



Tampoco existe infraestructura para que las personas con discapacidad visual puedan, por ejemplo, recorrer nuestro patrimonio arquitectónico. Yo recuerdo que, a iniciativa del entonces Intendente Metropolitano Sergio Galilea, construimos una maqueta del Palacio de la Moneda con sistema braille para que, así como quienes tenemos la posibilidad de ver, también las personas con discapacidad visual pudieran conocer nuestra Casa de Gobierno. 



Señora Presidenta, qué mejor demostración de cultura que nuestro país estableciera adecuaciones como esas en todos los ámbitos legislativos. Me gustaría que en la discusión del Presupuesto, por ejemplo,  nosotros, no como Senadores individuales, sino como Senado de la República, le exigiéramos al Gobierno que en todas las bases de licitación de obras públicas de infraestructura estuviese considerado el elemento de integración, para que no solo fuera una buena declaración, un discurso.



Por eso creo que proyectos como este van en el sentido correcto.



Mi primer trabajo en el sector público lo desempeñé cuando era estudiante de Derecho, como procurador de la entonces Fiscalía Nacional de Quiebras, a la cual ingresé por concurso público. Pues bien, mi jefe, un distinguido abogado, era sordomudo. Y debe ser uno de los mejores jefes que he tenido en mi carrera. Además, se recibió de la Universidad Católica con un promedio destacado.



Eso me demostró que perfectamente se puede dar oportunidades y posibilidades reales a quienes tienen capacidades especiales.



Pienso que el presente proyecto va en el sentido correcto, aun cuando debemos introducirle algunas mejoras y adecuaciones para que se implemente de buena forma y permita que, en un ámbito tan importante como el de la administración de justicia, contemos con personas con capacidades diferentes o discapacidades sensoriales.



Hice presente esto, por ejemplo, en materia penal, cuando se trata del análisis personal de la prueba o cuando se requieren videos o fotografías. Hoy existe la posibilidad de contar con tecnología aplicable o mecanismos de subrogación que permiten reemplazar una eventual discapacidad visual.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor HARBOE.- Gracias, señora Presidenta.



En consecuencia, además de estos proyectos de ley, que van a facilitar el ingreso de personas con discapacidad a distintas instituciones, debo destacar que observé una disposición muy positiva de parte del Presidente de la Corte Suprema, del Ministro de Justicia, de la Asociación de Magistrados. 



Entonces, si existe la disposición y la voluntad, lo que corresponde es realizar un estudio con el objeto de saber qué herramientas tecnológicas o medidas jurídicas debemos adoptar para que podamos seguir llevando adelante iniciativas como la que nos ocupa.



Finalmente, señora Presidenta, le reitero mis felicitaciones, por cuanto se trata de un proyecto que apunta en la dirección correcta y del cual usted nos ha hecho parte. Como ya lo dijo, vienen otras iniciativas que también tienen por propósito materializar esta igualdad.



Sigo sosteniendo lo que planteé en algún momento. Creo que, en virtud de la aplicación del artículo 5º de la Constitución Política, la ratificación y vigencia de los tratados internacionales generan derogación tácita de las normas que hoy permiten la discriminación. Sin embargo, como también se dice en estos tiempos, lo que abunda no daña y resulta mejor que ello sea explícito.



Nuevamente, señora Presidenta, la felicito por este proyecto de ley, agradezco su invitación a suscribirlo y, naturalmente, voy a concurrir a su aprobación con mi voto favorable.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, la verdad es que hay una paradoja que este proyecto de ley refleja fielmente y que ya señaló el Presidente de la Corte Suprema, don Sergio Muñoz. A partir de 1543 se comienza a usar la imagen de la diosa con los ojos vendados para significar que la justicia es ciega y no discrimina. Sin embargo, cabe preguntarse: si la dama que refleja la justicia es ciega, ¿por qué no puede ser magistrado una persona que, al igual que ella, carece del sentido de la visión?



Por lo tanto, existe una contradicción entre el símbolo, el ícono de la justicia, y la legislación que regula el ingreso de nuevos jueces.



Por eso, este proyecto de ley pone en el debate un problema de exclusión que, a la sola vista de la razón, no debiera ser facultativo: el hecho de que un juez carezca de visión no tendría que ser  impedimento para que ejerza  como tal. Ya en Inglaterra, Perú, Brasil, Bélgica y España hay magistrados no videntes.



Siento, entonces, que las leyes antidiscriminación que hemos aprobado van en el sentido correcto, particularmente la Nº 20.422, que, en su artículo 6º, letra a), define “discriminación” como “Toda distinción, exclusión, segregación o restricción arbitraria fundada en la discapacidad, y cuyo fin o efecto sea la privación, perturbación o amenaza en el goce o ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico”, así como también la ley Nº 20.609, que establece medidas contra la discriminación, conocida más bien como “Ley Antidiscriminación”.



Este proyecto busca modificar el artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, contenido en el Título X, “De los magistrados y del nombramiento y escalafón de los funcionarios judiciales”, el cual dispone que “No pueden ser jueces:



“1° Los que se hallaren en interdicción por causa de demencia o prodigalidad;



“2° Los sordos;



“3° Los mudos;



“4° Los ciegos;



“5º Los que de conformidad a la ley procesal penal, se hallaren acusados por crimen o simple delito o estuvieren acogidos a la suspensión condicional del procedimiento.



“6° Los que hubieren sido condenados por crimen o simple delito”.



Sin embargo, señora Presidenta, pienso que en el numeral 1º del citado precepto -tal vez los miembros de la Comisión de Constitución  o el Ministro de Justicia, que son abogados, podrían explicarlo- hay una definición que me llama la atención. Dice que no pueden ser jueces “Los que se hallaren en interdicción por causa de demencia o prodigalidad”.



Recurrí al Diccionario de la Real Academia Española para saber el significado del término “prodigalidad”. No sé si en la Sala existe claridad al respecto, más aún cuando el numeral habla de “demencia o prodigalidad”, es decir, la conjunción “o” asimila ambos conceptos.



El Diccionario define “prodigalidad” de la siguiente manera: “Profusión, desperdicio, consumo de la propia hacienda, gastando excesivamente”. 



Ahora bien, la palabra “prodigar” se define como: “1. Disipar, gastar pródigamente o con exceso y desperdicio algo. 2. Dar con profusión y abundancia. 3. Dispensar profusa y repetidamente elogios, favores, dádivas, etc. 4. Excederse indiscretamente en la exhibición personal”.



En consecuencia, señora Presidenta, no me queda claro cuál es el elemento asimilable a la demencia. Porque si alguien da excesivamente, algunos dicen: “¡Con la mía nomás, pues...!”. 



Por lo tanto, el término “prodigalidad” tiene una interpretación jurídica que no logro desentrañar de la sola lectura del Diccionario de la Real Academia.



Tal vez el señor Ministro de Justicia o algún miembro abogado de nuestra Comisión podría aclararlo, pues si por “prodigalidad” se entiende “Dar con profusión y abundancia” o “dispensar, gastar pródigamente”, bastaría pensar en el uso de las tarjetas de crédito. Quizás muchos jueces o muchas juezas no pasarían el “test de la blancura” en el uso de ellas. Porque, si por “prodigalidad” se entiende que un juez no debe gastar excesivamente ni repartir elogios o favores, ¡qué queda entonces para el dadivoso!



Sin embargo, el numeral al que me refiero les prohíbe a los jueces ser dadivosos, les prohíbe prodigar, aun cuando en mi opinión es posible prodigar sin mezclar el tema profesional.



¿Me explico o no?



Por lo tanto, señora Presidenta, me gustaría escuchar una aclaración al respecto, porque, si vamos a eliminar un requisito discriminador y poco razonable mediante esta reforma legal, después de la lectura del significado contenido en el Diccionario de la Real Academia, sería conveniente tener bien claro cuáles son los alcances del término “prodigar” ¿Es abusar? ¿Es gastar en exceso? Si el término se hiciera aplicable a otros ámbitos de la vida pública, pienso que habría muchos inhabilitados.



De todos modos, anuncio mi voto favorable a la idea de legislar.



Creo que muchas instituciones en Chile requieren una revisión en esta materia.



Debo recordar que hace un tiempo hice una propuesta en el Senado a fin de que en los concursos públicos que se realizaran para telefonistas se eligiera, al menos, a una persona con limitación visual. Sin embargo, al final nos encontramos con que la actual legislación dice que, habiendo dos personas en igualdad de condiciones, recién allí podría operar cierta discriminación positiva. Y como el hecho de carecer de visión es siempre un elemento de esfuerzo que hace retroceder a quien la padece, no fue factible contratar al postulante no vidente. Y, al parecer, en nuestra Corporación todavía no tenemos un funcionario con discapacidad visual, al contrario de lo que sí ocurrió en la Cámara Baja, donde, cuando me tocó ser Diputado, sí se hizo una gestión en este ámbito -aún vigente- con resultados extraordinarios.



Por lo tanto, si en el Senado, con toda la voluntad del señor Secretario General y la positiva disposición del Presidente y del resto de la Mesa, no fue posible hacerlo porque faltábamos al Estatuto Administrativo, creo que hay normas que debemos modificar, porque, si en los concursos públicos solamente opera la discriminación positiva ante igualdad absoluta de puntajes, me parece que ello resulta insuficiente para establecer igualdad.



Creo que exigirle lo mismo a una persona que ha tenido que sufrir para desarrollarse y llegar a ser abogado u otro profesional, en el sentido de hacer una discriminación solo en caso de igualdad de condiciones de mérito, es un exceso.



No sé si habrá oportunidad para presentar indicaciones a esta iniciativa a fin de revisar ese punto, porque el Senado experimentó en su propia institución la imposibilidad de incorporar personas con condiciones especiales de visión, aun cuando existía la mejor voluntad para hacerlo.



Por eso, voto a favor de este proyecto de ley, el cual no solo modernizará nuestra judicatura, sino que también hará justicia en el ámbito de acción de los magistrados.



¡Patagonia sin represas! 



¡No más AFP! 



¡Nueva Constitución, ahora!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sus Señorías, perdonen que formule esta observación, pero quiero ratificar lo que se acaba de señalar con respecto al concurso que se realizó en el Senado.



Así fue, efectivamente, porque la ley sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad dispone que solo a igual puntaje se aplique una “discriminación positiva” -por así llamarla- y se dé preferencia a un candidato discapacitado.



Quiero dejar testimonio de que quizás el mejor telefonista que hemos tenido en la Cámara de Diputados es Eduardo Casanova, quien está ciego y es realmente notable.

El señor WALKER (don Patricio).- Es aysenino.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Perdonen que lo diga desde la testera, pero es algo que debo compartir: doy fe de lo que acaba de señalar el Senador Navarro y deseo agregar que en la otra rama legislativa se logró efectuar la diferenciación a que me referí, con un resultado estupendo.



Tiene la palabra el Senador señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, Honorable Sala, tratándose de este tipo de proyectos es difícil que alguien vote en contra. 



Creo que abundan los comentarios.



Está presente el Ministro de Justicia. Y usted, señora Presidenta, ha impulsado esta iniciativa, y conozco su dedicación y su compromiso en materia de discapacidad: me tocó trabajar en la Cámara Baja con la Comisión Especial de la Discapacidad, que Su Señoría promovió junto con una serie de Diputados.



Eso sí, me preocupa -es importante hacer esta reflexión en la Sala- que se deba pasar tanto tiempo en estas materias, en el sentido de tener  que andar ubicando y picoteando iniciativas referidas a aspectos en los hay discriminación.



Como señalaba el Senador Harboe, conforme al artículo 5° de la Constitución y a los tratados antidiscriminación en materia de discapacidad ratificados por Chile, debemos adecuar nuestra legislación. 



Sin embargo, este tipo de normas tendrían que quedar derogadas tácitamente. Así, debería establecerse una Comisión de Discapacidad -¡ya que somos tan dados a las Comisiones!- que, desde el punto de vista intelectual, normativo, se abocara al estudio de la gran cantidad de disposiciones que subsisten en nuestros Códigos; en nuestras leyes, en general, y en el acceso a la administración de justicia, para romper de una vez por todas esta barrera.



Qué duda cabe: esta iniciativa es loable, fantástica.



Soy abogado, conozco esta situación: tuve compañeros no videntes, quienes fueron excelentes estudiantes y son excelentes profesionales. No hay ninguna justificación para que tal condición siga considerándose en el Código Orgánico de Tribunales como impedimento para ser magistrado o juez de letras. Ya me gustaría que algunos jueces que cuentan con todas sus capacidades mostraran la misma dedicación de determinados abogados no videntes o sordos. 



Tenemos que avanzar. Y quiero dejar establecido en este debate que me parece sorprendente que nuestro país tenga todavía un servicio raquítico en materia de discapacidad. Pasamos del FONADIS al SENADIS, palabras que constituyen eufemismos chilenos para instituciones que no se hacen cargo de la gran cantidad de personas discapacitadas que existen en Chile -12 a 15 por ciento, aproximadamente-; porque en las regiones que representamos en esta Corporación -para qué decir a nivel nacional- existen servicios raquíticos: cuentan con tres funcionarios y un presupuesto paupérrimo.



¿Con ese tipo de servicios pretendemos incluir, incorporar, trabajar con los discapacitados?



Derechamente, señora Presidenta, quiero decir que, aunque estoy de acuerdo con el proyecto y felicito a sus autores -a usted, en particular-, me preocupa que como sociedad -no como Gobierno- no abordemos a fondo lo relativo a la discapacidad.



En esta materia tenemos que lograr un gran consenso. Y por eso me permito pedir a Sus Señorías -en especial a la señora Presidenta, quien encabeza esta Corporación durante todo el año- que también trabajemos en ello.



Solicitémosles al Ejecutivo y a todas las bancadas que busquemos un acuerdo transversal -dudo que alguien se oponga- para pisar el acelerador y dar pasos sustantivos a fin de adecuar nuestra legislación en diferentes ámbitos: Código Orgánico de Tribunales, Estatuto Administrativo, Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y en cualquier otro cuerpo normativo, con el objeto de evitar estas discriminaciones, pero sobre todo de dotar al Estado de Chile de la institucionalidad y de los recursos adecuados para abordar la discapacidad.



Si no lo hacemos así, solo estaremos parchando, dejando postrados a decenas de hombres y mujeres discapacitados que han accedido a estudiar (en esto las universidades, los centros de formaciones han contribuido bastante), porque no les daremos oportunidades laborales.



Quiero dejar planteada esta reflexión, pues en tal dirección debiéramos orientar nuestros esfuerzos.



Todos los años se emociona nuestro país con la Teletón. Existe una semana de amplia exposición, 24 horas de gran trabajo, pero después este tema cae prácticamente en el olvido. 



Entonces, pienso que es momento de hacer un gran debate y discutir iniciativas que vayan avanzando en el sentido de facilitar a estas personas ser jueces y notarios.



No obstante, yo pregunto: ¿a qué otro cargo pueden acceder los sordos, mudos o ciegos? ¿Qué ocurre en la Administración Pública? ¿Cuántos funcionarios discapacitados hay en esta Corporación?



La caridad empieza por casa, y creo que, a propósito de este proyecto, por un lado debiéramos suscribir un compromiso para pedirle al Gobierno que, como política permanente de Estado, se revisara toda la legislación y se enviara una batería de proyectos para ir modificando esta situación, y por otro, que dejáramos de lado al SENADIS, institución que -insisto- no se encuentra a la altura de un país que cuenta con recursos y debe ser inclusivo. Además, no me cabe duda de que nuestra Presidenta Bachelet incorporará a este importante segmento de la población.



Entonces, busquemos alcanzar un acuerdo mayoritario para abordar la cuestión de la discapacidad.



Reitero mis felicitaciones a los autores de esta iniciativa, pero también mis palabras en el sentido de que podemos hacer mucho más. Y para eso, ofrezco mi respaldo.



Voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de continuar otorgando la palabra, debo decir que, de estar de acuerdo todos los señores Senadores presentes en la Sala, enviaremos un oficio en nombre de la Corporación en el sentido manifestado por el Honorable señor De Urresti: es decir, para solicitar que se forme una Comisión que se dedique a revisar todos los impedimentos existentes para el desarrollo de las personas con discapacidad, a fin de no seguir abordando parcialmente esta situación, como señaló Su Señoría. Pienso que ello constituiría un paso positivo.



Así que, si le parece a la Sala, se enviará al Gobierno el oficio pertinente en nombre del Senado.



Acordado.



Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, en verdad, creo que la decisión recién tomada, en el sentido de enviar un oficio en nombre de todos los Senadores con el objeto de solicitar que en la Administración Pública se dé preferencia o cabida a quienes sufren de discapacidad, constituye un avance relevante, como también lo es el que estemos debatiendo este proyecto. 



Por eso, quiero saludar y felicitar a todos sus autores, y especialmente a usted, señora Presidenta, porque su aprobación significará un progreso en la consideración especial que debe tener la sociedad respecto a las personas que son diferentes y que tienen competencias distintas del resto de la sociedad.



Por tanto, debemos “igualar la cancha”, como se dice, para lo cual tenemos que establecer modificaciones legales. 



Repito que este es un paso muy importante, como asimismo lo es el rol que van a jugar los tribunales y el Poder Judicial en cuanto a adoptar e implementar todas las medidas necesarias para que personas con capacidades especiales puedan desempeñarse como jueces. 



Sabemos que la función del juez es sumamente relevante, ya que debe resolver cuestiones que importan a las personas, a su patrimonio o a su libertad, de manera que es muy significativa la convicción que él pueda formarse a través de los distintos medios de prueba.



Por eso, es preciso adoptar todas las medidas conducentes a que el magistrado no vidente o que se encuentre privado del habla o de la audición pueda resolver de manera pertinente un juicio donde se decida acerca de la responsabilidad, de la culpabilidad o de la inocencia de alguien que aporta un medio de prueba que él no puede ver u oír.



Aquí hay un desafío muy muy importante para el Poder Judicial y para el Congreso Nacional: determinar qué medidas se tomarán con el objeto de que esos jueces puedan desempeñarse en el cargo para el cual fueron nombrados, y, al mismo tiempo, cumplir con la obligación de dar igualdad de oportunidades.



De acuerdo con la propia Constitución, no hay por qué negarle a nadie, aunque tenga capacidades distintas, el derecho a asumir determinado cargo. 



En tal sentido, quiero recoger lo planteado aquí en orden a que la Administración Pública debería abrir sus puertas a todos los discapacitados.



A nivel nacional -lo decía el Senador De Urresti-, ellos representan el 12 por ciento de la población. Sin embargo, en regiones como la de Los Ríos, como la mía y como la de Los Lagos, según acota el Senador Moreira, la cifra es más alta: de 15 a 17 por ciento.



Entonces, si queremos ser coherentes, así como impulsamos una ley de cuotas y afirmamos que 40 por ciento de determinados colectivos deben tener una composición de género, ¿por qué no vemos qué porcentaje de la población es discapacitada y qué porcentaje de la Administración Pública debería abrirse a su ingreso? ¿Por qué no fijar una proporción, aunque sea mínima, de personas pertenecientes a estos grupos, para dar cabida a quienes tienen capacidades diferentes?



Las señales que damos como país nos van transformando en una sociedad avanzada, porque consideramos a las personas con discapacidad en igualdad de condiciones para enfrentar estos desafíos.



Reitero: a mi juicio, hoy damos un gran paso, y felicito a la señora Presidenta y a quienes aprobaron rápidamente el proyecto en la Comisión de Constitución. Ojalá podamos avanzar en este articulado como en otros que dicen relación con el fortalecimiento de las capacidades del Estado. Porque este también tiene a veces capacidades diversas para atender la naturaleza de las demandas de las personas que enfrentan alguna discapacidad.



Al respecto, también quiero recoger lo que planteaba el Senador De Urresti acerca del SENADIS. Esta es una institución meramente simbólica. Hay regiones donde cuenta con dos o tres funcionarios. En La Araucanía opera en un cuarto piso, y en el ascensor no cabe una silla de ruedas.



Entonces, ¿qué significado tiene contar con instituciones que trabajan para lograr que los privados y la sociedad en definitiva les den igualdad de oportunidades a los discapacitados si la propia oficina del SENADIS de la Novena Región no dispone de un acceso para recibirlos?



Dicho lo anterior, señora Presidenta y estimados colegas, creo que las señales que estamos dando son positivas en orden a construir una sociedad mejor.



Voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos afirmativos).



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor GÓMEZ (Ministro de Justicia).- Señora Presidenta, la aprobación en general de esta iniciativa sin duda representa un avance desde el punto de vista de terminar con las desigualdades y las discriminaciones.



No voy a repetir todo lo señalado por los señores Senadores. Sin embargo, hay algunos puntos que me parece importante plantear aquí.



Primero, en mi opinión, el agregar o no un artículo que establezca que el Poder Judicial tendrá la obligación de cumplir con las medidas tecnológicas que permitan el desempeño de esta labor debiera discutirse, más bien, cuando se trate el presupuesto de ese Poder del Estado y no aquí, en relación con el Código Orgánico de Tribunales.



Porque, establecida la ley, no debería haber problemas para la integración de las personas con capacidades diferentes: ciegos, sordos o mudos.



Sobre el particular, también escuché al Presidente de la Comisión referirse a la Carta Fundamental. Probablemente, hasta el día de hoy ninguna persona con capacidades diferentes ha intentado entrar a los cursos de la Academia Judicial para efectos de integrarse al Poder Judicial. Si así hubiera ocurrido, lo más probable es que, existiendo esta prohibición en la ley, contraria a las normas de la Constitución, este problema habría sido zanjado a través de la presentación del recurso pertinente ante los tribunales.



Por lo tanto, de aprobarse este proyecto en general, se avanzará un paso más en el propósito de evitar las discriminaciones. Eso, sin ninguna duda.



Y, por supuesto, el haberlo presentado usted, señora Presidenta, primero en la Cámara de Diputados y luego aquí, en el Senado, y con los parlamentarios que la acompañaron -en la Cámara Baja hay otra iniciativa que probablemente tendremos que fusionar con la que nos ocupa para sacar la ley-, es muy relevante, ya que va en la línea de las políticas del Gobierno de la Presidenta Bachelet que buscan evitar estas discriminaciones.



Por último, es fundamental señalar que en el debate se plantearon temas que será relevante discutir durante el segundo trámite reglamentario en la Comisión de Constitución. Se ha manifestado con claridad que la mayoría de los procedimientos que hoy día tiene nuestro país son orales y requieren la participación directa del juez y de la denominada “inmediación”: estar recibiendo la prueba y fallando sobre esta.



Desde tal perspectiva, en algunos países se han resuelto estas dificultades en ciertas materias. Lo hemos dicho en la Comisión y también lo digo en la Sala: si la prueba que debe ser reconocida o conocida por el juez es, por ejemplo, un video, la subrogación o la forma de abordar esa circunstancia será un poco compleja. ¿Por qué? Porque el Código impide que existan terceros que determinen lo que pasa en la prueba.



De ahí que sea tan importante la existencia de un proceso de conversación y discusión. La voluntad de que se cumpla esta iniciativa existe, como escuchamos todos en la Comisión del propio Presidente de la Corte Suprema, de los magistrados que participaron, del Colegio de Abogados, en general de todos los parlamentarios y de todos los que conocemos este proceso.



Por lo anterior, resulta muy relevante que del Congreso salga una normativa que establezca los requisitos que el Poder Judicial tendrá que cumplir para efectos de que sea plenamente vigente.



En consecuencia, señora Presidenta, vamos a hacer nuestro mejor esfuerzo para lograr avanzar rápidamente y apoyar este proyecto que ustedes han presentado. Y, en el caso de que los parlamentarios formulen una indicación a fin de establecer la obligatoriedad del Poder Judicial de contar con los mecanismos tecnológicos necesarios para permitir que la función de juez pueda ser desempeñada por personas con discapacidades, aquella será discutida en la Comisión.



Con todo, mi convicción es que, una vez establecido el criterio en la ley, no queda otra que el cumplimiento de la obligación por parte del organismo pertinente, sin perjuicio de los recursos adicionales que se deban asignar.



Termino felicitando al Senado por esta iniciativa, que surgió de una moción propuesta, entre otros, por la señora Presidenta de la Corporación.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entonces, aprobada la idea de legislar, el proyecto vuelve a la Comisión de Constitución para el debate en particular, fijándose el plazo ya señalado para la presentación de indicaciones.



Agradezco nuevamente a la Sala por la aprobación unánime de la iniciativa.



Por último, vuelvo a saludar a quien de alguna manera fue el inspirador de este proyecto, me refiero al estudiante de Derecho no vidente Darío Alfaro y, por cierto, a quienes lo acompañan, que pertenecen a la Fundación Sin Odio, organismo que lucha por la plena inclusión de todas las personas. Les agradezco su presencia en las tribunas esta tarde. 



Confío en que pronto esta propuesta será ley de la república.



Ha terminado el Orden del Día.



Por haberse cumplido su objetivo, voy a levantar la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



A los señores Ministro del Interior y Seguridad Pública e Intendente de Magallanes, solicitándoles informar sobre DIVERSOS ASPECTOS CON RELACIÓN A PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE DÁRSENA EN MUELLE MARDONES (Región de Magallanes); a la señora Ministra de Desarrollo Social, requiriéndole NUEVO PERÍODO DE POSTULACIONES A PENSIÓN DE GRACIA PARA EXESTIBADORES PORTUARIOS DE MAGALLANES, y a los señores Intendente de Magallanes y Secretario Regional Ministerial de Salud de Magallanes, para que informen respecto de FUNCIONAMIENTO DE PROGRAMA ESPECIAL DE ATENCIONES DOMICILIARIAS DE CENTRO DE SALUD FAMILIAR DE PUERTO NATALES.



Del señor MONTES:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndole antecedentes acerca de DIVERSAS MATERIAS VINCULADAS CON APLICACIÓN DE LEY SOBRE INSTALACIÓN DE ANTENAS.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe sobre SEQUÍA EN LAGUNA DEL LAJA E INVERSIONES CONTEMPLADAS PARA ENFRENTARLA (Región del Biobío); al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, solicitándole información atinente a EXTENSIÓN DE BIOTRÉN HASTA CORONEL Y CONSTRUCCIÓN DE TERMINAL INTERMODAL EN ESTA COMUNA; a la señora Ministra del Deporte y al señor Alcalde de Concepción, requiriéndoles antecedentes relativos a TÉRMINO DE ESTADIO ESTER ROA, DE CONCEPCIÓN; al señor Tesorero General de la República, para que remita información sobre RECAUDACIÓN MENSUAL DE IMPUESTOS A TABACO EN ÚLTIMOS TRES AÑOS; al señor Director Nacional de Vialidad, planteándole MEJORAMIENTO DE CAMINO A COMUNIDAD DE LLONCAO, COMUNA DE CAÑETE, y al señor Director Nacional del SENCE, para que informe sobre SITUACIÓN DE CENTRO DE FORMACIÓN DE LA INDUSTRIA CHILENO FRANCÉS DE REGIÓN DEL BIOBÍO.



Del señor PROKURICA:



Al señor Director Nacional de Vialidad, pidiéndole realizar OBRAS NECESARIAS PARA INSTALACIÓN DE ILUMINACIÓN EN ACCESOS DE BAIPÁS TOLEDO-TRAVESÍA (Región de Atacama).
)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:21.

Manuel Ocaña Vergara,
Jefe de la Redacción
ANEXOS

D O C U M E N T O S

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES PARA PERMITIR QUE PERSONAS CON CAPACIDADES ESPECIALES PUEDAN SER NOMBRADAS EN LOS CARGOS DE JUEZ O NOTARIO

(9.372-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Isabel Allende, Carolina Goic y Adriana Muñoz y señores Alberto Espina y Felipe Harboe.





A las sesiones en que se trató esta iniciativa concurrieron, por el Ministerio de Justicia, el Ministro, señor José Antonio Gómez, acompañado por la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González, y la periodista, señora Paola Sais.





En representación de la Excelentísima Corte Suprema asistió su Presidente, señor Sergio Muñoz; la Directora de Estudios y Evaluación, señora Constanza Collarte; la Directora de Comunicaciones, señora María Lucy Dávila. Igualmente, estuvo presente la abogada investigadora de la señalada Dirección de Estudios, señora Carla Vega.





Por el Colegio de Abogados de Chile A.G., participó su Presidenta, señora Olga Feliú.


En nombre de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial de Chile asistieron su Director, el Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago señor Leopoldo Llanos; el Jefe de Gabinete, señor Javier Vera, y la Coordinadora de la Comisión de Derechos Humanos y Género, señora Patricia Fuenzalida.


En representación de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile concurrieron su Presidente, señor Armando Arancibia; el Director Secretario, señor Fernando Gomila, y el Secretario Ejecutivo, señor Juan Carlos Arriaza.


Por el Servicio Nacional de la Discapacidad participó su Director Nacional, señor Mauro Tamayo; el abogado del Subdepartamento de Derecho y Discapacidad, señor Oscar Recabarren; la Jefa de Gabinete, señora Natalia Aliaga, y el asesor jurídico, señor Christian Finsterbush.





Estuvieron presentes, asimismo, por la Biblioteca del Congreso Nacional, los asesores legislativos señoras Annette Hafner y Christine Weidenslaufer y señor Juan Pablo Cavada.





Concurrieron, además, por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor legislativo, señor Diego Calderón, y por el Instituto Igualdad, el asesor legislativo, señor Claudio Rodríguez.





Igualmente, asistieron los asesores legislativos de la Honorable Senadora señora Allende, señor Cristián Arancibia; de la Honorable Senadora señora Goic, señor Gerardo Bascuñán; de la Honorable Senadora señora Muñoz, señor Leonardo Estradé-Brancoli; del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck, y del Honorable Senador señor Harboe, señor Sebastián Abarca.

OBJETIVO DEL PROYECTO


La iniciativa en estudio propone suprimir en nuestro Código Orgánico de Tribunales las normas que impiden que las personas que son sordas, ciegas o mudas puedan desempeñar los cargos de juez y de notario. Lo anterior se enmarca en el propósito global de eliminar de nuestro ordenamiento jurídico aquellos preceptos legales que pugnen con las reglas y principios que consagran la igualdad ante la ley y la no discriminación arbitraria, permitiendo la plena inclusión y el ejercicio de sus derechos fundamentales por parte de todos los habitantes de la República, dando cumplimiento, de este modo, a las obligaciones internacionales que pesan sobre el Estado de Chile en esta materia.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL Y OFICIO A LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA


Cabe hacer presente que el numeral 1 del artículo único del proyecto se refiere a las calidades que deberán tener los jueces, razón por la cual, en los términos de lo dispuesto por el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política, tiene el carácter de norma orgánica constitucional. En consecuencia, para su aprobación requiere del voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, en los términos del inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

Del mismo modo, cabe hacer presente que el Senado, mediante oficio Nº 509/SEC/14, de fecha 3 de junio del año en curso, puso el proyecto en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, recabando su parecer, en cumplimiento de lo preceptuado por los artículos 77, incisos segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Derecho Interno


Están relacionados con el proyecto de ley en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1) Constitución Política de la República, principalmente sus artículos 1°, 19, números 2° y 16°, y 77, inciso primero.


2) Código Orgánico de Tribunales, especialmente sus artículos 256 y 465


3) Código del Trabajo, artículo 2°.


4) Ley N° 20.422, de 10 de febrero de 2010, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.


5) Ley N° 20.609, de 24 de julio de 2012, que establece medidas contra la discriminación.


6) Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad, incorporada a nuestro ordenamiento jurídico interno mediante decreto supremo N° 201, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado el 17 de septiembre de 2008.

2.- Derecho Comparado

Estudios de la Biblioteca del Congreso Nacional


Atendido el interés de la Comisión por conocer la experiencia extranjera en la materia en análisis, se solicitó a la Biblioteca del Congreso Nacional un informe acerca del acceso de las personas con discapacidad sensorial a los cargos en estudio en otras naciones, el que, posteriormente, fue complementado por una revisión de los aspectos operativos que los referidos países presentan en este ámbito.


Los estudios de la Biblioteca del Congreso Nacional son del tenor que sigue:

“Acceso de discapacitados sensoriales a cargos de jueces y otros. Legislación nacional y extranjera


En Chile, el Código Orgánico de Tribunales dispone expresamente que no pueden ser jueces ni notarios, respectivamente, los sordos, mudos y ciegos. Asimismo, estos tienen igual limitación para ser oficiales del Registro Civil y funcionarios del Ministerio Público.


En general, en los estatutos del personal de la Administración del Estado se exige como requisito de ingreso el contar con salud compatible con el desempeño del cargo. En dictámenes de la Contraloría General de la República, se establece que dicha exigencia de salud debe ser acreditada a través del certificado de salud emitido por el Servicio de Salud competente (en particular, la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez). Asimismo, se indica que la exigencia de salud compatible debe “entenderse como la ausencia de alguna enfermedad que impida el correcto desempeño de un empleo.”.

En Brasil, la discapacidad auditiva y la discapacidad visual no constituyen, per se, limitaciones para ingresar a la Magistratura. Incluso más, existen normas específicas de ingreso a la carrera judicial para las personas con discapacidad, dictadas por el Consejo Nacional de Justicia en el año 2009, en cumplimiento a las normas constitucionales y legales sobre la materia. Ese mismo año fue nombrado el primer juez brasileño con discapacidad visual.


En Perú, la ley Nº 29.277, de la Carrera Judicial, no establece nada al respecto, pero el Consejo Nacional de la Magistratura aceptó que personas con discapacidad visual pudieran postular al cargo de jueces, interpretando la Ley de Carrera Judicial, la Constitución del Perú y Convenios Internacionales, estableciendo, además, que cualquier evaluación de sus capacidades para cumplir las funciones debía realizarse durante el concurso para el cargo y no previo a este hecho y que era razonable hacer ajustes al procedimiento habitual de los concursos para permitir al postulante con discapacidad participar en igualdad de condiciones.


En Estados Unidos de América (EE.UU), la ley sobre estadounidenses discapacitados de 1990 establece: a) un mandato para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad, y b) estándares claros y vinculantes para combatir la discriminación, con protagonismo del Gobierno Federal y del Congreso.


Esta normativa define la discapacidad, en general, como un impedimento físico o mental que limita sustancialmente una o más de las principales actividades vitales de una persona, y prohíbe en términos generales discriminar a personas con discapacidad en los servicios públicos. En particular, la norma prohíbe que una persona discapacitada con las calificaciones requeridas sea excluida de participar o se le nieguen los beneficios sociales que le correspondan o sea sometida a discriminación por dicha agencia. Sin embargo, la norma nada dice respecto del acceso a la función pública en general, ni a la judicatura en particular. Es más, en el sub-capítulo I, referido al empleo, excluye del alcance de la voz “empleador” a los EE.UU., a las corporaciones de propiedad exclusiva del Gobierno de los EE.UU. y a las comunidades indígenas.

Introducción


Se analiza la existencia de normas positivas en instrumentos internacionales y en la legislación de Brasil, Perú y Estados Unidos de América, sobre la posibilidad de que personas ciegas, sordas o mudas (discapacitados sensoriales para este informe), puedan acceder a los cargos de juez o notario.


Se ha recurrido a dichos países por haberse encontrado en ellos normativa oficial y reciente. Cabe mencionar que en el extranjero solo se ha encontrado información relativa a los cargos de jueces, no así respecto de notarios.


Asimismo, respecto de Chile se explica la regla general en materia de salud para acceder a cargos públicos de acuerdo a los diversos estatutos de personal y se mencionan dos casos donde existen restricciones a cargos públicos para personas con discapacidad sensorial.

I.  Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU


Su artículo 1° dispone: "El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente.".


El inciso cuarto del artículo 2° dispone: "Por "discriminación por motivos de discapacidad" se entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables.".


El artículo 4° de la Convención obliga a los Estados en los siguientes términos: "Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a:


a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención;


b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad.".


El artículo 27 de la Convención dispone: "Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad. Los Estados Partes salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, entre ellas:


a) Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional y unas condiciones de trabajo seguras y saludables;


b) Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a condiciones de trabajo justas y favorables, y en particular a igualdad de oportunidades y de remuneración por trabajo de igual valor, a condiciones de trabajo seguras y saludables, incluida la protección contra el acoso, y a la reparación por agravios sufridos;


c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos laborales y sindicales, en igualdad de condiciones con las demás; (…)


g) Emplear a personas con discapacidad en el sector público.".

II. Chile

1. Regla general: Requisito de salud compatible para ingresar a cargo público


En general, en los estatutos del personal de la Administración del Estado se exige como requisito de ingreso el contar con salud compatible con el desempeño del cargo. Lo anterior queda establecido, por ejemplo, en las siguientes normas: Decreto con Fuerza de Ley N° 29 de 2005
, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo (artículo 12); Ley N° 18.883, que aprueba Estatuto Administrativo para funcionarios municipales (artículo 10); Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2011, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el Estatuto de los profesionales de la educación (artículo 24); Ley Nº 19.378, Estatuto de atención primaria de la salud municipal (artículo 13); Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1997, Estatuto Personal de las Fuerzas Armadas (artículo 26); Decreto N° 412 de 1992, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile (artículo 14).

En dictámenes de la Contraloría General de la República números 3.728 y 23.413, ambos de 2013
, la exigencia de salud compatible con el desempeño del cargo debe ser acreditada a través del certificado de salud emitido por el Servicio de Salud competente (en particular, la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez).

En dictamen N° 58.942, de 2012, la Contraloría General de la República indica que la exigencia de salud compatible debe “entenderse como la ausencia de alguna enfermedad que impida el correcto desempeño de un empleo.”.

Con anterioridad, en dictamen N° 31.594, de 2011, el ente contralor, luego de analizar el Estatuto Administrativo, el Reglamento Orgánico del Ministerio de Salud (Decreto N° 136, de 2004), y la Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, dispuso que en las provisiones de cargos públicos, las personas con discapacidad no pueden ser objeto de una discriminación que tenga fundamento en su discapacidad, sino que debe examinarse, caso a caso, las circunstancias de cada una de ellas en relación con su salud y el cargo específico que pretenden desempeñar, debiendo analizarse y determinarse si sus condiciones físicas o mentales les permitirán desempeñar las labores respectivas.

2. Casos donde se exige no ser discapacitado para postular a un cargo público


Al menos existen dos casos de normas específicas, diferentes a las que establece el Código Orgánico de Tribunales para jueces y notarios (artículos 256 y 46, respectivamente), que impiden acceder a un cargo en órganos del Estado, por discapacidad. Ellos son:


1.  El Decreto Fuerza de Ley N° 2.128, de 1930, (Reglamento orgánico del Servicio de Registro Civil), señala que para ser nombrado Oficial Civil se requiere ser abogado o estar en el Registro Civil por más de 10 años, cumplir con las condiciones generales que establece el Estatuto Administrativo, y además:


1) Ciudadanía natural o legal;


2) Tener más de 18 años de edad y menos de 65;


3) Saber leer y escribir, y


4) Conocer las disposiciones legales y reglamentarias relativas a las funciones que deban desempeñar.


Asimismo, dispone el artículo 442 del Decreto con Fuerza de Ley citado, que no pueden desempeñar el cargo de Oficial del Registro Civil, entre otros, los ciegos, los sordos y los mudos.


2. El Reglamento del Personal del Ministerio Público, artículo 35, dispone que no podrán ser funcionarios de dicho organismo:


“1.- Los que se hallaren en interdicción por causa de demencia o prodigalidad;


2.- Los sordos;


3.- Los mudos;


4.- Los ciegos;


5.- Los que de conformidad a la ley procesal penal, se hallaren acusados por crimen o simple delito o estuvieren acogidos a la suspensión condicional del procedimiento;


6.- Los que hubieren sido condenados por crimen o simple delito. Esta incapacidad no comprende a los condenados por delito contra la seguridad interior del Estado; (…)”.

Adicionalmente, cabe citar las siguientes normas del Código Orgánico de Tribunales:



“Art. 256. No pueden ser jueces: (…)


2° Los sordos;


3° Los mudos;


4° Los ciegos; (...)”.


“Art. 465. No pueden ser notarios:


1° Los que se hallaren en interdicción por causa de demencia o prodigalidad;


2° Los sordos, los ciegos y los mudos;


3° Los que se hallaren procesados por crimen o simple delito, y


4° Los que estuvieren sufriendo la pena de inhabilitación para cargos y oficios públicos. (…)”.


Cabe mencionar que las dos normas indicadas podrían no ser coherentes con la Ley N° 20.422, la que dispone que, en materia de capacitación e inserción laboral
, es deber del Estado chileno difundir prácticas de inclusión y no discriminación laboral, así como crear incentivos que favorezcan la contratación de discapacitados en empleos permanentes. Particularmente, puede colisionar con la regla de la ley que establece que los órganos del Estado deben, en los procesos de selección de personal, elegir, en igualdad de mérito, a las personas con discapacidad (artículo 45).

III. Brasil


La discapacidad auditiva y la discapacidad visual no constituyen, per se, imitaciones para ingresar a la Magistratura en Brasil. Incluso más, existen normas específicas de ingreso a la carrera judicial para las personas con discapacidad, dictadas por el Consejo Nacional de Justicia en el año 2009, en cumplimiento a las normas constitucionales y legales sobre la materia. Ese mismo año fue nombrado el primer juez brasileño con discapacidad visual.

1. La Constitución Federal


Específicamente, el artículo 93 de la Constitución
 federal brasileña dispone que una ley complementaria, de iniciativa del Supremo Tribunal Federal (STF), regule el Estatuto de los Magistrados en base a los siguientes principios: I) el ingreso a la carrera, cuyo cargo inicial será el de juez suplente, por concurso público de pruebas y títulos, con la participación de la Orden de Abogados de Brasil en todas las etapas, exigiéndose el título de abogado, al menos tres años actividad y obedeciéndose el orden de clasificación de las nominaciones.


Tampoco existe norma expresa al respecto ni prohibición, sino que se señalan los requisitos de edad, idoneidad moral, etc. en el caso de ciertos jueces federales regulados por la Constitución (por ejemplo, los magistrados de los tribunales federales regionales, en el art. 94, del STF en el art. 101, etc.).

2. Ley que regula el Estatuto de los Magistrados


Por su parte, la Ley Orgánica de la Magistratura Nacional (Ley Complementaria Nº 35, de 14 de marzo de 1979)
, dispone los requisitos generales de admisión a los cargos en el Supremo Tribunal Federal, el Consejo Nacional de la Magistratura, el Tribunal Federal de Apelaciones, los Tribunales Militares, los Tribunales Electorales, los Tribunales del Trabajo, los Tribunales Estaduales y el Tribunal del Distrito Federal y de los Territorios.


Respecto de ninguno de ellos se señalan otros requisitos que la edad mínima de ingreso respectiva, la idoneidad moral/reputación intachable, el notable saber jurídico, los años de experiencia, entre otros.

3. Reglamentación del Consejo Nacional de Justicia


El Consejo Nacional de Justicia (en adelante CNJ), de acuerdo al artículo 103-B, § 4, párrafo I, de la Constitución Federal, debe garantizar la independencia del Poder Judicial y el cumplimiento del Estatuto de la Magistratura y para ello puede dictar normas reglamentarias o recomendar medidas.


Respecto a la entrada al Poder Judicial brasileño, el CNJ manifiesta que la Constitución sólo exige que ésta se produzca por concurso público de pruebas y títulos (artículo 93, sección I), produciéndose, en consecuencia, una multiplicidad de normas y procedimientos por los que se rigen los tribunales brasileños en relación a tales concursos y provocando con ello frecuentes apelaciones en los tribunales administrativos.


Así, por medio de la Resolución Nº 75, de 12 de mayo de 2009
, el CNJ reguló los concursos públicos de ingreso a la carrera judicial en todas las ramas del Poder Judicial nacional.


El artículo 5 de la Resolución señala que el concurso público se debe desarrollar en cinco etapas, siendo la tercera compuesta por un examen de salud física y mental y un examen psicométrico.


Luego, en el artículo 23 se establece que la inscripción preliminar requiere completar un formulario, en el que el postulante deberá indicar, si corresponde, que se encuentra afectado/a por una discapacidad y, en su caso, que no requiere de atención especial en las pruebas.


El Capítulo X de la Resolución, artículos 73 y siguientes, establece una reserva del 5% de los cupos para las personas con discapacidad (entre las que se encuentran las personas con discapacidad auditiva y discapacidad visual, según el Decreto N° 3.298, de 20 de diciembre de 1999).


La evaluación sobre la compatibilidad de la discapacidad con la función jurisdiccional se debe llevar a cabo en el período de prueba del concurso, por parte de una Comisión Multidisciplinaria, que determinará la existencia y relevancia de la discapacidad para estos fines. Esta Comisión constará de dos médicos, un representante de la Orden de Abogados de Brasil y dos miembros del tribunal.


En el año 2009 fue nombrado el primer juez con discapacidad visual de Brasil
.

IV. Estados Unidos de América


En Estados Unidos de América existe una ley sobre estadounidenses discapacitados de 1990
 y modificada en 2008 (ADA, por sus siglas en inglés). Esta tiene por objeto declarado establecer un mandato para la eliminación de la discriminación contra las personas con discapacidad y fijar estándares claros y vinculantes para combatir la discriminación, con protagonismo del gobierno Federal y el Congreso (título 42, cap. 126, sec. 1.2101 b).


Esta normativa define en general la discapacidad como un impedimento físico o mental que limita sustancialmente una o más de las principales actividades vitales de una persona (sec. 12.102). En el sub-capítulo II de la mencionada ley, se establece la prohibición genérica de discriminar a personas con discapacidad en los servicios públicos, incluyendo entre estos últimos al gobierno federal y local, sus agencias, la Corporación Nacional de Ferrocarril de Pasajeros y cualquier otra autoridad de transportes. En particular, la norma prohíbe que una persona discapacitada con las calificaciones requeridas, sea excluida de participar o se le nieguen los beneficios sociales que le correspondan o sea sometido a discriminación por dicha agencia (Sec. 12.132.). Sin embargo, la norma nada dice respecto del acceso a la función pública en general, ni a la judicatura en particular. Es más, en el sub-capítulo I, referido al empleo, excluye del alcance de la voz “empleador” a los EE.UU., a las corporaciones de propiedad exclusiva del gobierno de los EE.UU. y a la comunidad indígena [Indian tribe] (Sec. 12.111, 5 b).

V. Perú


La Ley Nº 29.277 de la Carrera Judicial
, establece en el artículo 4 que son requisitos generales para acceder y permanecer en la carrera judicial, los siguientes:


“1. Ser peruano de nacimiento;


2. tener el pleno ejercicio de la ciudadanía y los derechos civiles;


3. tener título de abogado expedido o revalidado conforme a ley, así como encontrarse hábil en el ejercicio profesional;


4. no haber sido condenado ni haber sido pasible de una sentencia con reserva de fallo condenatorio por la comisión de un delito doloso. La rehabilitación, luego de cumplida una sentencia condenatoria, no habilita para el acceso a la carrera judicial;


5. no encontrarse en estado de quiebra culposa o fraudulenta ni ser deudor alimentario moroso;


6. no presentar discapacidad mental, física o sensorial debidamente acreditada, que lo imposibilite para cumplir con sus funciones; (…)”.


Para los cargos específicos de jueces, la Ley N° 29.277 (artículos 6, 7 y 8) no señala nada acerca de alguna eventual discapacidad como causal inhabilitante para el cargo.


El Consejo Nacional de la Magistratura de Perú aceptó que personas con discapacidad visual podían postular al cargo de jueces. Lo anterior, luego de una sentencia judicial de la Corte Superior de Justicia del Cusco (proceso 2009-01890-0-1001-JR-CI-3)
, que, interpretando las normas de la Ley de Carrera Judicial, la Constitución del Perú y Convenios Internacionales, estableció, además, que cualquier evaluación de sus capacidades para cumplir las funciones debía realizarse durante el concurso para el cargo y no previo a este hecho y que era razonable hacer ajustes al procedimiento habitual de los concursos para permitir al postulante con discapacidad participar en igualdad de condiciones.


La sentencia judicial mencionada invocó, para fundamentar su raciocinio, en primer lugar, la Constitución del Perú, que establece la igualdad ante la ley y el principio de no discriminación (artículos 2 y 7); la “Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas” y la “Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y Protocolo Facultativo” de las Naciones Unidas”. Las funciones del juez con discapacidad visual se realizan con apoyo de tecnologías especiales.”.


El segundo trabajo entregado por la Biblioteca del Congreso Nacional a la Comisión es el que se transcribe a continuación:

“Acceso de discapacitados sensoriales a cargos de jueces y otros.

Aspectos operativos y legislación extranjera


En Brasil, en el año 2009 fue nombrado el primer y, hasta hoy, único juez ciego de Brasil, Ricardo Tadeu Marques de Fonseca. Además, anteriormente fue el único fiscal ciego del Ministerio Público del Trabajo desde 1991 hasta el 2009. En cuanto a los medios con que cuenta para desarrollar su labor, el juez Fonseca indicó que los abogados ciegos en Brasil utilizan el sistema informático “Jaws”. En su caso particular, no usa sistemas electrónicos, sino que cuenta con una asistente que le lee a viva voz los expedientes para su estudio.


En España, la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial habría aprobado un informe de un vocal de dicho Consejo, favorable a que los invidentes puedan ingresar a la carrera judicial, pudiendo llegar a ser jueces. En él se propondría reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Reglamento de Carrera Judicial, para permitir que un juez invidente o con cualquier tipo de discapacidad pueda elegir "aquella plaza que mejor se ajuste a su discapacidad, con las prevenciones y limitaciones proporcionadas procedentes", y las normas necesarias para que un juez con discapacidad pueda ser sustituido cuando tenga que tratar un caso y no pueda hacerlo "en plenitud de condiciones a causa de su discapacidad". Además, se habría acordado por unanimidad permitir el acceso a la carrera judicial a un invidente, en el caso de que supere el proceso selectivo correspondiente, caso en el cual deberá desempeñar su función en puestos compatibles o adaptados a sus capacidades.


En Francia, los jueces se encuentran sometidos, en general, a la misma regulación de acceso a los cargos que los otros funcionarios del Estado. En particular, el artículo 5 de la Ley N° 634, de 1983, sobre derechos y obligaciones de los funcionarios, dispone que para ser tal (incluso juez), se debe cumplir, entre otras cosas, con la condición física necesaria para el ejercicio de la función, considerando las posibilidades de compensaciones para los discapacitados, las que se refieren a las acciones estatales, que disponen medidas y condiciones suficientes para permitir el mejor desempeño posible de la persona con discapacidad en su trabajo y son determinadas caso a caso, para optimizar el desempeño del funcionario (juez), desde un análisis pragmático de la discapacidad y la función que debe desempeñar. Éstas deberán seguir al funcionario en sus traslados de lugar de trabajo.


En Holanda, la Ley de los Oficiales Judiciales de 1996 nada dice respecto a restricciones que pudieran afectar a las personas con discapacidad para acceder al cargo de juez u otro en el Poder Judicial. En 1982, Romke de Vries fue nombrado como el primer juez ciego de los Países Bajos y ha trabajado, desde entonces, en la justicia juvenil, de familia y penal, entre otras áreas. De Vries utiliza un computador personalizado con Braille y soporte de voz (programa Jaws). Antes de la existencia de dicha tecnología, se hacía asistir por una secretaria especial.


En Reino Unido, desde 2007, John Lafferty es el único juez ciego, a tiempo completo y remunerado. Según información de prensa, utiliza apoyo tecnológico para su labor, (computadora portátil para lenguaje Braille, un software que traduce textos escritos a audio, entre otros) y un asistente. Durante las audiencias, recibe la colaboración de un secretario, quien, si es necesario, le destaca aspectos del juicio que el juez no percibe. Asimismo, si necesita precisar algo, solicita a los abogados de las partes que lean en voz alta sus alegaciones escritas. Como su tribunal es con jurado, el magistrado considera que ellos pueden evaluar imágenes necesarias para el resultado del juicio y que su rol es darles a conocer las reglas para anular alguna evidencia.  Si alguna imagen (o lo visual) es clave en el devenir del juicio y para cumplir su rol y él lo advierte con anterioridad, se niega a conocer el juicio, recusándose, y pide que sea otro juez quien juzgue.

Introducción


Se analiza la existencia de normas positivas en la legislación de Brasil, España, Estados Unidos, Francia, Holanda y Reino Unido, sobre aspectos prácticos o jurídicos que faciliten la forma en que personas ciegas puedan desempeñar el cargo de juez.


Se ha recurrido a dichos países por haberse encontrado sólo en ellos información reciente. Sin embargo, se previene que en dichos países no se ha encontrado información oficial, sino sólo información de prensa o se han efectuado entrevistas personales a los casos emblemáticos descritos. Tampoco ha sido posible verificar la existencia de modificaciones procesales para adaptar las disposiciones de tramitación a la realidad de los jueces ciegos, sordos, o mudos.

I. Brasil


El Colegio de Abogados de Brasil cuenta con alrededor de 1.800 abogados con discapacidad visual inscritos
. Sin embargo, en el año 2009 fue nombrado el primer y, hasta hoy, único juez ciego de Brasil, Ricardo Tadeu Marques de Fonseca. Cabe mencionar que este juez fue miembro del Ministerio Público del Trabajo desde 1991 hasta el 2009, constituyendo el primer (y único hasta hoy) caso de un fiscal ciego.


Fonseca informó personalmente
 que su nombramiento como juez, por el Presidente Luiz Inácio Lula da Silva, fue producto de un conjunto de circunstancias que así lo permitieron. Por ejemplo, para integrar la terna respectiva contó con el voto favorable del Ministerio Público -en el cual ya se había desempeñado exitosamente por más de 18 años-, y con un nutrido currículum: profesor universitario con una maestría y un doctorado.


La Ley Orgánica de la Magistratura Nacional de 1979
 establece que los jueces federales sean nombrados por el Presidente, elegidos, siempre que sea posible, en una terna organizada por la Corte Federal de Apelaciones entre los candidatos mayores de 25 años, de reconocida idoneidad moral, que aprueben un concurso público, entre otros requisitos legales (artículo 5). Por otra parte, la Ley Nº 5.010, de 1966, que organiza la Justicia Federal de primera instancia
, establece requisitos para la designación de los jueces federales sustitutos, entre los que se encuentran el título de abogado, el cumplimiento del servicio militar, la rendición de un examen, un certificado negativo de antecedentes penales, etc., pero no se establece restricción alguna en relación a la discapacidad del candidato (artículo 21).


En consecuencia, sin perjuicio de no existir restricciones legales en este sentido, aún es muy difícil para los profesionales con discapacidad visual el acceder a cargos en el Poder Judicial e, incluso, en el propio Ministerio Público.


En cuanto a los medios con que cuenta para desarrollar su labor, el juez Fonseca indica que los abogados ciegos en Brasil utilizan el sistema informático “Jaws”, que es un sistema de lectura electrónica de la pantalla del computador. En su caso particular, por haber perdido la visión en la adultez, no utiliza sistemas electrónicos, sino que cuenta con una asistente que le lee a viva voz los expedientes para su estudio.


Sin embargo, aclara, actualmente las personas ciegas se enfrentan en la Judicatura a problemas en el acceso a procesos electrónicos, debido a que el Consejo Nacional de Justicia (Conselho Nacional de Justiça)
 ha adoptado un sistema para unificar la informatización de los procedimientos judiciales para todo el país (Processo Judicial Eletrônico, PJe)
. Este nuevo sistema es incompatible con el uso de programas como “Jaws”, además de otros programas que permiten trabajar a personas con otras discapacidades (por ejemplo, sólo permite el uso de mouse).


Con el fin de lograr las modificaciones necesarias al sistema PJe, se formó la Comisión Permanente de Accesibilidad del Sistema Proceso Judicial Electrónico del Trabajo (PJe-JT), de la cual el juez Fonseca forma parte. Esta Comisión trabaja sobre un informe de adecuación del sistema para las personas con cualquier tipo de discapacidad para el Consejo Superior de Justicia
.
II. España


Según información de prensa, al 12 de Mayo de 2014, la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) estudiaría un Informe del vocal de dicho Consejo, Juan Manuel Fernández Martínez, también presidente del Foro Justicia y Discapacidad, favorable a que los invidentes sean jueces
.


Dicho informe incluiría varias propuestas para cambiar la legislación, permitiendo y facilitando el acceso de personas ciegas a la judicatura “aprovechando además el momento actual de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ)”. Se pediría reformar el artículo 303 de esta ley, al que se acusa de impreciso por impedir “sin mayor consideración” que las personas con cualquier tipo de discapacidad puedan acceder a la carrera judicial; el artículo 12 del Reglamento de Carrera Judicial, para permitir que un juez invidente o con cualquier tipo de discapacidad pueda elegir "aquella plaza que mejor se ajuste a su discapacidad, con las prevenciones y limitaciones proporcionadas procedentes", y se propondría reformar las normas necesarias para que un juez con discapacidad pueda ser sustituido cuando tenga que tratar un caso y no pueda hacerlo "en plenitud de condiciones a causa de su discapacidad".


Sin embargo, según otra información judicial, de 13 de mayo de 2014, dicha decisión sería de “permitir al joven estudiante de Derecho invidente Gabriel Pérez Castellanos (…) acceder a la carrera judicial (…).”
.


Por lo tanto, ambas informaciones diferirían pues, según la primera, se estudiaría un informe favorable a que los invidentes sean jueces, mientras que la segunda sólo señala que los invidentes podrían acceder a la carrera judicial. O el segundo podría ser más genérico que el primero, incluyendo la eventualidad de llegar al cargo de juez. Además, la primera fuente señala que la CGPJ estudiaría el informe señalado, mientras que la segunda fuente, del día siguiente, lo señala como algo ya hecho.

Esta última fuente señala que la CGPJ habría acordado por unanimidad permitir el acceso a la carrera judicial a un invidente, en el caso de que supere el proceso selectivo correspondiente, y que, en ese caso, deberá desempeñar su función en puestos compatibles o adaptados a sus capacidades.


La misma información señala que el vocal Juan Manuel Fernández “(…) defiende en su propuesta que no puede afirmarse que la vista sea un sentido imprescindible para los jueces porque las leyes procesales conceden importancia a elementos aprehensibles a través del oído, como pueden ser la evasión de respuestas o el titubeo durante la vista en la que se escucha a demandantes, acusados o testigos. Además, estas situaciones no se dan en todas las jurisdicciones.”.

Ambas fuentes señalan que el informe argumenta que la tutela judicial efectiva no se quebranta por el hecho de que el juez sea invidente salvo en supuestos excepcionales, de modo que bastaría con evitarlos y buscar destinos adecuados para invidentes como la jurisdicción contencioso-administrativa, la social o incluso órganos colegiados.


También argumentaría que al igual que el Estatuto de la Fiscalía prevé que un fiscal pueda ser sustituido si se da un supuesto excepcional, esta posibilidad podría aplicarse también a la carrera judicial, proponiendo que el CGPJ plantee una reforma de la normativa existente, concretamente, el artículo 303 de la LOPJ
, según el cual el impedimento físico incapacita para el ejercicio de la función judicial. Este artículo no ha sido modificado hasta la fecha.


La primera fuente es más específica en este punto, al afirmar que el Informe propondría reformar el artículo 303 de esta LOPJ, al que acusa de impreciso por impedir “sin mayor consideración” que las personas con cualquier tipo de discapacidad puedan acceder a la carrera judicial; el artículo 12 del Reglamento de Carrera Judicial, para permitir que un juez invidente o con cualquier tipo de discapacidad pueda elegir “aquella plaza que mejor se ajuste a su discapacidad, con las prevenciones y limitaciones proporcionadas procedentes”, y reformar las normas necesarias para que un juez con discapacidad pueda ser sustituido cuando tenga que tratar un caso y no pueda hacerlo "en plenitud de condiciones a causa de su discapacidad".


La segunda fuente también propone delimitar de forma taxativa qué tipo de incapacidades en los jueces son invalidantes y reformar el Reglamento de la Carrera Judicial para permitir al discapacitado elegir la plaza que mejor se ajuste a su situación y posibilitar sustituciones en casos concretos, para el caso de que supere el proceso selectivo correspondiente, aunque deberá desempeñar su función en puestos compatibles o adaptados a sus capacidades.

Señala que, de este modo, además, se cumpliría con el artículo 49 de la Constitución, que obliga a los Poderes Públicos a realizar políticas de integración y ampararles en su derecho a acceder en condiciones de igualdad a los cargos públicos. Además, la LOPJ dispondría que se debe reservar un cupo no inferior al 5% de las plazas para personas cuya discapacidad no supere el 33%
.


Finalmente, el CGPJ tiene un Manual de Buenas Prácticas, de 2011, sobre el “Acceso y tutela de los derechos de las personas con discapacidad en sus relaciones con la administración de justicia, a la luz de la Convención de la Naciones Unidas y de las Reglas de Brasilia”. Éste no se refiere a los jueces, sino a los administrados por la justicia en calidad de testigos, declarantes, etc.
.

III. Francia


En Francia, los jueces se encuentran sometidos, en general, a la misma regulación de acceso a los cargos que los otros funcionarios del Estado. Así, en particular, el artículo 5° de la Ley N° 634, de 1983, sobre derechos y obligaciones de los funcionarios
, dispone que para ser tal (incluso juez) se debe cumplir con, por ejemplo, los siguientes requisitos: ser francés; no tener antecedentes penales que sean incompatibles con las funciones, y cumplir con la condición física necesaria para el ejercicio de la función, considerando las posibilidades de compensaciones para los discapacitados.


Las compensaciones de discapacidad se refieren a las acciones estatales
 en las que se dispone de medidas y condiciones suficientes para permitir el mejor desempeño posible de la persona con discapacidad en su trabajo. Estas acciones técnicas deben ser determinadas caso a caso, para optimizar el desempeño del funcionario (juez), a partir de un análisis pragmático de la discapacidad y la función que se debe desempeñar. Por ejemplo, ellas podrían estar referidas a equipos de hardware (computadores o muebles), respuesta de ergonomía en el espacio de trabajo, o del apoyo de una persona o de un mecanismo para acceder a las instalaciones (rampas, escaleras mecánicas). Estas deberán seguir al funcionario en sus traslados de lugar de trabajo.


Las compensaciones deben ser definidas en conjunto por el Jefe de Servicio, el funcionario, el experto prevencionista de la unidad interna, un médico vinculado a la unidad de discapacidad del servicio y el jefe de recursos humanos
.


En paralelo, el Jefe de Servicio deberá realizar una labor informativa con los otros funcionarios de su dependencia, a fin de informar sobre el ingreso de la persona con discapacidad, explicar sus funciones y las facilidades que se le otorgan, escuchar preocupaciones, etc.
.


Por último, los concursos de ingreso a la Escuela Nacional de la Magistratura (obligatoria para los jueces) establecen que los candidatos discapacitados deben informar su condición de tal acreditándola con los certificados oficiales respectivos y sugerir las acciones tendientes a compensar la discapacidad durante el proceso del concurso
.

IV. Holanda


Romke de Vries, de 65 años, en 1982 fue nombrado el primer juez ciego de los Países Bajos y ha trabajado, desde entonces, en la justicia juvenil, de familia y penal, entre otras áreas. Formó parte del tribunal de distrito de Amsterdam, conformado por 12 jueces. Sin perjuicio de encontrarse actualmente retirado, hoy aún trabaja en forma parcial en el mismo tribunal.


El Juez de Vries señala
 que, en su trabajo, no ha experimentado la falta de visión como un obstáculo. Aunque no puede ver a los acusados y a los testigos, tampoco se queda con una “primera impresión”, que al final puede ser negativa y equivocada.


De Vries hace uso de un computador personalizado con Braille y soporte de voz (programa Jaws). Antes de la existencia de dicha tecnología, se hacía asistir por una secretaria especial. Esto se ha visto facilitado, por cuanto todo el sistema judicial se encuentra informatizado.


Como consecuencia de su discapacidad, su proceder necesita ser más sistemático y analítico que el de otros jueces. El trabajo de un juez, señala, es entender mucho más la realidad de los documentos presentados y dar una apreciación de la evidencia aportada.


Ante la consulta de por qué no han sido designados nuevos jueces con discapacidad visual, de Vries estima que ello se debe a la enorme dificultad para acceder a la judicatura, aún para abogados sin discapacidad alguna, pues se requieren muchos años de estudio adicionales a los regulares de derecho. Por tanto, habría desincentivos para los jóvenes abogados ciegos que quieran seguir la carrera judicial.


Finalmente, debe señalarse que la Ley de los Oficiales Judiciales (Wet rechtspositie rechterlijke ambtenaren)
, de 1996, nada dice respecto a restricciones que pudieran afectar a personas con discapacidad para acceder al cargo de juez u otro en el Poder Judicial.

V. Reino Unido


John Lafferty es el único juez ciego, a tiempo completo y remunerado, en Reino Unido. Imparte justicia desde 2007 en la Crown Court de Snaresbrook en Londres, que es un tribunal criminal que funciona con jurado.


El juez, conforme información de prensa
, utiliza apoyo tecnológico para el desarrollo de su labor, en particular una computadora portátil para lenguaje Braille, un software que traduce los textos escritos a audio y libros de derecho grabados en compact disc.


El juez cumple su labor con la ayuda de un asistente, quien le lee por tres horas, todos los días, los documentos que ha recibido. Durante las audiencias recibe la colaboración de un secretario, quien, si es necesario, le destaca aspectos del juicio que el juez no percibe. Asimismo, si necesita precisar algo, solicita a los abogados de las partes que lean en voz alta sus alegaciones escritas. Como su tribunal es con jurado, el magistrado considera que ellos pueden evaluar imágenes necesarias para el resultado del juicio y que su rol es darles a conocer las reglas para anular alguna evidencia.


Por último, si alguna imagen (o lo visual) es clave en el devenir del juicio y para cumplir su rol y él lo advierte con anterioridad, se niega a conocer el juicio, recusándose, y pide que sea otro juez quien juzgue.


No se informa sobre reformas a los procedimientos judiciales del Reino Unido, tendientes a adaptarlos a la labor de un juez con discapacidad sensorial.”.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción


La Moción con que se dio inicio a la tramitación del proyecto de ley en estudio, da a conocer, en primer término, los fundamentos del mismo.




Hace presente que nuestra Carta Fundamental prohíbe todo tipo de actos que importen algún tipo de discriminación arbitraria, ello según se consigna en el inciso segundo del N° 2 de su artículo 19. Explica que, en lo referente a la igualdad ante la ley y a la dignidad humana, los preceptos que impidan a personas con capacidades especiales optar a cargos y empleos públicos deben ser eliminados del ordenamiento jurídico chileno. Agrega que el Estado de Chile ha suscrito y ratificado convenios o tratados internacionales que le impiden la realización de actos de discriminación arbitraria en el ámbito de la discapacidad, que representan derechos para las personas, que han ingresado al ordenamiento jurídico nacional a través de lo establecido en el inciso segundo del artículo 5° de la Constitución Política de la República.





De este modo, la "Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, de Naciones Unidas, suscrita y ratificada por Chile, en su artículo 1° establece que: "El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad y promover el respeto de su dignidad inherente.".





Añade que el inciso cuarto del artículo 2° de la referida Convención previene que: "Por "discriminación por motivos de discapacidad" se entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables.".





Expone que, asimismo, el artículo 4° del citado instrumento impone obligaciones a los Estados, los que, en virtud del principio Pacta Sunt Servanda, no pueden ser inobservados por éstos. Es el caso del siguiente:





"Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a:





a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención;





b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad.".





Prosigue señalando que, en el mismo orden de ideas, el artículo 27 de la referida Convención prescribe que: "Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el derecho a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad. Los Estados Partes salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la promulgación de legislación, entre ellas:





a) Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional y unas condiciones de trabajo seguras y saludables;





b) Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a condiciones de trabajo justas y favorables, y en particular a igualdad de oportunidades y de remuneración por trabajo de igual valor, a condiciones de trabajo seguras y saludables, incluida la protección contra el acoso, y a la reparación por agravios sufridos;





c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos laborales y sindicales, en igualdad de condiciones con las demás;





g) Emplear a personas con discapacidad en el sector público.".





Los autores de la Moción ponen de manifiesto que en nuestro país se ha ido avanzando en el tema de la no discriminación arbitraria, aprobándose para tal efecto la ley N° 20.609, publicada el 24 de julio de 2012, la que en su artículo 2° define la discriminación arbitraria en los siguientes términos: "Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.".





Indican que el proyecto de ley que se somete a consideración del Senado se inscribe dentro del propósito central de eliminar de nuestro ordenamiento jurídico aquellos preceptos legales que pugnen con normas y principios que consagren la igualdad ante la ley y la no discriminación arbitraria, permitiendo la plena inclusión de todos los habitantes de la República al pleno ejercicio de sus derechos fundamentales, especialmente en lo que dice relación con el ingreso a los cargos y empleos públicos, obligando al Estado a adoptar sistemas que permitan plenamente dicha inclusión, así como el desarrollo laboral y personal de todos sin distinción.





Concretamente, el texto presentado a tramitación legislativa es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:





1) Agrégase el siguiente artículo 252 bis, nuevo:





"Artículo 252 bis. El Poder Judicial deberá adoptar e implementar todas las medidas conducentes para que personas con capacidades especiales puedan desempeñarse como jueces o juezas, de modo tal de permitir el adecuado ejercicio de sus funciones.





Asimismo, deberá capacitar a los funcionarios de la dependencia de dichos jueces o juezas, en atención a la correcta interacción, adaptación y conocimiento que debe existir entre ellos.”.





2) Deróganse los numerales 2°, 3° y 4° del artículo 256.





3) Derógase el numeral 2° del artículo 465.”.

- - -

DEBATE DE LA COMISIÓN


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, dio inicio al estudio del proyecto, anunciando que, por tratarse de una iniciativa de artículo único, cabía debatirla en general y en particular, a la vez. Igualmente, expresó que, dada la naturaleza del asunto en análisis, resultaba de particular interés iniciar la discusión en general escuchando al Ejecutivo, a la Excelentísima Corte Suprema y a representantes de algunas importantes instituciones vinculadas a la materia, como son el Colegio de Abogados de Chile A.G., la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial de Chile, la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile y el Servicio Nacional de la Discapacidad.


Hubo acuerdo de parte de los restantes miembros de la Comisión en torno a este criterio.

DISCUSIÓN EN GENERAL


En conformidad a lo acordado, el señor Presidente ofreció la palabra al Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez.


El Ministro señor Gómez connotó el interés que ofrece la iniciativa en estudio y congratuló a sus autores, destacando que se trata de un significativo avance en cuanto a eliminar aquellas diferencias que siguen afectando de manera injustificada en nuestro medio a personas que tienen capacidades diferentes.


Hizo presente que si se revisa lo que ocurre en el ámbito internacional, se constata que otras naciones ya han adoptado medidas para resolver situaciones como la que se estudia. Citó, al efecto, el caso argentino y el sistema de cuotas que allí opera. Igualmente, mencionó los criterios de adaptación a las capacidades especiales de las personas que se aplican en España.


Refiriéndose a las disposiciones que contempla el proyecto, expresó su coincidencia con las derogaciones que se efectúan a los artículos 256 y 465 del Código Orgánico de Tribunales. Hizo presente, sin embargo, que es menester ponderar los efectos que tendrá la aplicación práctica del nuevo criterio que estos cambios plantean. Ante la posibilidad de que una persona no vidente ejerza el cargo de juez, instó a tener en cuenta las orientaciones que consagra el Código Procesal Penal en materia de apreciación de la prueba y el principio de inmediación. Llamó la atención sobre un caso concreto que podría producirse en el ámbito penal, cuando la única prueba de que se disponga sea una fotografía. Es una situación, precisó, que debe contar con una solución adecuada.


Declaró, en todo caso, ser partidario de la iniciativa, aun cuando instó a considerar los aspectos recién reseñados.


Enseguida, hizo uso de la palabra el Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, señor Sergio Muñoz.





El señor Muñoz inició su alocución recordando que existen tres representaciones clásicas de la diosa de la justicia, que son la griega, la romana y la egipcia, siendo en el año 1543 cuando se conoció la primera representación de esta diosa con una venda en los ojos. De allí en adelante, indicó, esa imagen quedó asociada a la imparcialidad, la independencia y la autonomía de juicio que deben tener los magistrados.


Hizo presente, a continuación, que ha habido y hay magistrados no videntes en distintas naciones, como es el caso de Gran Bretaña, Perú, Brasil, Bélgica y España. Destacó que en este último país se han dictado prevenciones que abordan el desarrollo del trabajo de estas personas, que desarrollan la idea de que ellas deben desempeñar puestos compatibles con sus capacidades especiales.


Puso de relieve las normas que tanto en el plano nacional como internacional se han adoptado en esta materia, todas las cuales implican un impulso para que, en caso del ámbito judicial, personas no videntes se incorporen a estas labores.


Manifestó que en esa línea, el Poder Judicial ha suscrito convenios con entidades gubernamentales y de capacitación e incluso ha desarrollado seminarios dedicados a este empeño. Es decir, resumió, el tema de la inclusión tiene ya una larga data al interior de ese Poder del Estado.


A mayor abundamiento, afirmó que el propósito central en esta materia consiste en apoyar el desarrollo y la realización personal de todos los individuos, de manera que cada cual esté en condiciones de hacer su aporte a la sociedad. Añadió que en el caso de una persona con capacidades especiales, corresponderá al Estado hacer lo necesario para que la respectiva función se adapte a las capacidades especiales de aquella persona.


Indicó que si bien lo anterior podría parecer difícil de materializar, con el apoyo de la tecnología y realizándose las adaptaciones materiales del caso, no existirían inconvenientes para acoger la iniciativa en estudio. No obstante, advirtió que será menester hacer un conjunto de adaptaciones a las pruebas que se llevan a cabo para postular a los respectivos cargos judiciales, de manera que las personas con discapacidades sensoriales puedan rendirlas. En este aspecto, aclaró, el legislador tendrá que fijar los criterios de gradualidad necesarios y precisar también las materias en que la iniciativa podrá aplicarse.


Manifestó, finalmente, que no observa otras dificultades en torno a la iniciativa y que, por el contrario, ella significa un avance en relación al respeto a la dignidad de las personas y al principio de igualdad que la sociedad debe observar.



A continuación, la Comisión escuchó a la Presidenta del Colegio de Abogados de Chile A.G., señora Olga Feliú.


La señora Feliú agradeció la oportunidad de participar en este debate, haciendo notar que la iniciativa en estudio ofrece gran interés, pues corresponde a una nueva mirada de la sociedad en cuanto a proporcionar igualdad de oportunidades a todas las personas.


Enseguida, basó su exposición en un documento escrito del siguiente tenor:


“1. El señor Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado ha solicitado el informe del Colegio de Abogados sobre el proyecto de ley Boletín N° 9.372-07.


Atendido que, por el tiempo requerido, resulta imposible obtener dicho informe, por el presente instrumento daré una opinión personal sobre el mismo.


2. Por Moción de las Honorables Senadoras señoras Allende, Goic y Muñoz y de los Honorables Senadores señores Espina y Harboe, se propone modificar el Código Orgánico de los Tribunales para permitir que personas con capacidades especiales puedan ser nombrados en los cargos de juez o de notario.


En el proyecto de ley propuesto se derogan los preceptos legales vigentes que impiden el ingreso a los cargos de Jueces de la República y Notarios a las personas que padecen ciertas incapacidades. En él se propone la derogación de los numerales 2o, 3o y 4 o del artículo 256 y el numeral 2o del artículo 465 del Código Orgánico de Tribunales, en adelante C.O.T.


En relación con las modificaciones propuestas en la Moción antes referida, cumplo en manifestar lo siguiente:


3. Modificación al artículo 252 del C.O.T., que establece qué personas no pueden ser Juez de Letras.


La supresión de los impedimentos para ser Juez de Letras, que contempla la ley actualmente vigente, tratándose de los sordos, los mudos y los ciegos, se ajusta a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU, particularmente su artículo 27, que establece la obligación de los Estados Partes para reconocer el derecho de las personas con discapacidad a trabajar en igualdad de condiciones con los demás.


Ahora bien, atendido que la idoneidad de las personas para ingresar al escalafón primario del Poder Judicial es considerada al postular a la Academia Judicial, se debe tener en consideración que, de acuerdo con las normas de la ley N° 19.346, que creó la Academia Judicial, el ingreso a la carrera judicial se hace luego de la aprobación de los cursos y de los exámenes psicológicos, de aptitudes y de conocimientos a que deben someterse todos los postulantes. De esta manera, entonces, el cumplimiento de las aptitudes exigidas será apreciado en esa postulación.


Además, el proyecto de ley contempla, acertadamente, la adopción de las medidas que pudieran ser necesarias para el debido ejercicio de las funciones de las personas con capacidades especiales.


En suma, es una proposición valiosa que permite dar aplicación a los tratados internacionales suscritos por el país, utilizando, asimismo, los adelantos que proporciona la ciencia y la tecnología.


4. Modificación al artículo 465 del C.O.T., que establece qué personas no pueden ser notarios.


Establece el artículo 399 del C.O.T. que "Los notarios son ministros de fe pública encargados de autorizar y guardar en su archivo los instrumentos que ante ellos se otorgaren, de dar a las partes interesadas los testimonios que pidieren, y de practicar las demás diligencias que la ley les encomiende." (El destacado es nuestro).


4.1. Antecedentes Generales.

Atendido que no existe una norma legal definitoria sobre la fe pública, resulta necesario recurrir a lo que sobre el particular han manifestado la doctrina jurídica y la jurisprudencia.


El profesor Alfredo Etcheberry, refiriéndose a este mismo tema, señala que el hombre siempre necesita creer en personas o cosas, pero que mientras la creencia de que se trate no se fundamente en la intervención de la autoridad, ella es simplemente fe privada; sólo cuando la autoridad interviene se transforma en fe pública, la que, como es dable advertir, no nace de la simple confianza en la buena fe ajena, "sino de una prescripción de la autoridad que la impone".

Si el ciudadano cree que una moneda es de oro o cree en la verdad de lo aseverado en una escritura pública, es porque la autoridad así lo manda.


En este orden de ideas, don Ignacio Vidal Domínguez, abogado y Notario, expresa que la fe supone necesariamente asumir como verdadero, real o cierto, algo que no se ha comprobado, pues la fe impone la exigencia de creer.


Agrega que la convivencia social y la estabilidad en las relaciones jurídicas, hacen necesario que el hombre asuma como ciertos determinados hechos o circunstancias cuando ellos son manifestados por otro que reúne condiciones especiales.


De este modo, el concepto de fe pública, tal como ha sido desarrollado por la doctrina, supone siempre una intervención de alguna autoridad, que garantice la veracidad de ciertos atestados o el carácter genuino de ciertos objetos, lo que impone la creencia en ellos.


La Corte de Apelaciones de San Miguel, por su parte, en fallo recaído en los autos Rol N° 632-2009, señaló al respecto que "el concepto de fe pública se vincula en la doctrina penal más reciente, con la seguridad y normalidad del tráfico jurídico, noción esta que se relaciona, a su vez, de manera muy estrecha con el carácter genuino de ciertos elementos u objetos a los cuales la ley ha dotado de determinados efectos jurídicos de obligatoriedad general, en particular, la confianza en la autenticidad de ellos.".


Sobre la base de los conceptos elaborados tanto por la doctrina como por la jurisprudencia de nuestros Tribunales Superiores, es posible señalar, a modo de conclusiones:


i) Que existe la fe pública y que ésta es un bien jurídico que requiere ser protegido;


ii) Que la fe pública tiene su origen y emana de una autoridad pública;


iii) Que la fe pública está íntimamente ligada con el concepto de seguridad y normalidad en el tráfico jurídico, que permite el desarrollo de los negocios que se basan en la veracidad de determinadas declaraciones, documentos o signos, y


iv) Que la fe pública descansa en la certeza y seguridad jurídica, que tienen su origen en la confianza que se deposita en bienes o instrumentos porque éstos están respaldados por el Estado Soberano.


4.2. A quién atribuye el legislador la fe pública.

En un Estado de Derecho, la fe pública emana o se origina siempre en una norma jurídica que la confía a una autoridad pública y es precisamente esa característica la que diferencia los conceptos de fe pública y de fe privada.


4.3. Función de los notarios

En nuestro régimen jurídico, las funciones de ministro de fe pública están entregadas fundamentalmente a los notarios, cuyas funciones están reguladas, principalmente, en el Código Orgánico de Tribunales y especialmente en el artículo 401, que las establece. En dicha enumeración apreciamos situaciones que plantean la interrogante de determinar si los abogados con capacidades especiales podrían desarrollar integralmente la función notarial y registral.


Establece el artículo 401 del C.O.T, que corresponde a los notarios:


"1. Extender los instrumentos públicos con arreglo a las instrucciones que, de palabra o por escrito, les dieren las partes otorgantes;


2. Levantar inventarios solemnes;


3. Efectuar protestos de letras de cambio y demás documentos mercantiles;


4. Notificar los traspasos de acciones y constituciones y notificaciones de prenda que se les solicitaren;


5. Asistir a las juntas generales de accionistas de sociedades anónimas, para los efectos que la ley o reglamento de ellas lo exigieren;”.


Y, luego, en el numeral 6 dispone que les compete: "En general, dar fe de los hechos para que fueren requeridos y que no estuvieren encomendados a otros funcionarios.".


Según lo expuesto, el atestado notarial es absolutamente amplio y puede recaer en materias muy disímiles. Estos ministros de fe requieren, entonces, de la plenitud de ciertas capacidades para el adecuado ejercicio de la función, pues sus actuaciones les exigen la calificación, con sus sentidos, de aquello para lo cual son requeridos. Deben verificar, por si mismos, la identidad y la firma de las personas; determinar mediante sus sentidos que una persona está expresando su voluntad de manera libre y soberana y que tiene la capacidad para entender el acto o contrato que celebra; revisar que todos los documentos que autorizan se ajusten a la legalidad vigente; levantar actas de constatación de numerosos hechos; escuchar las declaraciones de las partes y asesorarlas; asistir a juntas o asambleas y verificar poderes; certificar asistencia y acuerdos adoptados; determinar los quórum, más otras muchas actividades en las que es requerida la constatación del notario, para lo cual se requiere indefectiblemente la plenitud de todas sus capacidades cognitivas.


Así, por ejemplo, es una actividad de frecuente ocurrencia la de levantar actas sobre diversas materias, tales como: estado de avance de una construcción cuando existen problemas de atraso o de incumplimiento por alguna de las partes; estado de un inmueble al momento de su entrega; verificación de fotografías; certificación de determinadas situaciones que requieren de la visualización, como inventarios, estado de bienes muebles e inmuebles y muchas otras situaciones.


La constatación de numerosos hechos que es requerida tiene especial importancia, pues permite preconstituir pruebas en un eventual litigio.


Estas actividades requieren que el notario pueda constatar lo que autoriza o verifica por sus propios medios y sentidos, ya que de existir otra persona que lo haga en su lugar, se desvirtuaría la esencia de la función y, por ello, la visualización, la audición y la expresión oral son vitales para el correcto y completo ejercicio de esta tarea profesional.

Conclusiones

En conclusión, según lo expuesto, considero que es muy valiosa y positiva la modificación al artículo 252 del C.O.T. y, por el contrario, que no resultaría conveniente aprobar la modificación al artículo 465 del C.O.T. propuesta en la Moción, pues ella exige aptitudes especiales para su debido ejercicio.”.


A continuación, la Comisión escuchó al Ministro de la Ilma. Corte de Apelaciones de Santiago, señor Leopoldo Llanos, Director de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial de Chile.


El Ministro señor Llanos informó que la Asociación que encabeza ha analizado el tema en estudio con su Comisión de Derechos Humanos y Género y adelantó que compartía las consideraciones formuladas por la señora Presidenta del Colegio de Abogados de Chile en relación con el caso de los jueces.


La iniciativa en estudio, declaró, es positiva y permite que nuestro país dé cumplimiento a una serie de obligaciones que emanan del bloque de los derechos fundamentales consagrados por la Constitución Política y avanza en la senda de dar término a las discriminaciones arbitrarias que aún persisten en nuestro medio. Advirtió que, sin embargo, su aplicación hará necesario disponer de más medios materiales, técnicos y humanos.


Señaló que en el caso de los jueces, el hecho de acceder a dicha función se vincula inevitablemente a la necesidad de salvar requisitos relativos a la inmediación, especialmente en los procesos penales de carácter oral, pues ello es necesario para cautelar adecuadamente las garantías del proceso.


Expresó que las dificultades que pueden presentarse a raíz de lo anterior pueden salvarse si se dispone de mayores y más perfeccionados recursos tecnológicos, de manera que si la persona que desempeña la función de juez tiene alguna limitación sensorial pueda llegar a tener plena conciencia y percepción de la prueba que se presenta. Añadió que si ello no fuere posible, bien podría operar un sistema de subrogación de aquel juez para el caso concreto y únicamente en relación con los medios de prueba que en aquel particular caso se harán valer.


Hizo presente que toda persona puede postular al cargo de juez en cualquier tipo de jurisdicción, al que accederá una vez que satisfaga los requisitos que se exigen para ello y rinda satisfactoriamente los exámenes pertinentes. Reiteró que tratándose de situaciones en que el juez no pueda apreciar la prueba –por ejemplo, tratándose de videos o fotografías o de una inspección personal del tribunal-, podrá acudirse a la subrogación para el caso específico y apreciarse la prueba de una forma tal que no se vulneren los derechos de las partes.


Seguidamente, anunció que estas explicaciones serían complementadas por la Coordinadora de la Comisión de Derechos Humanos y Género de esa Asociación, señora Patricia Fuenzalida.


La señora Fuenzalida celebró que la opinión sobre el proyecto en estudio sea mayoritariamente favorable, tal como lo fuera al interior de la señalada Comisión.


Hizo notar que el artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, que contempla las inhabilidades para desempeñar el cargo de juez, tiene ya una considerable antigüedad y es anterior a las convenciones internacionales que obligan al Estado de Chile a avanzar en materia de inclusión de personas con capacidades especiales y a garantizar la igualdad de oportunidades. Destacó, del mismo modo, que en el caso de los abogados, quienes sufren las limitaciones sensoriales mencionadas por el proyecto han demostrado tener una capacidad e idoneidad personal muy considerables y superiores a las de muchas otras personas.


Abordando el cargo de juez en su condición de empleo público, expresó que, según lo dispone el numeral 16° del artículo 19 de la Constitución Política, la única discriminación que es posible aplicar es la que allí se contempla, esto es, justamente la capacidad o la idoneidad personal del individuo. Agregó que, por otra parte, si bien el inciso cuarto del artículo 2° del Código del Trabajo no incluye la discapacidad como criterio sospechoso al caracterizar los actos de discriminación arbitraria, ella sí se menciona en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, al definirse la discriminación arbitraria.


Manifestó que, en todo caso, la iniciativa en estudio debe contemplar los recursos necesarios para su implementación práctica. Como ejemplo sobre el particular, hizo presente que en la actualidad las sentencias se dictan, lo que permite no escribirlas. Hizo notar que en nuestro medio los soportes técnicos ya existen. En el caso del proceso penal oral, en que podrían producirse las dificultades que ya han sido indicadas, el abogado de una de las partes bien podría describir al juez el contenido de un video y ser complementado por el abogado de la contraparte.


Es decir, resumió, la situación del cargo de juez en su condición de empleo público no presenta impedimentos para los efectos propuestos por el proyecto que se estudia.


A continuación, analizando la situación de dicho cargo en su calidad de función pública, expresó que lo deseable es que se imponga el mínimo de cargas a las partes y que el Poder Judicial las provea de las facilidades respectivas. Informó que, en este contexto, si bien hubo algunas dudas en relación a la iniciativa, se tuvo en consideración que la percepción que se espera de parte del juez no debe limitarse a uno de los sentidos de la persona que ejerce dicha función, sino que comprende un conjunto de condiciones, pues la esencia de su labor consiste en conocer, ponderar, razonar y, luego, aplicar el derecho.


Sostuvo que en este aspecto cabría agregar al proyecto un acápite dedicado a la Academia Judicial, de manera de complementar los mecanismos que se prevén para hacer efectivas las postulaciones a los cargos de juez por parte de personas con capacidades especiales.


Hizo presente, finalmente, que en el ámbito penal se ha visto a abogados con discapacidades defendiendo a personas que tienen condiciones semejantes, lo que ha sido favorable por cuanto ha permitido una comprensión mutua mucho mayor.


Instó a tener en consideración esta visión al enfocar el ejercicio de la labor judicial.


Posteriormente, hizo uso de la palabra el Presidente de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile, señor Armando Arancibia.


El señor Arancibia agradeció la oportunidad de participar en el estudio de una iniciativa que, según declaró, reviste tanto interés para la Asociación que encabeza. Expresó que, en líneas generales, coincide con las apreciaciones formuladas por los restantes invitados, en el sentido de que debe avanzarse en la eliminación de las restricciones que hoy pesan sobre personas con determinadas limitaciones sensoriales para que ejerzan ciertas labores. Señaló, a mayor abundamiento, que apoyaría cualquier propuesta orientada a alcanzar esta finalidad.


Sostuvo, enseguida, que el proyecto en análisis contempla un mandato que constituye, a la vez, un desafío para la persona que, adoleciendo de estas limitaciones, llegue a ocupar un cargo de notario o de juez. Sobre el particular, puso de relieve el interés que ofrecen las experiencias de otras naciones a que se ha hecho referencia.


En lo concerniente a la legislación comparada, indicó que el estudio de la situación de personas con discapacidades sensoriales que aspiran a desempeñarse como notarios no se ha desarrollado tanto como lo relativo a los cargos de juez. Agregó que las soluciones que se han adoptado en la práctica son diferentes, pues el cargo de notario tiene un carácter diferente de una nación a otra. En todo caso, hizo notar que invariablemente estas funciones exigen una labor de constatación, que es muy personal. Sobre el particular, citó el caso francés, en que la aplicación de una regla parecida a la que el proyecto propone fue diferida hasta que se contó con los medios que se necesitaban para implementarla. Por otra parte, indicó que en España no ha habido un pronunciamiento acerca de la situación de los notarios que sufren de discapacidades sensoriales, como sí lo ha habido en cuanto a los jueces.


Manifestó, enseguida, que en este análisis un factor central consiste en confiar en las capacidades de estas personas, lo cual debe ir acompañado por los avances tecnológicos que les faciliten el adecuado cumplimiento de sus tareas y por un examen acucioso de las condiciones en que desarrollarán sus labores.


Apoyó una vez más la iniciativa y expresó sus disposición de colaborar con su tramitación en todo cuanto fuere necesario.


Enseguida, la Comisión escuchó al Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad, señor Mauro Tamayo.


El señor Tamayo basó su alocución en un documento escrito del siguiente tenor:

“Informe N° 6 de 2014

Sobre proyecto de ley que “modifica el Código Orgánico de Tribunales para permitir que personas con capacidades especiales puedan ser nombradas en cargos de juez o notario”

Boletín N° 9.372-07, de 3 de junio de 2014

I. Datos preliminares


El presente proyecto de ley que “modifica el Código Orgánico de Tribunales, para permitir que personas con capacidades especiales, puedan ser nombradas en cargos de juez o notario”, fue iniciado por Moción de los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Espina y Harboe, e ingresado a primer trámite constitucional al Senado el 3 de junio de 2014.


En la actualidad, se encuentra en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado, en estado de primer trámite constitucional.

II. Antecedentes y fundamentos

El proyecto de ley se funda en normas nacionales e internacionales sobre igualdad y no discriminación, particularmente en la Constitución Política (artículo 19 N° 2, inciso 2°); en la Convención de Naciones Unidas sobre Derechos de las Personas con Discapacidad de 2006, en adelante la CDPD, y su Protocolo Facultativo, ratificados por Chile en el año 2008 (artículos 1, 2, 4 y 27); y en la ley N° 20.609, de 2012, sobre Antidiscriminación (artículo 2°).


Así, la Moción parlamentaria parte de la base de que los preceptos legales que impiden a las personas en situación de discapacidad acceder a cargos y empleos públicos deben ser eliminados del ordenamiento jurídico.

III. Objetivos


El propósito del presente proyecto de ley es eliminar del ordenamiento jurídico chileno los preceptos legales que impiden una total inclusión social de todas las personas en situación de discapacidad y el ejercicio pleno de sus derechos fundamentales. Lo anterior, especialmente en lo que dice relación con el ingreso a cargos y empleos públicos, obligando al Estado a adoptar sistemas que permitan una accesibilidad universal al empleo, así como un desarrollo laboral y personal de las personas en situación de discapacidad.

IV. Observaciones generales desde la perspectiva de los derechos humanos de las personas en situación de discapacidad

1. Del principio de igualdad y no discriminación


La igualdad se encuentra consagrada en los diversos instrumentos internacionales de derechos humanos, como la Declaración Universal de Derechos Humanos, en adelante la DUDH (artículo 2.1), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en adelante el PIDCP (artículos 2 y 26)
, en la Convención Americana de Derechos Humanos, en adelante CADH (artículos 1 y 24)
, entre otros. Así como también, de manera transversal, en la CDPD y en la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, de 1999, ratificada por Chile en el año 2002.


En nuestro ordenamiento jurídico, la Constitución Política de 1980 contempla dicho principio en diversas disposiciones, como los artículos 1° y 19 N° 2. Mientras que en materia específica de discapacidad, destaca la ley N° 20.422, de 2010, sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de Personas con Discapacidad, y la ley N° 20.609, de 2012, sobre Antidiscriminación.


El principio de igualdad y la no discriminación son dos caras de una misma moneda
. Así, la obligación de no discriminación constituye una norma perentoria o ius cogens, que no admite “…tratos discriminatorios en perjuicio de ninguna persona, por motivos de género, raza, color, idioma, religión (…) o cualquier otra condición”
. De este modo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en adelante la Corte IDH, entiende que el principio de igualdad implica la obligación del Estado de “[n]o introducir en su ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias, eliminar las regulaciones de carácter discriminatorio, combatir las prácticas de este carácter y establecer normas y otras medidas que reconozcan y aseguren la efectiva igualdad ante la ley de todas las personas.”
.


Ahora bien, el goce en condiciones de igualdad de los derechos y libertades fundamentales no significa identidad de trato en toda circunstancia
, por lo que en determinadas ocasiones puede ser necesario o incluso imperativo realizar distinciones para respetar el principio de igualdad
. Por su parte, nuestro Tribunal Constitucional, en adelante TC, ha entendido que la igualdad ante la ley significa que las normas jurídicas deben ser iguales para todas aquellas personas que se encuentren en la misma situación y, por consiguiente, distintas para aquellas que se encuentren en situaciones diferentes. Así, citando al autor argentino Linares Quintana, el TC ha afirmado que la igualdad no es absoluta, pues exige una diferenciación razonable entre quienes se encuentran en situaciones diversas
.


Por consiguiente, el principio de igualdad conlleva a que el Estado debe tratar a todas las personas con igual respeto y consideración, de manera que aquellas que se encuentran en una misma situación sean tratadas de igual forma, mientras que los sujetos que se encuentran en una situación diferente sean, a su vez, tratados de una manera distinta
.


De acuerdo al Comité de Derechos Humanos
, una diferencia, exclusión, restricción o preferencia será discriminatoria cuando se base en motivos tales como raza, color, religión o cualquier otra condición, entre las que se encuentra, asimismo, la “discapacidad”. Estos motivos también son denominados categorías sospechosas, debido a que su empleo lleva en ellas un indicio de arbitrariedad, proveniente muchas veces de su uso constante y prolongado con el propósito de excluir a ciertos sectores de la sociedad
. Además, se exige que la discriminación tenga por objeto (discriminación directa) o por resultado (discriminación indirecta) la producción de un perjuicio, que se traduce en anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas
. Así, la discriminación indirecta pone de manifiesto que tratar de la misma manera a personas que se encuentran en situaciones desiguales puede llegar a producir efectos discriminatorios
.


El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, en adelante el Comité DESC, en su Observación general N° 5 de 1994, sobre Personas con Discapacidad, entiende que “[l]a discriminación, de jure o de facto, contra las personas con discapacidad existe desde hace mucho tiempo y reviste formas diversas, que van desde la discriminación directa, como por ejemplo la negativa a conceder oportunidades educativas, a formas más “sutiles” de discriminación, como por ejemplo la segregación y el aislamiento conseguidos mediante la imposición de impedimentos físicos y sociales. A los efectos del Pacto, la ‘discriminación fundada en la discapacidad’ puede definirse como una discriminación que incluye toda distinción, exclusión, restricción o preferencia, o negativa de alojamiento razonable sobre la base de la discapacidad, cuyo efecto es anular u obstaculizar el reconocimiento, el disfrute o el ejercicio de derechos económicos, sociales o culturales. Mediante la negligencia, la ignorancia, los prejuicios y falsas suposiciones, así como mediante la exclusión, la distinción o la separación, las personas con discapacidad se ven muy a menudo imposibilitadas de ejercer sus derechos económicos, sociales o culturales sobre una base de igualdad con las personas que no tienen discapacidad. Los efectos de la discriminación basada en la discapacidad han sido particularmente graves en las esferas de la educación, el empleo, la vivienda, el transporte, la vida cultural y el acceso a lugares y servicios públicos”.


Asimismo, este órgano internacional añade que “…parece indispensable adoptar en prácticamente todos los Estados Partes una legislación amplia y antidiscriminatoria en relación con la discapacidad. Dicha legislación no solamente debería proporcionar a las personas con discapacidad la posibilidad de recurso judicial en la medida de lo posible y apropiado, sino que brindaría asimismo programas de política social que permitirían que las personas con discapacidad pudieran llevar una vida integrada, independiente y de libre determinación.”.


Igualmente, se hace presente que los Estados deben “…adoptar medidas apropiadas para eliminar la discriminación existente y para establecer oportunidades equitativas para las personas con discapacidad, las medidas que se adopten no serán consideradas discriminatorias en el sentido del párrafo 2 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales mientras se basen en el principio de la igualdad y se utilicen únicamente en la medida necesaria para conseguir dicho objetivo” 
.


A su vez, el Comité DESC dispone que “[l]a esfera del empleo es una de las esferas en las que la discriminación por motivos de discapacidad ha sido tan preeminente como persistente. En la mayor parte de los países la tasa de desempleo entre las personas con discapacidad es de dos a tres veces superior a la tasa de desempleo de las personas sin discapacidad. Cuando se emplea a personas con discapacidad, por lo general se les ofrece puestos de escasa remuneración con poca seguridad social y legal y a menudo aislados de la corriente principal del mercado del trabajo. Los Estados deben apoyar activamente la integración de personas con discapacidad en el mercado laboral ordinario.” 
.


En este mismo sentido, la CDPD dispone que “…‘discriminación por motivos de discapacidad’ se entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables.” (Artículo 2).


Igualmente, la ley N° 20.422 define discriminación como “[t]oda distinción, exclusión, segregación o restricción arbitraria fundada en la discapacidad, y cuyo fin o efecto sea la privación, perturbación o amenaza en el goce o ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico” (artículo 6 letra a).


Por su parte, la ley N° 20.609, que Establece Medidas contra la Discriminación (Antidiscriminación) “…entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia (…), edad, (…), la enfermedad o discapacidad.” (Artículo 2°).

2. De las normas restrictivas del Código Orgánico de Tribunales y del juicio de proporcionalidad


La ley N° 7.421, de 1943, que aprueba el Código Orgánico de Tribunales, en adelante el COT, dentro de su título X “De los magistrados y del nombramiento y escalafón de los funcionarios judiciales”, establece en su artículo 252 que para ser juez de letras se requiere a) ser chileno; b) tener el título de abogado, y c) haber cumplido satisfactoriamente el programa de formación para postulantes al Escalafón Primario del Poder Judicial.


Además, el artículo 256 dispone expresamente que no pueden ser jueces:


“1° Los que se hallaren en interdicción por causa de demencia o prodigalidad;


2° Los sordos;


3° Los mudos;


4° Los ciegos; (…)”
.


Asimismo, el COT en su título XII, relativo a las “Disposiciones generales aplicables a los auxiliares de la Administración de Justicia”, dispone expresamente en su artículo 465 que no pueden ser notarios:


“1° Los que se hallaren en interdicción por causa de demencia o prodigalidad;


2° Los sordos, los ciegos y los mudos; (…)”
.


En este contexto, el decreto ley N° 407 de 1925, del Ministerio de Justicia, sobre Nombramiento, Instalación, Subrogación, Atribuciones y Obligaciones de los Notarios, establece en su artículo 3° que para optar al cargo de notario se requiere: a) ser chileno; b) haber cumplido veinticinco años de edad; c) tener el título de abogado con a lo menos dos años de ejercicio de profesión; y d) ser de reconocida honorabilidad y buenas costumbres. Además, su artículo 4° contempla idénticas prohibiciones a las establecidas en el artículo 465 del COT.


En conformidad a los argumentos indicados en párrafos precedentes, estas prohibiciones restringen directamente derechos fundamentales de las personas en situación de discapacidad, en particular el derecho al trabajo y al empleo en igualdad de oportunidades que las demás personas (artículo 27 CDPD), y a optar a cargos públicos (artículo 25 PIDCP y 23 CADH). Por consiguiente, y sin perjuicio de que estas medidas puedan parecer una evidente discriminación hacia las personas en situación de discapacidad, especialmente sensorial, es conveniente hacer un análisis de estas prohibiciones a la luz del denominado test o juicio de proporcionalidad.

2.1 Juicio de proporcionalidad


En el Sistema Internacional de Derechos Humanos y en la jurisprudencia del TC, se ha construido un test o juicio de proporcionalidad que permite examinar si la diferencia u omisión de un determinado precepto legal es razonable y, por ende, no discriminatorio
. De esta manera, a continuación se aplican a las normas objeto de estudio los criterios de este test de proporcionalidad.

a) Restricción establecida por ley


En primer lugar, se requiere que la medida que importa la restricción del ejercicio de un derecho fundamental sea establecida por ley
. La CADH en su artículo 30 dispone que las leyes que impongan restricciones a los derechos humanos deben aprobarse por razones de interés general, lo que se considera como una protección contra la imposición arbitraria de limitaciones
.


En nuestro caso objeto de análisis no existiría problema, puesto que las prohibiciones se encuentran previstas expresamente en el COT y en el decreto ley N° 407.

b) Fin legítimo


Como segundo requisito, se exige que el fin u objetivo que se invoque para justificar la restricción sea legítimo, sea que se encuentre contemplado en los tratados internacionales de derechos humanos o en la Constitución. La CADH al hacer alusión tanto al derecho de reunión como a la libertad de asociación, dispone que el ejercicio de tales derechos sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos o libertades de los demás (artículos 15 y 16.2). En el mismo sentido, nuestro TC ha afirmado que “…la igualdad ante la ley supone analizar si la diferenciación legislativa obedece a fines objetivos y constitucionalmente válidos”
.

En el caso objeto de estudio, la causa que se podría invocar para justificar la restricción de los derechos, sería el valor constitucional referente a la correcta administración de justicia, por lo que se cumpliría con este requisito.

c) Medida de restricción adecuada y necesaria


Además de que la medida de restricción sea establecida por ley y persiga un objetivo legítimo, se requiere que sea adecuada y necesaria para alcanzar dicho fin. Se entiende que dicha medida será adecuada cuando sea apta para alcanzar la protección del bien jurídico que se invoca
. A su vez, se entiende que la medida será necesaria cuando se acredite que el bien jurídico que es causa de la medida no se pueda proteger a través de medios alternativos que, siendo menos dañosos para otros derechos, sean igualmente eficientes para garantizar el bien jurídico protegido
.


En el caso concreto, las prohibiciones previstas por el COT (artículos 256, N°s 2, 3 y 4; y 465 N° 2) y el decreto ley N° 407 (artículo 4), podrían entenderse como aptas para alcanzar la protección del valor jurídico (correcta administración de justicia). No obstante, las normas del COT al impedir directamente a las personas con discapacidad sensorial postular a los cargos de juez o notario, no contemplan ningún medio alternativo que, garantizando igualmente el bien jurídico protegido (correcta administración de justicia), restrinja con menor intensidad los derechos de las personas con discapacidad (igualdad de oportunidades y el derecho al empleo).


Según las normas sobre derechos humanos de las personas con discapacidad, estas medidas deberían de hacer alusión a la eliminación de barreras al empleo (accesibilidad universal) y a los ajustes razonables. Así, ya en el año 1994, en su Observación general N° 5, el Comité DESC dispuso que “…las personas con discapacidad (…) han de tener las mismas oportunidades de empleo productivo y remunerado en el mercado de trabajo (…). Para que sea así, es particularmente importante que se eliminen todos los obstáculos artificiales a la integración en general y al empleo en particular. Como ha indicado la Organización Internacional del Trabajo, muy a menudo son las barreras materiales que la sociedad ha erigido en esferas como el transporte, la vivienda y el puesto de trabajo las que se citan como justificación para no emplear a las personas con discapacidad (…). Los gobiernos deben desarrollar también políticas que promuevan y regulen disposiciones laborales flexibles y alternativas que permitan atender razonablemente las necesidades de los trabajadores con discapacidad”
.


Por su parte, la CDPD en su artículo 3° consagra como principio general la accesibilidad. Así, con la finalidad de que las personas con discapacidad puedan vivir de manera autónoma, participando en todos los aspectos de la vida, los Estados deben adoptar todas las medidas necesarias para garantizar, en igualdad de condiciones con las demás, el acceso de las personas con discapacidad al entorno físico, al transporte, a los sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público.


Asimismo, se dispone que los Estados tienen el deber de identificar y eliminar los obstáculos y barreras de acceso, especialmente en las obras exteriores e interiores como vías públicas, escuelas, viviendas y lugares de trabajo, entre otros, así como también a los servicios de información y comunicaciones, incluidos los servicios electrónicos (artículo 9.1).


Igualmente, se estipula que los Estados adoptarán las medidas pertinentes para dictar y fiscalizar la aplicación de normas mínimas en materia de accesibilidad referente a las instalaciones y los servicios abiertos al público o de uso público. Equipando las instalaciones abiertas al público de señalización en Braille, y en formatos de fácil lectura y comprensión. Capacitando a todos los funcionarios que puedan verse implicados en las cuestiones relativas a la accesibilidad de las personas con discapacidad. Ofreciendo formas de asistencia humana o animal e intermediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua de señas, para facilitar el acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al público. Promoviendo incluso otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las personas con discapacidad para asegurar su acceso a la información, entre otras medidas (artículo 9.2).


A su vez, la CDPD dispone que “[p]or ‘ajustes razonables’ se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales” (artículo 2°, inciso 4°).


En este sentido, la ley N° 20.422 consagra como uno de sus principios fundamentales la accesibilidad, definiéndola como “la condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible” (artículo 3°, letra b). A su vez, se prescribe que con el propósito de garantizar “…el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, el Estado establecerá medidas contra la discriminación, las que consistirán en exigencias de accesibilidad, realización de ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso” (artículo 8°). Igualmente, se establece que “[e]l Estado, a través de los organismos competentes, impulsará y aplicará medidas de acción positiva para fomentar la eliminación de barreras arquitectónicas y promover la accesibilidad universal” (artículo 23). Asimismo, se consagra que “toda persona o institución, pública o privada, que ofrezca servicios educacionales, capacitación o empleo, exigiendo la rendición de exámenes u otros requisitos análogos, deberá realizar los ajustes necesarios para adecuar los mecanismos, procedimientos y prácticas de selección en todo cuanto se requiera para resguardar la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad que participen en ellos” (artículo 24, inciso 1°).


En razón de lo anterior, y considerando que la medida restrictiva debe ser aquella que consiga el fin buscado afectando de menor forma el goce o ejercicio del derecho objeto de la restricción
, es que las normas del COT no son la alternativa menos gravosa que pudo haber escogido el legislador
.

d) La proporcionalidad en sentido estricto


El TC
 exige que además de un fin legítimo, exista una proporcionalidad entre las situaciones fácticas, la finalidad de la ley y los bienes jurídicos y derechos afectados por ella
, de manera que la norma no sea abiertamente desproporcionada o discriminatoria.


Los derechos al trabajo y al empleo en igualdad de oportunidades y el derecho a optar a cargos públicos, al igual que casi todos los derechos humanos no son absolutos y por tanto admiten restricción. No obstante, de acuerdo al caso concreto parece haber una desproporcionalidad entre el riesgo de no alcanzar una correcta administración de justicia (objetivo legítimo), y la anulación absoluta de la igualdad y el derecho de acceso al empleo de las personas con discapacidad (derechos restringidos), toda vez que las circunstancias fácticas (nuevo enfoque de la discapacidad a nivel nacional e internacional, y las actuales tecnologías de información y comunicación, por ejemplo) hacen exigible una actitud más inclusiva por parte del Estado
.

e) Restricción necesaria en una sociedad democrática


Por último, en el SIDH se exige que las restricciones deban ser necesarias en una sociedad democrática, esto es que además de los criterios mencionados anteriormente, deberán tomarse en cuenta los valores propios de una sociedad democrática, como son la tolerancia, la participación, la deliberación, el respeto por las minorías, entre otros
.


De este modo, las normas del COT al excluir directamente a las personas con discapacidad sensorial, restringen sus derechos que afectan el acceso a los cargos de juez y notario, a tal punto que no se respetan valores propios de una sociedad democrática, como es la inclusión social.


En síntesis, del análisis anteriormente efectuado y de conformidad con la Constitución y a las normas internacionales en materia de derechos humanos, es posible colegir respecto del carácter discriminatorio que revisten las normas del COT objeto de análisis.

V. Observaciones particulares


1. La derogación de las disposiciones del COT que inhabilitan a las personas en situación de discapacidad sensorial optar al cargo de juez o notario público.


En razón de las observaciones realizadas anteriormente, este Servicio valora profundamente una modificación al COT que permita eliminar las barreras legales que impiden el acceso de las personas en situación de discapacidad, al empleo y a los cargos públicos, en igualdad de condiciones que las demás. Por consiguiente, está totalmente de acuerdo en derogar los numerales 2°, 3° y 4° del artículo 256 y el numeral 2° del artículo 465 del COT.


Sin perjuicio de ello, y en razón de que el aludido decreto ley N° 407 de 1925, del Ministerio de Justicia, sobre Nombramiento, Instalación, Subrogación, Atribuciones y Obligaciones de los Notarios, en su artículo 4° replica de manera idéntica las prohibiciones establecidas en el artículo 465 del COT, se sugiere que el artículo único del proyecto derogue, igualmente, el artículo 4° del decreto N° 407.
2.- La inclusión del artículo 252 bis al COT


El proyecto de ley, además de la derogación de las normas discriminatorias, contempla la incorporación de un nuevo artículo 252 bis, cuyo tenor literal es el siguiente:


"El poder Judicial, deberá adoptar e implementar todas las medidas conducentes para que personas con capacidades especiales puedan desempeñarse como Juez o Jueza de la República, de modo tal de permitir el adecuado desempeño del juez o la jueza en sus funciones.


Asimismo, deberá capacitar a los funcionarios de la dependencia del Juez o Jueza, en atención a la correcta interacción, adaptación y conocimiento que debe existir entre ellos.".

a) Cuestiones formales: el uso correcto del lenguaje

Personas en Situación de Discapacidad


El proyecto de ley utiliza el término personas con capacidades especiales, no obstante, de acuerdo a la CDPD y a la ley N° 20.422, el concepto legal para referirse a las personas que integran esta colectividad es persona con discapacidad, expresión utilizada ampliamente por la mayoría de los ordenamientos jurídicos, por lo que se sugiere la sustitución de ésta.


Así, la CDPD establece que “[l]as personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás” (artículo 1°, inciso segundo). En este mismo sentido, la ley N° 20.422 dispone que “[p]ersona con discapacidad es aquella que teniendo una o más deficiencias físicas, mentales, sea por causa psíquica o intelectual, o sensoriales, de carácter temporal o permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás” (artículo 5).


De esta manera, la noción de persona con discapacidad responde al denominado modelo social, que deja atrás el modelo rehabilitador donde la discapacidad era atribuida a una patología individual, concebida como un destino biológico ineludible. En cambio, con el nuevo modelo social la atención se pone más allá de la diversidad funcional de las personas, esto es, en las limitaciones de la propia sociedad. Por tanto, se afirma que es la sociedad la que discapacita a las personas
.


En este sentido, el modelo social es construido sobre la base de una distinción entre deficiencia y discapacidad. Así, la deficiencia dice relación con la pérdida o limitación total o parcial de un miembro, órgano o mecanismo del cuerpo. Mientras la discapacidad es la desventaja o restricción de actividad, causada por la organización social contemporánea que no considera, o considera en forma insuficiente, a las personas que tienen diversidades funcionales, y por ello las excluye de la participación en las actividades corrientes de la sociedad
.


En síntesis, la expresión persona con discapacidad es el término jurídico más idóneo para hacer referencia a las personas que integran esta colectividad. Aunque de todas formas puede igualmente usarse la expresión persona en situación de discapacidad, concepto que de manera literal pone el foco en una situación construida por la sociedad.

b) Del acceso universal, los ajustes razonables y la capacitación de funcionarios


El proyecto de ley no se limita únicamente a eliminar las normas que impiden el acceso de las personas en situación de discapacidad sensorial al cargo de juez o de notario. Sino que, además, contempla dos tipos de acciones afirmativas encaminadas a acelerar la igualdad de facto de las personas con discapacidad, reconociéndolas como un grupo vulnerable que ha sido afectado por una situación de discriminación prolongada en el tiempo. De esta manera, el proyecto pretende transitar desde una igualdad formal (eliminación de barreras) hacia una igualdad sustantiva (acciones afirmativas).


Así, el proyecto hace alusión a los ajustes razonables al señalar que “[e]l poder Judicial, deberá adoptar e implementar todas las medidas conducentes para que personas con capacidades especiales puedan desempeñarse como Juez o Jueza de la República, de modo tal de permitir el adecuado desempeño del juez o la jueza en sus funciones”. Los ajustes razonables son un mecanismo destinado a garantizar el derecho de la igualdad de las personas con discapacidad, que se introduce cuando el instrumento genérico de la accesibilidad universal no logra superar la situación propia que experimenta la persona con discapacidad
. En otras palabras, el ajuste razonable tiene por objetivo dotar de contenido y preservar el derecho concreto de la persona en situaciones particulares cuando el sistema de accesibilidad universal y de diseño para todos resulta inoperante y existe una situación concreta injusta.


No obstante, antes de realizar los ajustes razonables se requiere la adopción de todas las medidas necesarias que permitan eliminar los obstáculos y barreras de acceso, y así garantizar el acceso universal de las personas con discapacidad al ingresar al Poder Judicial, en igualdad de condiciones con las demás personas. De esta forma, se debe poner especial énfasis en la adopción de sistemas de tecnologías de la información y las comunicaciones, así como también en las instalaciones físicas de los tribunales de justicia. Ofreciendo incluso formas de asistencia humana o animal e intermediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua de señas, para facilitar el acceso a las instalaciones de los tribunales.


Por último, se establece que el Poder Judicial “…deberá capacitar a los funcionarios de la dependencia del Juez o Jueza, en atención a la correcta interacción, adaptación y conocimiento que debe existir entre ellos”. 


De acuerdo a lo expresado anteriormente, la capacitación de los funcionarios debe ser una medida de acceso universal, que permita la preparación de todos los funcionarios del Poder judicial, de tal manera que el juez o jueza en situación de discapacidad pueda relacionarse con cualquier funcionario indistintamente si forma parte de su tribunal. Lo anterior permitirá facilitar que los funcionarios del Poder judicial tengan una mayor preparación a la hora de interactuar con otras personas en situación de discapacidad, lo que sin lugar a dudas llevará a la inclusión social de las personas que integran esta colectividad.

VI.  Redacción alternativa propuesta


Por las razones anteriormente indicadas, este Servicio propone la siguiente redacción alternativa:


1.- En primer lugar, se encuentra de acuerdo en la derogación de los numerales 2°, 3° y 4° del artículo 256 y el numeral 2° del artículo 465 del COT.


2.- Recomienda, igualmente, que se derogue el artículo 4° del decreto ley N° 407 de 1925, del Ministerio de Justicia, sobre Nombramiento, Instalación, Subrogación, Atribuciones y Obligaciones de los Notarios.


3.- Se propone como redacción alternativa el siguiente tenor literal para el artículo 252 bis del proyecto:


"El Poder Judicial deberá remover todas las barreras que impidan el acceso universal de las personas con discapacidad a la Administración de Justicia de acuerdo con las medidas establecidas en la ley N° 20.422, que Establece Normas Sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de las Personas con Discapacidad y la Convención de Naciones Unidas sobre Derechos de las Personas con Discapacidad.


Igualmente, el Poder Judicial, deberá adoptar e implementar todos los ajustes razonables para que las personas con discapacidad puedan acceder e ingresar, en igualdad de condiciones, a la formación judicial y para permitir el adecuado desempeño, como Juez o Jueza de la República, en sus respectivas funciones.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, agradeció las intervenciones de los expositores invitados, así como los estudios proporcionados por la Biblioteca del Congreso Nacional. Enseguida, ofreció la palabra a los miembros de la Comisión.


El Honorable Senador señor Larraín opinó que la iniciativa en estudio da cuenta de un criterio de destacable racionalidad y sentido común, además de resultar muy oportuna, en una época en que el desarrollo tecnológico va permitiendo una integración laboral cada vez más plena de las personas con discapacidades sensoriales. Connotó que, en este último propósito, el sector público debe dar el ejemplo.


Analizando las normas del proyecto y las exposiciones de los invitados, indicó que surgían algunas inquietudes que era menester satisfacer para hacer viable la aplicación del mismo.


En primer término, señaló que cabía aclarar si el nuevo artículo 252 bis que se propone incorporar al Código Orgánico de Tribunales irroga costos para el erario nacional, pues, de ser así, se requeriría del concurso del Ejecutivo para poder tramitarse.


Por otra parte, sugirió analizar la posibilidad de agregar al proyecto algunos preceptos destinados a solucionar aquellas situaciones que representan una limitación insalvable para un juez no vidente. Al respecto, se preguntó si las soluciones que se adopten no podrían beneficiar también a otros funcionarios del Poder Judicial que adolezcan de las mismas limitaciones.


Finalmente, instó a buscar un criterio de gradualidad para implementar la reforma que se propone.


El Honorable Senador señor Araya manifestó su acuerdo con la iniciativa en estudio, por cuanto ella implica un avance en materia de integración de personas que adolecen de discapacidades, propósito del cual el Poder Judicial no puede estar exento.


Manifestó, sin embargo, algunas aprensiones en relación a la apreciación directa de la prueba que el juez debe realizar al conocer las causas sometidas a su consideración, lo que supone que ella sea percibida a través de todos los sentidos. Asimismo, connotó que no debe debilitarse el principio de inmediación, el cual reviste particular importancia en el ámbito penal.


Hizo notar, una vez más, la importancia que nuestro sistema judicial asigna a la percepción del juez dentro del ejercicio de sus tareas y, finalmente, opinó que sería de interés saber cuántos abogados no videntes, sordos o mudos han jurado en estos años.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, expresó que después de haber escuchado las exposiciones de los invitados y las intervenciones de los señores Senadores, queda claro tanto el sentido de la iniciativa como las aprensiones expuestas.


En cuanto a las obligaciones que el artículo 252 bis, nuevo, plantea al Poder Judicial, sostuvo que ellas requieren de una indicación del Ejecutivo por cuanto implican el uso de fondos públicos. En efecto, agregó, la implementación de este precepto supone realizar una serie de inversiones y ajustes al interior del dicho Poder del Estado, tanto en materia de tecnología como de nuevas inversiones, todo lo cual supone disponer de los correspondientes recursos fiscales.


En consecuencia, solicitó al señor Ministro de Justicia ponderar la situación y proporcionar un diagnóstico acerca del financiamiento que este proyecto demandaría, de manera de verificar si el Ejecutivo estará en condiciones de darle viabilidad desde el punto de vista de los costos que éste irroga.


Del mismo modo, hizo presente la pertinencia de plantear las enmiendas complementarias que sean necesarias para implementar esta iniciativa desde el punto de vista normativo. Por ejemplo, sobre la posibilidad de subrogar a los jueces para apreciar determinada prueba, en la forma que se ha sugerido, y sobre la situación de los notarios.


El Honorable Senador señor Espina destacó el interés tanto de la iniciativa en análisis como de las exposiciones escuchadas e instó a los invitados a hacer llegar sus sugerencias en relación a los ajustes que sería conveniente incorporar al articulado del proyecto para asegurar su operatividad.


Coincidió en cuanto a la pertinencia de preservar la apreciación directa y presencial del juez respecto a las situaciones que está llamado a conocer y fallar, aun cuando precisó que, en la actualidad, lo que podría haber representado una dificultad insalvable en otros tiempos, hoy puede superarse.


Del mismo modo, instó a adoptar los ajustes que sean procedentes para el caso de los notarios, preservando el perfil esencial del rol de aquellos, que consiste en actuar como ministros de fe.


En relación a la implementación del artículo 252 bis, nuevo, que el proyecto propone, sostuvo que ella indudablemente supone gastos que correspondería al Ejecutivo solventar. Siendo que el proyecto se inició en una Moción parlamentaria y resultando improcedente, en consecuencia, aprobar dicha norma, sugirió eliminarla y avanzar en la tramitación de la parte restante del proyecto, aclarando que, de este modo, el Ejecutivo tendrá la oportunidad de hacer las evaluaciones del caso y de reponer dicha norma más adelante, si es del caso, a través de la correspondiente indicación, la que debería contar con el respectivo informe financiero.


Hubo acuerdo en torno a este criterio.


El Ministro de Justicia, señor Gómez, expresó que en aquel momento no se encontraba en condiciones de comprometer la presentación de una indicación referida a los costos que irrogaría la modificación señalada. Explicó que ello suponía la realización de un detenido estudio de la situación y de un análisis interno previo, todo lo cual naturalmente representa una demora mayor.


Del mismo modo, puso de relieve la necesidad de revisar los demás aspectos indicados durante el debate que ameritarían ajustes o precisiones normativas y que, por ende, podrían motivar la presentación de otras indicaciones.


En todo caso, manifestó una vez más ser partidario de esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Larraín coincidió con la proposición del Honorable Senador señor Espina en cuanto al camino a seguir en esta tramitación.


Por ello, apoyó la idea de votar el proyecto en general, excluyendo luego, al discutirlo en particular, la incorporación del nuevo artículo 252 bis al Código Orgánico de Tribunales. Agregó que, a continuación, en su informe la Comisión podría proponer a la Sala del Senado aprobar la iniciativa solamente en general, de manera de dar espacio al Poder Judicial y al Ejecutivo para buscar la mejor forma de implementar las nuevas normas y también de resolver acerca de los aspectos presupuestarios involucrados y presentar las indicaciones que –luego de estas evaluaciones- resulten pertinentes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, consideró muy adecuada en la forma la propuesta recién formulada.


En cuanto al fondo de la iniciativa, expresó que bien podría considerarse que la redacción actual del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales adolece de un vicio de constitucionalidad, por contravenir las exigencias planteadas por la Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad. Afirmó que al encontrarse dicho tratado vigente en nuestro medio, se ha producido una derogación tácita de aquella regla y que, en tal sentido, sería una obligación actual para el Poder Judicial la de implementar las medidas necesarias para materializar el ejercicio de los cargos de juez y notario por parte de personas ciegas, sordas y mudas. Bajo ese entendido, añadió, sería innecesario establecer dicha obligación mediante una nueva ley.


Dijo que, no obstante, considerando que ante la entrada en vigor de un instrumento internacional en el plano interno, tradicionalmente se ha preferido actualizar y adecuar en forma explícita las demás normas internas que se relacionan con aquél, era preferible seguir la senda reseñada por el Honorable Senador señor Espina.


En cuanto a la naturaleza de los cargos de juez y de notario y su relación con la viabilidad del proyecto, señaló que debía examinarse el carácter de las funciones jurisdiccionales y registrales, respectivamente. De lo anterior, dijo, surgen algunas dudas.


Indicó que la función jurisdiccional establece que el encargado de impartir justicia es el juez, el que, en consecuencia, tiene la obligación de recibir la prueba, ponderarla, razonar y, finalmente, dirimir la contienda que ha sido sometida a su conocimiento. Añadió que en el proceso de recibir la prueba, alguna de las discapacidades sensoriales de que trata el proyecto podría generarle alguna dificultad a dicho juez; sin embargo, ella será de alcance particular y no afectará al proceso en su conjunto. Puntualizó que si la prueba consistiere en una fotografía o video, bien podría acudirse a la tecnología o al mecanismo de la subrogación, específicamente para la apreciación de aquella prueba.


Por tanto, resumió, bien puede decirse que hoy existen los medios tecnológicos o de subrogación necesarios para suplir una deficiencia sensorial para apreciar adecuadamente la prueba.


Prosiguió diciendo que, por el contrario, tratándose de la función registral, la situación difiere completamente pues el rol del notario implica que éste dé fe de situaciones muy determinadas, tales como que la persona que suscribe un instrumento es quien dijo ser. Considerado lo anterior, afirmó, se colige que la naturaleza de la función registral supone una dificultad para la operatividad del proyecto.


En consecuencia, concluyó que la etapa de segundo informe y de estudio de las indicaciones será la oportunidad para zanjar estas dudas.


Enseguida, coincidiendo con el criterio planteado por el Honorable Senador señor Espina, procedió a dar por finalizado el debate en general del proyecto y puso en votación la idea de legislar.

- Sometido a votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, dio inicio a la discusión en particular.

Artículo único

Numeral 1


Este numeral incorpora un nuevo artículo 252 bis al Código Orgánico de Tribunales, que obliga al Poder Judicial a adoptar medidas para permitir a las personas ciegas, sordas y mudas desempeñarse como jueces y a capacitar a los funcionarios de su dependencia para desarrollar una correcta interacción con dichos jueces.

Según se explicara precedentemente, se acordó desechar el numeral 1 del artículo único del proyecto, para los efectos de permitir que el Ejecutivo, en conjunto con el Poder Judicial, puedan estudiar la mejor forma de implementar los nuevo criterios que consagra el proyecto y también de resolver acerca de los aspectos presupuestarios involucrados en este precepto, de manera de presentar las indicaciones que resulten pertinentes.


En consecuencia, puesto en votación este numeral, votó en contra la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Harboe (Presidente) y Larraín.


Al suprimirse este numeral 1, los números 2 y 3 pasan a ser 1 y 2, respectivamente.

Numeral 2


Este número 2 elimina del artículo 256 del señalado Código, los numerales 2°, 3° y 4°, que, en la actualidad, inhabilitan para ser juez a los sordos, los mudos y los ciegos, respectivamente.


Tal modificación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Harboe (Presidente) y Larraín.

Numeral 3


Suprime, en el artículo 465 del indicado Código, el numeral 2°, que impide que los sordos, los ciegos y los mudos puedan ser notarios.


Al igual que en caso anterior, esta enmienda fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Harboe (Presidente) y Larraín.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros que aprobéis en general el texto que se consigna a continuación y fijéis un plazo para presentar indicaciones en relación al mismo.



El texto que se somete a vuestra consideración es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:





1) Deróganse los numerales 2°, 3° y 4° del artículo 256.





2) Derógase el numeral 2° del artículo 465.”. (Unanimidad, 3 x 0).
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 10 y 18 de junio de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero, Alberto Espina Otero, Felipe Harboe Bascuñán (Presidente) y Hernán Larraín Fernández 





Sala de la Comisión, a 20 de junio de 2014.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AGREGA UN NUEVO ARTÍCULO 25 TER AL CÓDIGO DEL TRABAJO, ESTABLECIENDO JORNADA DE TRABAJO DE PERSONAL DE FERROCARRILES

(8.381-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado el año 2012 en la Cámara de Diputados por una Moción de la ex Diputada y actual Senadora señora Muñoz, del ex Diputado y actual Senador señor De Urresti, de la Diputada señora Sepúlveda, de los Diputados señores Andrade, Jiménez, Saffirio, don René y Venegas, de la ex Diputada señora Isasi y de los ex Diputados señores Delmastro y Vilches. 


Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y acordó, unánimemente, proponer a la Excelentísima señora Presidenta que en la Sala sea considerado del mismo modo.


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro del Trabajo y Previsión Social (S) señor Francisco Javier Díaz Verdugo; el coordinador legislativo de esta Cartera, señor Francisco Del Río; la asesora económica y la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Irina Aguayo y Paola Álvarez, respectivamente; la asesora legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado; el asesor del Instituto Igualdad, señor Sebastián Divin Granada; el periodista del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Rodolfo Carrasco y los siguientes asesores parlamentarios: de la Senadora Adriana Muñoz, la periodista señora Andrea Valdés y de la Senadora Carolina Goic, el asesor legislativo señor Gerardo Bascuñán.


Concurrieron, especialmente invitados a la sesión del día 11 de junio de 2014 y en representación de la Coordinadora de Trabajadores Ferroviarios, el Presidente del Sindicato de Trabajadores de Trenes Metropolitanos S.A., señor Fernando Arcos Piccardo; el Presidente del Sindicato de la Empresa Ferrocarril del Pacífico S.A., FEPASA, señor José Bonnin Toro; el Director de la Confederación Nacional Ferroviaria, señor Patricio Martínez; el Vicepresidente de la Federación Nacional Ferroviaria, señor Vladimir Barahona Durán; el Secretario del Sindicato de Trabajadores de Trenes Metropolitanos S.A., señor Claudio Tapia Rojas; el asesor de la Coordinadora de Trabajadores Ferroviarios, señor Jaime Jamett Forbes; el Tesorero del Sindicato de Trabajadores de Trenes Metropolitanos S.A., señor Renato Leiva Sepúlveda y del Sindicato de Trabajadores Conductores de Metro S.A., el Presidente señor Héctor González Hidalgo y el Director señor Jadhi Henríquez Núñez.

 
Asistieron, especialmente invitados a la sesión del 18 de junio de 2014, el Gerente de Recursos Humanos del Ferrocarril Antofagasta a Bolivia, señor Jorge Bustos; El Gerente General, el Presidente del Sindicato 1 y el abogado asesor del Ferrocarril de Antofagasta señores Miguel Sepúlveda Campos, Guillermo González Fierro y Mario Varas Castillo, respectivamente; los representantes de la Coordinadora de Trabajadores Ferroviarios: el Presidente del Sindicato de Trabajadores de Trenes Metropolitanos S.A., señor Fernando Arcos Piccardo y el asesor de la Coordinadora, señor Jaime Jamett Forbes; de la Empresa Ferrocarril del Pacífico S.A., el Director del Sindicato señor José Bonnin Toro; el Presidente Sindical señor Robinson Rampoldi y el dirigente sindical señor Francisco Miranda, y del Sindicato de Maquinista y Afines Metro Valparaíso, el maquinista señor Mario Orrego Venegas.
-------

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Regular la jornada de trabajo de los trabajadores ferroviarios atendiendo a las características de la labor que desempeñan, limitando la jornada diaria en el caso de transportes de pasajeros a 7 horas 30 minutos y respecto del transporte de carga a 9 horas. El maquinista de tren de pasajeros no podrá conducir más de 5 horas continuas y tendrá una hora de descanso.

-------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- El Código del Trabajo.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos, señala que, actualmente, el Código del Trabajo establece una jornada ordinaria y jornadas especiales de trabajo, disponiendo, en cada caso, la extensión y distribución de éstas. Al efecto, detalla que la duración de la jornada ordinaria de trabajo no excede de cuarenta y cinco horas semanales, las que no pueden distribuirse en más de seis ni en menos de cinco días, ni pueden exceder de diez horas diarias.

En ese sentido, explica que, en el caso de los trabajadores ferroviarios, y pese a las especiales circunstancias en que se desarrolla su labor, la normativa aplicable a su respecto se encuentra contenida en el artículo 25 del Código del Trabajo, el que establece una jornada de ciento ochenta horas mensuales, con un descanso mínimo ininterrumpido de ocho horas dentro de cada veinticuatro horas, sin que se contemple la limitación a la cantidad de horas conducidas ni la obligación de contar con una litera para descanso.
En ese contexto, la iniciativa describe que, ante normativa que regula la jornada laboral de los trabajadores ferroviarios, los empleadores y la Inspección del Trabajo han interpretado que, en la práctica, éstos pueden trabajar hasta doce horas continuas. Dicha situación, agrega, resulta del todo compleja, considerando que dicha jornada, que implica el desarrollo de trabajos pesados, se desarrolla sin derecho a descanso ni alimentación y en condiciones infrahumanas, considerando la antigüedad de las máquinas y la falta de infraestructura adecuada.

En consecuencia, la Moción agrega que la referida situación constituye una hipótesis de discriminación para los trabajadores ferroviarios, toda vez que genera su desprotección física y sicológica. De ello se deriva, añade, la necesidad de establecer una regulación específica en materia de jornada laboral que permita mejorar, al menos parcialmente, la situación en que actualmente se encuentran los trabajadores ferroviarios.
-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Contenido de la iniciativa despachada en el primer trámite constitucional


El texto del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados se configura en un artículo único, que modifica el Código del Trabajo, dividido en tres numerales.


Los numerales 1 y 2 adecuan los incisos primero y tercero del artículo 25 a la incorporación de un artículo 25 ter y para ello suprimen la mención al personal que labora a bordo de los ferrocarriles. En concordancia el numeral 3 regula la jornada de los trabajadores ferroviarios disponiendo, mediante 5 números, las reglas que se les aplicarán.


Dichas reglas consisten en limitar la jornada ordinaria a 180 horas mensuales; la jornada diaria a 7 horas y treinta minutos en el caso del transporte de pasajeros y a 9 horas en el caso de transporte de carga; los maquinistas- tratándose de trenes de pasajeros- no podrán conducir más de 5 horas continuas; finalizada la jornada ordinaria diaria el trabajador tendrá un descanso mínimo de 10 horas continuas.

 
 Por otro lado, las partes podrán programar turnos de espera o llamado de hasta siete horas treinta minutos continuas dentro de un lapso de 24 horas, los que no serán imputables a la jornada mensual y deberán remunerarse de común acuerdo entre las partes, no pudiendo ser inferior al valor de la hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual.

-------

EXPOSICIÓN DEL MINISTRO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL SUBROGANTE, SEÑOR FRANCISCO JAVIER DÍAZ VERDUGO

Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en sesión celebrada el día 11 de junio de 2014, el Ministro del Trabajo y Previsión Social Subrogante, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, expuso el parecer de dicha cartera respecto de la iniciativa legal en estudio.

En primer lugar, manifestó que el proyecto de ley, de autoría parlamentaria, apunta, entre otras materias, a incorporar un artículo 25 ter, nuevo, al Código del Trabajo, referido a la regulación y distribución de la jornada de trabajo y descanso del personal de ferrocarriles. 

En efecto, aseveró que las labores que realizan no resultan asimilables a las que desempeñan la generalidad de los trabajadores, lo que genera la necesidad de incorporar una regulación específica aplicable en su caso. En la misma línea, enfatizó que el artículo 25 del Código del Trabajo -que establece la jornada ordinaria de trabajo del personal que se desempeña a bordo de ferrocarriles, estableciendo que equivale a ciento ochenta horas mensuales con un descanso mínimo ininterrumpido de ocho horas dentro de cada veinticuatro horas- ha generado, en la práctica, la extensión de su jornada por hasta dieciséis horas diarias.

En ese contexto, explicó que el texto aprobado por la Cámara de Diputados apunta a establecer, dentro de un máximo mensual de ciento ochenta horas ordinarias, jornadas flexibles equivalentes a nueve horas continuas, tratándose de los ferrocarriles de transporte de carga, y siete horas y media para el transporte de pasajeros, en cuyo caso se aplica un límite de cinco horas de conducción continua.

Asimismo, detalló que la iniciativa contempla la obligación del empleador de programar y entregar los turnos con, a lo menos, quince días de anticipación, debiendo asegurar un descanso mínimo de diez horas continuas en un lapso de veinticuatro horas, sin perjuicio del deber del trabajador de prestar servicios extraordinarios ante la ocurrencia de circunstancias imprevistas.

Por otro lado, precisó que la iniciativa permite que los trabajadores y el empleador puedan acordar turnos de espera o llamada de hasta siete horas treinta minutos continuas, dentro de un lapso de veinticuatro horas para la realización de un servicio, las que deben ser remuneradas de común acuerdo, no pudiendo esta retribución ser inferior al valor de la hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual. 

Finalmente, aseguró que las disposiciones contenidas en el proyecto de ley en estudio apuntan a resolver adecuadamente las problemáticas que afectan a los trabajadores de ferrocarriles, mediante el establecimiento de una jornada especial de trabajo que considera las particularidades que deben atender durante la prestación de sus servicios.

Consultas

El Senador señor Letelier consultó acerca de la aplicación efectiva del derecho del trabajador, una vez finalizada la jornada, para descansar, como mínimo, 10 horas continuas junto al tiempo necesario para traslado del trabajador al lugar en que pernocte o descanse, en relación con la situación de los trabajadores del sector minero.

Asimismo, consultó respecto de la extensión del cómputo del tiempo que el trabajador utiliza para desplazarse a sus servicios como parte de su descanso diario para la generalidad de los trabajadores.

El Ministro del Trabajo y Previsión Social Subrogante, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que el artículo 25 ter que el proyecto propone incorporar al Código del Trabajo constituye una norma especial, por lo que, utilizando un criterio de especialidad, sólo resulta aplicable al personal de ferrocarriles que, en la hipótesis descrita, debe pernoctar o descansar en un lugar distinto al de su residencia habitual una vez que su jornada laboral ha concluido.

PRESENTACIÓN DE LA Coordinadora de Trabajadores Ferroviarios

El Vicepresidente de la Federación Nacional Ferroviaria, señor Wladimir Barahona expuso las observaciones de dicha entidad respecto del proyecto de ley en estudio. 

En primer lugar, señaló que la regulación legal vigente, contenida en el artículo 25 del Código del Trabajo, permite, en la práctica, la extensión de la jornada de los trabajadores del sector ferroviario hasta por dieciséis horas diarias, lo que se verifica frecuentemente en el trasporte de carga, generándose una serie de problemáticas para la salud y las relaciones familiares de los trabajadores.

En consecuencia, abogó por el mejoramiento de las condiciones laborales de los trabajadores ferroviarios, particularmente en lo relativo a la modificación a la extensión de su jornada, con la finalidad de proteger su salud y seguridad en el empleo y sus relaciones personales y de familia.

Seguidamente, el Presidente del Sindicato de Trabajadores de Trenes Metropolitanos S.A., señor Fernando Arcos, aseveró que dichas problemáticas afectan a todos los trabajadores del sector ferroviario de transporte de pasajeros y de carga, a raíz de la extensión de su jornada de trabajo y la escasez de horas de descanso, lo que no sólo genera una serie de consecuencias para los trabajadores, sino que puede generar una situación riesgosa para los pasajeros que utilizan dicho medio de transporte.

Consultas

El Senador señor Larraín coincidió en la necesidad de conciliar las normas sobre jornada laboral de los trabajadores del sector ferroviario y la debida protección de su derecho al descanso. 

En ese contexto, consultó respecto del número de trabajadores que se desempeñan en el sector y el efecto que una eventual modificación de su jornada podría generar para el funcionamiento del sistema ferroviario.

El Vicepresidente de la Federación Nacional Ferroviaria, señor Wladimir Barahona, afirmó que la modificación a la jornada de trabajo del sector ferroviario no produciría un perjuicio para la organización de las empresas que operan en el sector, toda vez que, actualmente, tratándose del área de carga, la jornada efectiva no supera las nueve horas diarias, en tanto que, en el área de transporte de pasajeros, la duración del servicio se extiende hasta por seis horas diarias, lo que resulta compatible con las disposiciones contenidas en la iniciativa en análisis. Con todo, sostuvo que la legislación vigente permite extender la duración de dicha jornada hasta por dieciséis horas diarias, lo que, en definitiva, genera un perjuicio para los trabajadores. 

En lo tocante al número de trabajadores que presta servicios en el sector, detalló que, comprendiendo a todas las empresas del sector, incluyendo aquellas que prestan servicios entre Antofagasta y Bolivia y los servicios de transporte de carga y pasajeros a nivel nacional y metropolitano, se trata de aproximadamente dos mil quinientos trabajadores.

La Senadora señora Goic consultó respecto de la regulación de los denominados turnos de espera o llamado, particularmente en lo relativo al establecimiento de un límite mensual, con miras a no extender excesivamente la extensión de la jornada laboral. 

El Ministro del Trabajo y Previsión Social Subrogante, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que, en cualquier caso, debe considerarse que, para efectos del cómputo de estos turnos, opera el límite de ciento ochenta horas mensuales de trabajo que consigna el inciso primero del artículo 25 ter que el proyecto pretende incorporar al Código del Trabajo.

El Presidente del Sindicato de la Empresa Ferrocarril del Pacífico S.A., FEPASA, señor José Bonnin, agregó que los turnos de llamado resultan aplicables con mayor frecuencia a los trabajadores ferroviarios de carga de pasajeros. Con todo, aseveró que la aplicación de dicha figura resulta ser cada vez más infrecuente, toda vez que, durante los últimos años, los trabajadores del sector operan conforme a un programa mensual de trabajo fijado con antelación.

El Senador señor Allamand consultó respecto de la individualización de las empresas que operan en el sector ferroviario.

El Presidente del Sindicato de Trabajadores de Trenes Metropolitanos S.A., señor Fernando Arcos, explicó que la titularidad en la negociación con los trabajadores corresponde a la Empresa de Ferrocarriles del Estado y sus filiales, incluyendo a Metro Valparaíso, Empresa de Trenes Metropolitanos S.A., Ferrocarril del Pacífico S.A. y Empresa de Transporte Ferroviaria S.A.

Enseguida, el Senador señor Allamand manifestó que, considerando la relevancia que ha adquirido el sector ferroviario durante los últimos años, es necesario implementar las reformas legales que pudieren implementarse en este ámbito con un criterio de estabilidad en el tiempo.

En ese contexto, aseveró que el texto sometido a consideración de la Comisión distingue la jornada aplicable a los maquinistas de transporte de pasajeros y de carga, toda vez que, tratándose de aquéllos, opera un límite de jornada equivalente a siete horas treinta minutos, en tanto que, para los trabajadores de carga, equivale a nueve horas continuas. Al respecto, consultó sobre las razones que motivan dicha distinción.

Asimismo, preguntó respecto de la forma de cómputo del período conforme al cual el trabajador podrá hacer uso de su derecho al descanso una vez finalizada la jornada ordinaria diaria, toda vez que, a las diez horas mínimas que contempla el proyecto, deberá agregarse el tiempo necesario para traslado del trabajador al lugar en que pernocte o descanse.

El Presidente del Sindicato de Trabajadores de Trenes Metropolitanos S.A., señor Fernando Arcos, explicó que la distinción entre la duración de jornada de los trabajadores de carga y transporte de pasajeros radica en la diferencias existentes en el trayecto que deben realizar. 

En efecto, detalló que, tratándose del transporte de pasajeros, se trata de un trayecto directo que debe cumplir un itinerario establecido previamente, en tanto que, en el caso del transporte de carga, se encuentra sujeto a las contingencias que pudieren ocurrir en la vía, lo que genera sucesivas detenciones, sin que se encuentre sujeto al cumplimiento de un horario de llegada a destino.

El Senador señor Allamand, habida cuenta de dichas consideraciones, sostuvo que podría ocurrir que, en el caso del transporte de carga, no se produzcan detenciones en la vía. De ese modo, aseveró que, en conformidad a las disposiciones contenidas en la iniciativa, el trabajador podría realizar labores de conducción durante nueve horas continuas, a diferencia de lo que ocurre con los operarios de transporte de pasajeros, quienes, en cualquier caso, no podrán exceder las siete horas y treinta minutos de jornada de trabajo, no debiendo conducir, en este caso, más de cinco horas continuas.

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que las labores de conducción se enmarcan dentro de la prestación de un servicio que incluye varias etapas, tales como la preparación del convoy, la conducción propiamente tal, la atención de las contingencias que pudieren producirse durante el trayecto y la finalización o cierre del servicio, lo que incluye maniobras en el lugar de llegada o destino.

Por tanto, añadió, el cómputo de nueve horas, tratándose de los trabajadores de carga, incluyen la totalidad de dichas labores, esto es, todas aquellas que quedan comprendidas dentro del servicio ferroviario. En consecuencia, aseveró que no es posible que, en la práctica, el trabajador pueda realizar labores de conducción durante nueve horas continuas.

El Presidente del Sindicato de Trabajadores de Trenes Metropolitanos S.A., señor Fernando Arcos, ratificó la existencia de labores de conducción del convoy y otras prestaciones que también forman parte del servicio de transporte ferroviario. Asimismo, detalló que la velocidad con que se desplazan ambos servicios es distinta, toda vez que el servicio de transporte de pasajeros se moviliza a una velocidad constante de 140 km/hora, en tanto que los trenes de carga lo hacen a 60 km/hora.

El Vicepresidente de la Federación Nacional Ferroviaria, señor Wladimir Barahona, puntualizó que tratándose del transporte de carga se requiere de la realización de una serie de labores destinadas a la preparación del convoy, lo que no ocurre en el caso del transporte de pasajeros.

En relación a la forma de cómputo del período conforme al cual el trabajador podrá hacer uso de su derecho al descanso una vez finalizada la jornada ordinaria diaria, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que la disposición sometida a consideración de la Comisión -que establece que finalizada la jornada ordinaria diaria el trabajador tendrá derecho a un descanso mínimo de 10 horas continuas, al que se agregará el tiempo necesario para traslado del trabajador al lugar en que pernocte o descanse- considera la situación en que el trabajador, al término de su jornada, queda fuera de la base en que inicia sus labores, en cuyo caso la empresa determina el lugar de descanso.

El Presidente del Sindicato de Trabajadores de Trenes Metropolitanos S.A., señor Fernando Arcos, agregó que el sentido de dicha disposición apunta a resguardar el derecho al descanso del trabajador ante las distintas hipótesis que pueden ocurrir ante la llegada del convoy a su destino. En efecto, sostuvo que, en ocasiones, el lugar destinado a su descanso se encuentra alejado de la estación de término del servicio, en tanto que en otros lugares éste se encuentra dentro de dicha estación.

En consecuencia, la norma contenida en el proyecto en análisis apunta a evitar que, en uno u otro caso, el tiempo que demanda el traslado del trabajador desde la estación de destino hacia su lugar de descanso sea imputado a su descanso diario mínimo, el que, en los términos contenidos en la iniciativa, alcanza a las diez horas continuas.


-Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

-------

EXPOSICIÓN DE LOS REPRESENTANTES DEL FERROCARRIL ANTOFAGASTA A BOLIVIA Y DEL FERROCARRIL DE ANTOFAGASTA FCAB

 
En sesión celebrada el día miércoles 18 de junio de 2014, el Gerente General del Ferrocarril de Antofagasta, (FCAB), señor Miguel Sepúlveda Campos, expuso las observaciones de dicha empresa respecto del proyecto de ley en estudio.
Detalló que el propósito de su presentación apunta a describir el contexto general en que se desarrollan las operaciones de carga, señalar algunas particularidades de la jornada de trabajo del personal de ferrocarriles, dar cuenta de las características y complejidades de la operación de transporte, y exponer el parecer de la entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

Seguidamente, indicó que el territorio operacional de la empresa comprende las ciudades de Antofagasta, Mejillones, Calama y Ollagüe, llegando hasta la frontera con Bolivia, constituyendo la única conexión ferroviaria operativa que permite la vinculación de dicho país con los puertos chilenos. Agregó que realizan únicamente labores de carga de insumos para la minería para clientes tales como Minera El Abra, Minera Escondida, Minera Zaldívar, Minera Sierra Gorda, CODELCO y  Minera Spence, junto con la carga de mineral que se recibe en la frontera con Bolivia, la que asciende a cerca de un millón de toneladas.

A continuación, aseveró que las empresas ferroviarias se ven en la obligación de formar al personal técnico especializado en conducción de locomotoras, dado que no existen centros de formación técnica específicas. En la misma línea, sostuvo que la conducción de locomotoras y operación de trenes es una actividad que en la actualidad no reúne a más de 1.000 técnicos especializados a nivel país, en cuyo contexto la carrera funcionaria es una fuente indispensable para el crecimiento y desarrollo de los trabajadores y las empresas del sector.


Continuó diciendo que la empresa Ferrocarril de Antofagasta (FCAB) está sujeta a convenios colectivos de larga data, incluso con la negociación más extensa que se ha producido en el país, por casi siete años.


Manifestó que la empresa ha tenido un solo conflicto laboral en los últimos 40 años, provocado por un cambio en la legislación, tal es así que contando con un contrato colectivo por siete años, la ley disminuyó el período a cuatro años de vigencia, situación que acaeció en el período de renovación y la Dirección del Trabajo interpretó que la disposición legal tenía efecto retroactivo, de modo que al contrato vigente se le ponía término inmediato, lo que provocó la huelga de los trabajadores.


El Gerente General de FCAB, señor Miguel Sepúlveda, destacó que desde el año 1989 cuentan con una autorización de jornada excepcional otorgada por la Dirección del Trabajo, que regula la jornada de trabajo del personal de trenes, la que fue renovada el año 2013, con el acuerdo unánime del personal, cuya vigencia se extiende hasta septiembre de 2017, la que –en todo caso- guarda armonía con los acuerdos consagrados en el contrato colectivo. Asimismo, indicó que tanto los dirigentes sindicales como los trabajadores y la administración de la empresa tienen comprensión de que dichos acuerdos y la autorización expedida por la Dirección del Trabajo son esenciales para la competitividad de la industria, dado que el transporte de carga por ferrocarriles es menos del 5%.


Añadió que las particularidades de la operación ferroviaria hacen indispensable contar con un sistema excepcional de jornada, porque los servicios de logística y transporte corresponden a grandes volúmenes de cargas y los trenes son operados a velocidades bajas, no superando una velocidad máxima de 50 kilómetros por hora y con un promedio de 20 kilómetros por hora, atendido al recorrido que de subida se inicia al nivel del mar hasta llegar a 4 mil metros de altura y en bajada el frenado del tren presenta complicaciones. Por otro lado, existen distintas estaciones a lo largo de la vía, las que se utilizan para realizar cruzamiento de trenes, esto es, para dar el paso al que va subiendo el que viene bajando espera en la estación.


Explicó que los puntos donde el personal aloja son Mejillones, Calama y Ollague y en la Minera Escondida.


Recalcó que el transporte de carga no cumple un itinerario como el tren de pasajeros, puesto que existen una serie de variables como las condiciones climáticas, los tiempos de carga y descarga, estado de la vía, disponibilidad de terminales, etcétera. Con todo, informó que la empresa contrató al Centro de Modelamiento Matemático de la Universidad de Chile para que diseñara un diagrama para balancear las cargas de trabajo, sistema informático que es utilizado por los trabajadores.


Destacó que la movilización de los trenes se efectúa con la autorización de un controlador, quien los monitorea bajo el concepto de vía libre. A su vez, la tripulación debe relevarse en varias oportunidades para posibilitar que el tren efectúe un ciclo completo de servicio, el cual puede tener una duración de hasta 48 horas.


Respecto al servicio ferroviario, señaló como sus principales fortalezas el personal capacitado para operar los trenes, las locomotoras, los carros y la vía férrea, elementos que permiten la entrega de tres grandes prestaciones: transporte, almacenamiento y embarque de las distintas cargas.


El Gerente General de FCAB, señor Miguel Sepúlveda, informó que el 87% del personal de la empresa está sindicalizado y un 13% es adherente en los convenios colectivos.


A continuación, enumeró una serie de aseveraciones para fundamentar la sugerencia de incorporar un numeral nuevo al artículo 25 ter, con el objetivo de asegurar la posibilidad de solicitar la autorización de la Dirección del Trabajo para establecer jornadas excepcionales. Las principales dicen:


-Las operaciones del ferrocarril están sujetas a frecuentes cambios en la programación de sus servicios, para lo cual requieren de una jornada de trabajo excepcional que otorgue una mayor flexibilidad.


-La empresa cuenta con plano y unánime acuerdo con sus trabajadores y sindicatos para operar la jornada excepcional.


-Los sistemas de incentivo variable, vigentes en el FCAB, dependen en mayor medida de la permanencia de la jornada excepcional.


-La operación de trenes, por su naturaleza, presenta características muy diferentes a cualquier otro sistema de transporte.


-La función de maquinista de trenes demanda menores esfuerzos físicos y psíquicos.


Finalmente, el Gerente General de FCAB, señor Miguel Sepúlveda, dio lectura a la propuesta del numeral que, en su opinión, daría solución a la inquietud manifestada. El texto dice lo siguiente:


“6.- Con todo, las reglas establecidas en los numerales 2 y 5 de este artículo podrán ser modificadas por acuerdo de las partes, con autorización de la Dirección del Trabajo, en conformidad a las facultades que le otorgan los incisos penúltimo y final del artículo 38 de este Código, o bien como parte de las materias a negociar colectivamente.


Seguidamente, hizo uso de la palabra el Presidente del Sindicato 1 de la empresa FCAB, señor Guillermo González Fierro, el que primeramente precisó que lleva trabajando 40 años en la empresa y de esos ha cumplido 30 años como dirigente.


Aclaró que concurrió a la sesión de la Comisión por mandato de la asamblea sindical y, en lo concerniente al tema de explicitar la remisión al artículo 38 del Código del Trabajo, opinó que en el número 1 del artículo 25 ter estaba contemplada dicha situación.


Manifestó que el espíritu del proyecto de ley reflejaba los más de 30 años que llevaban esperando los trabajadores de ferrocarriles para contar con una legislación clara en cuanto a la jornada laboral y los descansos.


Luego, intervino el abogado asesor de la empresa Ferrocarril de Antofagasta, señor Mario Varas Castillo, quien fundamentó la petición de agregar un numeral 6 al artículo 25 ter en la capacidad de las partes de acordar las condiciones de trabajo, con el debido resguardo de los derechos de los trabajadores y con la supervigilancia de la Dirección del Trabajo.


Añadió que es de interés de la empresa flexibilizar aquello que guarda relación con las programaciones de carácter mensual contempladas en el número 2 del artículo 25 ter, porque dadas las condiciones en que opera FCAB es más apropiada la jornada excepcional que permite una anticipación de la tarea del trabajador con 24 horas y turnos más amplios de los establecidos en el número 5 del artículo 25 ter.


Con todo, celebró el número 4 que fortalece los descansos y la jornada diaria máxima del transporte de carga de 9 horas.

Comentarios


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, celebró el nivel que han alcanzado las relaciones sindicales en la empresa FCAB y, en cuanto a la inclusión de un numeral nuevo en el artículo 25 ter, aclaró que la posibilidad de acordar jornadas de trabajo especiales conforme al artículo 38 del Código del Trabajo subsiste. No obstante ello, dijo entender la preocupación de los empresarios al aprobarse la incorporación del artículo 25 ter que tendría el carácter de una norma especialísima, por lo que –aseveró- si la Comisión llega al acuerdo de agregar un numeral nuevo en ese tenor, el Ejecutivo no tendría objeción.


La Senadora señora Muñoz manifestó su preocupación por la incorporación de un numeral con ese propósito, ya que estaría desvirtuando la finalidad de la iniciativa en discusión y abriría las puertas para que cada empresa estableciera jornadas especiales, dejando sin efecto el mandato legal. 


El Senador señor Larraín opinó que podría surgir un conflicto de interpretación, porque la norma especial –que va a ser el artículo 25 ter- puede preferir sobre la norma general.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, explicó que la jornada regulada en el artículo 25 ter y la jornada excepcional autorizada por la Dirección del Trabajo cruzan el tema del descanso dominical, al ser consideradas faenas continuas y el artículo 38 del Código del Trabajo se refiere a la distribución de la jornada de aquellas empresas que están exceptuadas del descanso dominical y, cuando ello no es posible, cabe la solicitud de jornada excepcional.


Continuó expresando que la jornada excepcional tiene una serie de requisitos que salvaguardan de alguna forma los derechos más básicos de los trabajadores, tales como la calidad de resolución administrativa a la que debe concurrir el acuerdo del sindicato, en caso de existir o el acuerdo de la mayoría de los trabajadores o de la mayoría de los trabajadores no sindicalizados; además, debe establecerse por el Comité Paritario una memoria que establece el nivel de riesgo y la estructura de riesgos de la empresa y las medidas de prevención que la empresa implementa más compensaciones adicionales que comprenden el otorgamiento de días de feriado anual y la compensación de días festivos.


El Senador señor Larraín manifestó que es elemental fijar los derechos de los trabajadores, pero al mismo tiempo sería pertinente abrir un espacio de excepcionalidad debidamente fundamentado y autorizado por la autoridad correspondiente.


El Senador señor Letelier manifestó su desacuerdo con la propuesta de agregar un numeral nuevo al artículo 25 ter, ya que la finalidad de tal proposición es que la empresa pueda ir más allá en la negociación colectiva en estricta relación con el tema de la competitividad, materia cuya solución no surgirá de incorporar una disposición en ese sentido, sino que la estrategia para ello es dejar de subsidiar al transporte de carga terrestre.


Agregó que el texto despachado por la Cámara de Diputados refleja el anhelo de los trabajadores ferroviarios de contar con una regulación clara y precisa respecto de su jornada laboral y los descansos mínimos que les corresponden.


El Senador señor Larraín manifestó que la preocupación de los representantes de la empresa FCAB está dada porque el artículo 25 ter contempla un régimen excepcional y específico para los trabajadores ferroviarios y la norma del artículo 38, que ha sido aplicada por la Dirección del Trabajo, ya no podría extenderse a dichos trabajadores.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, calificó al artículo 38 del Código del Trabajo como una norma positiva, en el sentido que fuerza a que los trabajadores y los empleadores se avengan en materia de jornadas y descansos, funcionando –puntualizó- razonablemente bien.


Postuló que una solución para el peligro interpretativo que inquieta a los empresarios es la historia fidedigna de la ley, en cuanto entender que el artículo 25 ter es la norma base, sin perjuicio de las jornadas que se acuerden según el inciso penúltimo del artículo 38 del Código del Trabajo.


La Senadora señora Muñoz mantuvo su opinión de que el espíritu del artículo 25 ter es regular en forma específica la jornada laboral y los descansos de los trabajadores ferroviarios y recordó que la Moción original tuvo como base para agregar dicho artículo la interpretación dada por los empleadores y la Inspección del Trabajo a la norma actual, en cuanto que la jornada podía comprender hasta dieciséis horas continuas sin derecho a descanso ni alimentación, por lo que introducir una remisión al inciso penúltimo del artículo 38 podría significar distintas interpretaciones que desvirtuarían el sentido de ambas disposiciones.


La Senadora señora Goic estimó que tanto el artículo 25 ter que se propone incorporar al Código del Trabajo como el artículo 38 del mismo cuerpo legal son textos lo suficientemente claros para adoptar las resoluciones pertinentes.


El Senador señor Larraín, teniendo en consideración la sugerencia formulada por los representantes de las empresas de ferrocarril, presentó la siguiente indicación:


“Para agregar al artículo 25 ter que se incorpora al Código del Trabajo, un numeral 6 del siguiente tenor:


“6.- Las reglas anteriores se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso penúltimo del artículo 38 de este Código.”.”.


-Puesta en votación fue rechazada por 2 votos en contra de las Senadoras señoras Muñoz y Goic y un voto a favor del Senador señor Larraín.


-Seguidamente, la Presidenta puso en votación en particular el proyecto de ley, resultando aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto de ley en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados, cuyo texto señala lo siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:

1.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 25, la frase “de servicios interurbanos de transporte de pasajeros y del que se desempeñe a bordo de ferrocarriles,” por la siguiente: “y de servicios interurbanos de transporte de pasajeros,”.

2.- Elimínase, en el inciso tercero del artículo 25, la expresión “y el personal que se desempeña a bordo de ferrocarriles”.

3.- Incorpórase el siguiente artículo 25 ter:

“Artículo 25 ter.- La jornada de trabajo y descansos de los trabajadores que se desempeñen como parte de la tripulación a bordo de ferrocarriles, se regirá por las siguientes reglas:

1.- La jornada ordinaria de trabajo no podrá superar las 180 horas mensuales. La jornada diaria no podrá superar las siete horas treinta minutos continuas en el caso del transporte de pasajeros, ni las 9 horas continuas en el caso de transporte de carga, ambos períodos dentro de un lapso de veinticuatro horas.

En el caso de que circunstancias tales como el tiempo de cruzamiento de trenes, accidentes, u otras difíciles de prever y que impliquen interrumpir el servicio ferroviario de pasajeros o de carga, superando los tiempos máximos establecidos en el párrafo anterior, el empleador deberá pagar las horas en exceso con el mismo recargo que establece el artículo 32 de este Código. Con todo, si las contingencias descritas implicaren una demora tal que se deban sobrepasar las once horas de trabajo, el empleador deberá proveer una tripulación de relevo para la continuación del servicio.

2.- La programación mensual de los servicios a realizar, deberá ser entregada al trabajador con a lo menos 15 días de anticipación.


3.- Tratándose de trenes de pasajeros, el maquinista no podrá conducir más de cinco horas continuas, tras lo cual tendrá derecho a una hora de descanso imputable a la jornada diaria.


4.- Finalizada la jornada ordinaria diaria el trabajador tendrá derecho a un descanso mínimo de 10 horas continuas, al que se agregará el tiempo necesario para traslado del trabajador al lugar en que pernocte o descanse.


5.- Las partes podrán programar turnos de espera o llamado de hasta siete horas treinta minutos continuas dentro de un lapso de veinticuatro horas para la realización de un servicio; con todo, luego de transcurridas las horas del referido turno, el trabajador tendrá derecho a un descanso mínimo igual al indicado en el numeral 4. Las horas correspondientes a los turnos de llamado, no serán imputables a la jornada mensual, y deberán remunerarse de común acuerdo entre las partes, no pudiendo esta retribución ser inferior al valor de la hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual.”.”.

-------


Acordado en sesión celebrada el día 11 de junio de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier y en sesión celebrada el día 18 de junio de 2014, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Larraín y Letelier.


Sala de la Comisión, a 23 de junio de 2014.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, HORVATH Y NAVARRO, 

CON LA QUE SE INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE RECONOCIMIENTO, FOMENTO Y AMPARO DE LOS DERECHOS LINGÜÍSTICOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE CHILE

(9.412-04)

Fundamentos

Como consecuencia de su falta de reconocimiento y protección las lenguas indígenas de Chile se encuentran en riesgo de desaparecer. Ellas son vehículo fundamental para la transmisión y sostenimiento del patrimonio inmaterial de la Humanidad, el cual le corresponde al Estado amparar y fortalecer.

Las lenguas permiten que los integrantes de los pueblos originarios puedan desarrollarse como personas, construir sus futuros y tener voz en la sociedad contemporánea, tanto individual como colectivamente. La lengua materna es el primer vehículo de integración a la comunidad, lo que se ve violentado con la imposición de una lengua ajena, afectando el desarrollo de los niños, de su aprendizaje y la visión de sí mismos. Los objetivos públicos de lograr una educación de calidad tienen en este aspecto un desafío importante.

Si bien la castellanización de los pueblos originarios presagia un continuo decaimiento de las lenguas originarias, en algunos de ellos se mantiene el uso primordial de éstas. El caso del pueblo Pehuenche grafica lo dicho. Allí se desarrollan esfuerzos para acercar las materias del programa educacional a la lengua chedungun, una variante del mapudungun, en un contexto en el cual la existencia de educadores tradicionales es muy baja para las necesidades de una comunidad escolar con hasta un cincuenta por ciento de alumnos que no dominan el castellano en cursos tan avanzados como sexto básico. En el caso de la lengua del pueblo Kawésqar se han hecho esfuerzos de revitalización que se han extendido a centros urbanos de la Región de Magallanes y Antártica Chilena, aunque los programas dedicados a ese fin sufren permanentemente de interrupciones debidas a cambios de gobierno y de los énfasis que ellos ponen respecto de una eventual política lingüística.

Chile tiene una rica herencia radicada en las lenguas de sus pueblos originarios. Sin embargo, ellas han perdido vitalidad o se encuentran en riesgo de desaparición. De los nueve pueblos originarios reconocidos en la Ley Indígena, en seis de ellos se mantienen hablantes nativos aunque con una muy baja tasa en relación al uso del castellano. Se trata de las lenguas aymara, kawésqar, mapudungun, qechua, rapa nui. En el caso de lengua del pueblo Kawésqar, quince de sus integrantes la mantienen activamente, mientras que en el caso del pueblo Yagán sólo existe un hablante nativo. La lengua selk'nam ha perdido sus hablantes en Chile; la lengua diaguita ha seguido la misma suerte, habiéndose dejado de hablar y sin contar con documentación, lo que hace más difícil su reconstrucción, cosa que también sucede con la lengua likan antay, de la cual se cuenta con poca documentación.

Es urgente que el Estado revierta el proceso de decaimiento de las lenguas indígenas, adoptando políticas públicas integrales, de protección, rescate y promoción de estas lenguas. Los derechos lingüísticos son manifestación de los derechos humanos fundamentales, siendo la lengua de los pueblos el medio por el cual estos ordenan el Universo, permitiéndoles su comunicación. La Declaración de Derechos Lingüísticos (Barcelona, 1994) reconoce que ellos tienen una dimensión individual y colectiva, tal como lo hace también el Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo. La práctica de los Estados en la región confirma este reconocimiento, dado que países como Argentina, Bolivia, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú y México han adoptado leyes de derechos lingüísticos, siendo Chile quien se encuentra a la saga de esos países.

Conforme al D.S. 280 del Ministerio de Educación del año 2009, en Chile el Estado solo garantiza el derecho de aprender la lengua indígena cuando en escuelas básicas exista un número de alumnos indígenas superior al veinte por ciento de la matrícula. No se garantiza, sin embargo, la educación en lengua indígena a los niños que la tienen por lengua materna, quienes sólo pueden acceder a la educación pública una vez castellanizados. La política es también ruralista, dado que la educación en lengua indígena no alcanza a la ciudad, a pesar que en ella es donde vive casi el setenta por ciento de la población indígena. Oficinas administrativas y otros espacios públicos, así como los medios de comunicación de masas, carecen también de prácticas que de cuenta de la pluralidad lingüística de Chile.

La formación superior de profesores no cuenta con programas de educación bilingüe que los forme en las lenguas de los pueblos originarios. El currículum escolar hace invisibles a los pueblos originarios y sus aportes no forman parte de los contenidos mínimos obligatorios del sistema educativo.

Todo ello muestra que en Chile el racismo y la discriminación hacia los pueblos originarios es de carácter estructural, lo que atenta contra un sistema democrático fundado en el respeto y protección de los derechos humanos. Además, el desconocimiento de sus culturas constituye un problema social y cultural serio, que va en contra de la dignidad humana y de los principios democráticos de libertad de expresión.

Los derechos lingüísticos de los pueblos originarios se encuentran protegidos internacionalmente. La Parte VI del Convenio N° 169 de la OIT, referida a educación y medios de vida, está dedicada en buena parte a reconocer, proteger y promover los derechos lingüísticos de los pueblos originarios en sus diversas manifestaciones. Dicho convenio, además, se inscribe en el marco de la protección y promoción de los derechos humanos, por lo que es consistente con el esquema regional de protección de los derechos humanos consagrado en la Convención Interamericana de los Derechos Humanos. Los mismos se encuentran consagrados en normas generales del derecho internacional, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, del año 1966; y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del mismo año. Por su parte la Declaración de las Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas, del año 2007, desarrolla el derecho de los pueblos indígenas a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir sus idiomas, literaturas, así como el derecho que les asiste a ser entendidos en sus actuaciones en la vida civil. También protege el derecho a la educación en la lengua originaria y a mantener medios de comunicación en la misma lengua. Tal declaración forma parte del derecho internacional por la vía de la generalización de una opinión jurídica que reconoce y protege a los pueblos originarios y a sus lenguas.

En el marco de esos mismos instrumentos, resulta que la sola oficialización de las lenguas originarias no es suficiente. El Estado debe comprometerse a protegerlas y desarrollarlas. Se necesita proteger las lenguas, garantizar su uso público, proteger los derechos lingüísticos de los hablantes, garantizar la no discriminación por hablar una lengua originaria, y asignar competencias públicas en la materia.

La Ley debe recoger la experiencia que se lleva a cabo en universidades del Estado, cuyo rol público en la protección y promoción de las lenguas originarias debe ser estimulado a través de la creación de centros o institutos debidamente apoyados para dicho fin, coordinados a través de las competencias en la materia que le corresponden a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena o su sucesor legal. Esto asegurará un alto estándar de protección y una rápida diseminación de las lenguas originarias en los distintos niveles de la sociedad.

Los pueblos indígenas aportan al país conocimientos, valores, culturas y lenguas. El reconocimiento de ser un país multilingüe nos pone a la altura del desarrollo de la Humanidad. Con ello se evitan los efectos negativos de una sociedad globalizada, con sus consecuencias en la homogeneización de las competencias lingüísticas.

Corresponde al Estado y a la sociedad en su conjunto defender el patrimonio cultural del país, respetar los derechos de los pueblos indígenas y garantizarlos para las nuevas generaciones.

Sin perjuicio de que ella deba someterse a los procedimientos de consulta previstos en el Artículo 6 del Convenio N° 169 de la OIT, este anhelo de protección de las lenguas originarias ha nacido desde el seno de los Pueblos Indígenas de Chile y de la Red de los Derechos Educativos, Culturales y Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, quienes por medio de dos Congresos de las Lenguas realizadas en los años 2009 y 2011 en la Ciudad de Santiago acordaron los contenidos de la presente Moción,

Por las razones anteriores venimos en presentar el siguiente Proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY GENERAL DE DERECHOS LINGÜÍSTICOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS DE CHILE

CAPITULO I

PRINCIPIOS Y DEFINICIONES

Artículo 1°. Objeto y alcance de la ley.

Es deber del Estado y de sus organismos, así como de la sociedad toda, reconocer, proteger y garantizar los derechos lingüísticos individuales y colectivos de los pueblos indígenas de Chile, así como la promoción del uso y desarrollo de sus respectivas lenguas.

Mediante la presente ley se implementan las obligaciones que, conforme al derecho internacional, le caben al Estado de Chile en lo relativo a la protección y promoción de los derechos lingüísticos de los pueblos indígenas, a la diseminación de sus conocimientos y valores, cultura y educación.

El bilingüismo es un derecho de los pueblos indígenas. Su implementación no debe discriminar ni significar un detrimento a la educación y comunicación de esos pueblos en su idioma originario.

Artículo 2°. Términos empleados.

Para los efectos de esta ley se emplea la clasificación de la UNESCO, la cual hace las siguientes distinciones:

a) Por lengua vulnerable se entiende aquélla que es hablada por la mayoría de los niños miembros de la comunidad lingüística respectiva pero cuyo uso se encuentra restringido a ciertos espacios de la comunidad como, por ejemplo, el hogar;

b) Lenguas evidentemente en peligro son aquéllas que ya no son aprendidas por los niños como lengua materna en el hogar.

c) Lenguas severamente en peligro son aquéllas en que su uso sólo se da por parte de abuelos y otros ancianos, en tanto que los padres pueden entenderla, pero no la han transmitido a los hijos y tampoco la hablan entre ellos.

d) Lenguas críticamente en peligro son aquéllas habladas sólo por los abuelos y otros ancianos parcialmente y con poca frecuencia.

e) Lengua dormida es aquélla lengua que no es practicada pero de la cual existen registros que permiten revitalizarla.

Artículo 3°. De la pluriculturalidad del país y su reconocimiento.

El Estado de Chile reconoce que la sociedad chilena es pluricultural y plurilingüe, rasgos constitutivos que se han mantenido desde sus orígenes. Las políticas educativas, culturales y lingüísticas deberán estar acordes con este reconocimiento y enmarcarse en el derecho aplicable a las mismas.

Se reconoce el carácter bilingüe de los pueblos indígenas; por cuanto promueve el conocimiento de la lengua indígena de los pueblos respectivos, así como el acceso equitativo al castellano como lengua de comunicación intercultural entre los pueblos.

Artículo 4°. De las lenguas originarias de Chile

Son lenguas de los Pueblos Indígenas aquellas lenguas preexistentes al Estado chileno, presentes en el territorio y que se reconocen por poseer sus gramáticas específicas y un conjunto ordenado y sistemático de formas orales funcionales y simbólicas de comunicación.

Son lenguas originarias el aymara, colla, diaguita, kawésqar, likan antay, mapudungun, quechua, rapa nui y yagán con sus estructuras sonoras y morfosintácticas respectivas. Todas ellas son lenguas que, junto al castellano, son reconocidas como idiomas nacionales, teniendo la misma validez jurídica y funcional en los respectivos territorios, comunidades y contexto en que se hablen.

Las lenguas vulnerables o en peligro, según la clasificación del Artículo 2° de esta ley, deberán ser objeto de políticas específicas para lograr y proteger su revitalización.

Artículo 5°. Ámbito de políticas

El Estado deberá promover la revitalización, normalización y sistematización de las lenguas vulnerables y en peligro, de manera de asegurar la presencia sostenible de hablantes activos.

Artículo 6°. Fomento de las lenguas originarias

Los pueblos y comunidades podrán requerir del Estado la asistencia necesaria para la recuperación de sus respectivas lenguas. La viabilidad de tal recuperación se evaluará mediante procesos de consulta conforme a los estándares generalmente aceptados en el derecho indígena. En todo caso, los pueblos y comunidades tendrán siempre el derecho de iniciar procesos endógenos de revitalización de sus lenguas en el marco del derecho a la autodeterminación.

CAPITULO II

DE LOS DERECHOS LINGÜÍSTICOS 

Artículo 7°. Derechos lingüísticos individuales y colectivos

Son derechos lingüísticos los derechos colectivos e individuales de una comunidad lingüística originaria:

a. El derecho a comunicarse en la lengua de la que se es hablante, sin restricciones en el ámbito público o privado, en forma oral y/o escrita, en todas sus actividades sociales, económicas, políticas, culturales, religiosas y en procedimientos judiciales y administrativos, y cualesquiera otras.

b. El derecho de los descendientes de un pueblo indígena a aprender y adquirir la lengua de sus padres, abuelos o antepasados pertenecientes al pueblo indígena del país, cualquiera sea.

c. El derecho a conservar y a proteger los nombres de personas, lugares y territorios en la respectiva lengua indígena, y, en general, los nombres propios en esas lenguas.

d. El derecho a la no discriminación por razones lingüísticas en áreas como el trabajo, la seguridad social, la salud, la vida familiar, la educación, la vida cultural y la libertad de expresión;

e. El derecho a la recuperación y fortalecimiento de lenguas vulnerables o en peligro mediante mecanismos que los propios pueblos determinen u otros adecuados, atendiendo al interés del pueblo o comunidad originaria y su derecho a la autodeterminación.

f. El derecho a ser consultados conforme a los estándares internacionalmente reconocidos, respecto a toda medida que se pretenda implementar en materia de lenguas, conocimientos y valores y culturas originarias.

Artículo 8°. De la educación multilingüe y la educación pluricultural

El derecho a ser educado en su lengua originaria y a ser respetado por el ejercicio de ese derecho alcanza todos los niveles y estatutos aplicables al respectivo establecimiento educacional o institución de educación superior.

Las autoridades educacionales, así como los educadores, colaboradores y auxiliares de la educación en general, deberán proveer de un entorno y de los medios adecuados para proporcionar una educación bilingüe e intercultural a los niños y jóvenes indígenas que accedan al sistema educativo.

Artículo 9° Protección de denominaciones

Ninguna persona, pública o privada, puede apropiarse de los nombres, toponimias, o denominaciones de origen indígena sin el consentimiento explícito de las comunidades respectivas. Los derechos de propiedad intelectual o patentes que se deriven de ellos beneficiarán sólo al pueblo o comunidad respectiva que haya decidido su inscripción o patentamiento.

CAPITULO III:

DE LAS ENTIDADES LINGÜISTICAS 

Artículo 10° De los institutos lingüísticos

La Corporación Nacional de Desarrollo Indígena podrá, conforme a la Ley Indígena, crear institutos lingüísticos en aquellas localidades en que no se pueda hacer efectivo lo dispuesto en el Artículo precedente.

Artículo 12° Asociaciones civiles lingüísticas

La ley reconoce el papel colaborador que desarrollan las asociaciones lingüísticas e interés público que se constituyan conforme a las disposiciones de la Ley 20.500.

CAPITULO IV

MEDIOS DE COMUNICACIÓN E INFORMACIÓN 

Artículo 11°. Derecho a la información

Los pueblos y comunidades originarias tienen derecho a ser informadas en su propia lengua. Los medios de comunicación de masas deberán procurar lo medios para que ello se haga efectivo. Un reglamento establecerá los procedimientos y contenidos mínimos que deberán cumplir tales medios para hacer efectivo este derecho.

CAPITULO V 

SANCIONES

Artículo 12°. De la protección lingüística

Los pueblos y comunidades originarias podrán recabar la protección del Estado y sus organismos por las infracciones que se cometan a esta ley y a los derechos lingüísticos de los pueblos originarios en general.

Artículo 13°. Apropiación de conocimientos indígenas

Hay objeto ilícito en el uso no consentido de conocimientos indígenas en cualquiera de sus formas.

La apropiación de conocimientos indígenas, sea en su expresión verbal, escrita o gráfica, sin aprobación previa del respectivo pueblo o comunidad otorgada de acuerdo a los estándares de consulta generalmente reconocidos, se sancionará con una multa a beneficio fiscal de 500 a 1.000 U.T.M.

Las infracciones a esta ley serán de competencia de los Juzgados de Policía Local, quienes las tramitarán conforme al procedimiento establecido en la Ley N° 18.287.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR LETELIER, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE COMO FERIADO NACIONAL EL DÍA CORRESPONDIENTE A LA CONMEMORACIÓN DEL AÑO NUEVO MAPUCHE 

O WE TRIPANTU

(9.408-06)

Considerando:

Que el Convenio 169 de la OIT sobre los Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes fue ratificado por Chile el año 2008, para entrar en vigencia plena el 15 de Septiembre del 2009.

Que este, como norma especial sobre Derechos Humanos de dichos pueblos, establece normas especiales obligatorias para el Estado en relación a la protección de sus derechos.

Que, asimismo, siendo un tratado sobre Derechos Humanos, se incorpora a la Constitución Política de la República por medio del artículo 5 inciso 2°, estableciendo el imperativo para los órganos del Estado de tomar en cuenta las diferencias sustantivas a las que se ven afectos los pueblos originarios y realizar las acciones necesarias para garantizar sus derechos.

Que dicha obligación de fuente internacional y nacional, obliga al Estado a crear normas internas y en su caso, instituciones, así como poner a disposición recursos que faciliten su aplicación.

Que transcurridos casi 5 años desde la plena vigencia del Convenio, en Chile la implementación de las medidas a las que el Estado se encuentra obligado ha sido, al menos, insuficiente, según los informes evacuados tanto por los organismos internacionales encargados de verificar su cumplimiento, como por el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

Que el artículo 2 del Convenio, en su literal b, establece dentro de las medidas que los Estados signatarios deben proveer, aquellas que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones, y sus instituciones.

Que observando la gran diversidad cultural de los pueblos originarios que habitan o han habitado el territorio que hoy día conocemos como República de Chile, es posible afirmar que una parte significativa de ellos elevaron a un nivel sacro y realizaron la correspondiente conmemoración en el o los días que identificaban con el advenimiento de un nuevo año.

Que si bien la legislación chilena no trata de manera específica un procedimiento para motivar el establecimiento de días feriados, el análisis histórico de la normativa dictada concluye que estos han sido preferentemente asignados en conmemoración de un hecho histórico o religioso.

Que, respetando las respectivas cosmovisiones de nuestros pueblos originarios y en particular del pueblo Mapuche, es posible establecer que la conmemoración del nuevo año coincide con lo que en el calendario de uso común en Chile se denomina mes de Junio y coincide con el solsticio de invierno.

Considerando lo anterior, es que vengo en presentar la siguiente moción:

"Artículo único. - Establécese Feriado Nacional para todos los efectos legales, el día del mes de junio correspondiente a la conmemoración del Año Nuevo Mapuche o WE TRIPANTU, según el uso y la costumbre de este pueblo originario".

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE Y PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES ESPINA, HARBOE Y LETELIER, CON LA QUE SE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE DEROGA LOS NUMERALES 1° Y 2° DEL ARTÍCULO 497 DEL CÓDIGO CIVIL, RELATIVOS A LA INCAPACIDAD DE CIEGOS Y MUDOS PARA DESEMPEÑAR TODA CLASE DE TUTELAS O CURATELAS

(9.409-07)

Consideraciones:

1) En nuestro ordenamiento jurídico existen una serie de normas y preceptos que en la práctica importan una serie de restricciones y limitaciones al ejercicio de derechos fundamentales de personas con capacidades especiales o diferentes, ello, a pesar que en nuestra Constitución Política se encuentra prohibido cualquier acto de discriminación arbitraria, tal como se lee en el numeral 2° del art. 19 del Código Político.
2) En este orden, en el Titulo XIX, del Libro I, del Código Civil, se trata el tema "De las Tutelas y Curatelas en General", y es en el artículo 338 del mismo Código, donde se entrega un concepto legal sobre el particular, estableciendo que: "Las tutelas y las Curadurías o curatelas son cargos impuestos a ciertas personas a favor de aquellos que no pueden dirigirse a sí mismos, o administrar competentemente sus negocios, y que no se hallan bajo potestad de padre o madre que pueda darles la protección debida.

Las personas que ejercen estos cargos se llaman tutores o curadores y generalmente guardadores"

Sin embargo, en los numerales 1° y 2° del artículo 497 del Código Civil, se establecen los preceptos que contradictoriamente autorizan la discriminación arbitraria que actualmente impide a "Los ciegos" y a "Los mudos" - respectivamente- ser tutores o curadores.

3) Que es nuestra voluntad adoptar medidas legislativas, para expulsar del ordenamiento jurídico nacional toda norma o precepto que pugne con la inclusión o cohesión social, que debemos adoptar como sociedad moderna en torno a las personas con capacidades especiales o diferentes.

4) Que como Estado hemos firmado Tratados Internacionales, suscritos y ratificados, que nos obligan a adoptar medidas que signifiquen la inclusión de todas y todos los habitantes de la República.

5) Así las cosas, en el Art. 4 de la "Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU", establece obligaciones a los Estados firmantes que no pueden ser inobservadas, que reza de la siguiente forma: "Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención"

6) En el ámbito nacional, con la dictación de la Ley 20.609, Publicada en el D.O. el 24.07.2012, como país comenzamos a hacernos cargo de la debida y necesaria inclusión; es así como en su Artículo 2°.- establece una definición de discriminación arbitraria, la que reza: "Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad"

7) Que en virtud de todo lo anteriormente expuesto, creemos que actualmente no existen justificaciones que impidan a personas con capacidades especiales o diferentes se tutores o curadores, lo que nos hace creer que es necesario derogar estos preceptos que están contenidos en el art. 497 del Código Civil.

Objetivo del Proyecto:

Eliminar del ordenamiento jurídico nacional preceptos legales que pugnen con normas y principios que consagren la igualdad ante la Ley y la no discriminación arbitraria, permitiendo la plena inclusión de todas y todos los habitantes de la Republica, al pleno ejercicio de sus derechos fundamentales, especialmente en el ámbito del Derecho Privado.

Por consiguiente, vengo en proponer y presentar a ustedes el siguiente Proyecto de Ley:

PROYECTO DE LEY:

Artículo Único: deróguense los numerales l° y 2° del artículo 497 del Código Civil.

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Alberto Espina Otero, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR WALKER, DON PATRICIO, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DE AGUAS REGULANDO LA CADUCIDAD DEL DERECHO DE APROVECHAMIENTO DE AGUA

(9.413-09)

En general, se puede señalar que, someter los derechos de aprovechamiento de aguas a un régimen de caducidad se fundaría en que tales derechos serian ejercidos respecto de un bien que, conforme con la Constitución y las leyes, es calificado como bien nacional de uso público, lo que significa que por regla general, ellos pueden ser usados por todas las personas en igualdad de condiciones.

Por otra parte, en otros casos nuestra legislación establece, que un derecho adquirido a partir de un Acto Administrativo se encuentre sujeto a un régimen de caducidad, asociado al incumplimiento de obligaciones e, incluso, en el caso de las concesiones marítimas existe la facultad de poner término a la concesión sin expresión de causa.

I. Régimen normativo aplicable al agua

El numeral 23 del artículo 19 de la Constitución Política asegura a todas las personas: "La libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes, excepto aquellos que la naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres o que deban pertenecer a la Nación toda y la ley lo declare así. Lo anterior es sin perjuicio de lo prescrito en otros preceptos de esta Constitución. Una ley de quórum calificado y cuando así lo exija el interés nacional puede establecer limitaciones o requisitos para la adquisición del dominio de algunos bienes;"

A este respecto Evans de la Cuadra señala que "La Constitución garantiza la libertad para adquirir a cualquier título lícito, y de hacer ingresar al dominio privado de las personas toda clase de bienes (...) y todas las cosas susceptibles de ser incorporadas a un patrimonio personal. La adquisición del dominio supone la protección constitucional de derecho de propiedad sobre los bienes." Así, lo garantizado por esta norma constitucional es el derecho para adquirir el dominio de sobre toda clase de bienes pero no de una manera absoluta, pues establece ciertas categorías de ellos que quedan fuera del comercio y por tanto respecto de las cuales no es posible la apropiación por parte de los particulares: aquellas que la naturaleza ha hecho común a todos los hombres y las que, a través de una declaración legal, deben pertenecer a la nación toda.

En materia de aguas esta norma debemos complementarla con los artículos 589 inciso primero y 595 de Código Civil y el artículo 5° del Código de Aguas. La primera de estas normas dispone: "Se llaman bienes nacionales aquellos cuyo dominio pertenece a la nación toda". Con esto tenemos que los bienes nacionales y aquellos que deben pertenecer a la nación toda, de los que habla el texto constitucional, conforman una misma categoría. Molina Guaita señala que, en todo caso, "Hay que atender a la naturaleza de los bienes y no sólo a la voluntad del legislador."

La segunda de las normas, el artículo 595 del Código Civil, se refiere específicamente a las aguas y prescribe que "Todas las aguas son bienes nacionales de uso público" con lo que las aguas serían de aquel tipo de bienes cuyo "( ... ) uso pertenece a todos los habitantes de la nación". No obstante, esta afirmación debemos entenderla en concordancia con lo que dispone la última de las normas que hemos citado más arriba: el artículo 5° del Código de Aguas que dispone: "Las aguas son bienes nacionales de uso público y se otorga a los particulares el derecho de aprovechamiento de ellas, en conformidad a las disposiciones del presente Código."

Del análisis de estas normas tenemos que las aguas son bienes nacionales de uso público, es decir, sobre ellas se ha establecido una reserva estatal o publicatio de su titularidad; en otras palabras, es el Estado el titular de las mismas. Así, la segunda parte del artículo 5° del Código de Aguas tiene su explicación en esta reserva que se hace de las mismas. En palabras de Vergara Blanco "(…) todo uso de las aguas por los privados debe necesariamente ser concedido por el Estado: éste otorga a los particulares una 'concesión o merced de aguas' ".

II. Derechos de aprovechamiento de agua

Sobre las aguas como bienes nacionales de uso público, el Estado otorga, mediante una concesión administrativa, un "derecho de aprovechamiento" que no es otra cosa que la entrega de un poder jurídico "(...) que se manifiesta por la posibilidad que tiene una persona, natural o jurídica, de usar agua, de utilizar agua para los fines que estime convenientes, de acuerdo con las características de su título."

El Código de Aguas en su artículo 6° incisos primero y segundo define este derecho: "El derecho de aprovechamiento es un derecho real que recae sobre las aguas y consiste en el uso y goce de ellas, con los requisitos y en conformidad a las reglas que prescribe este Código. El derecho de aprovechamiento sobre las aguas es de dominio de su titular quien podrá usar, gozar y disponer de él en conformidad a la ley."

Es, por tanto, un derecho que se le otorga a los particulares, de manera gratuita, para que puedan aprovechar las aguas y, como tal se incorpora dentro del patrimonio de las personas. Consecuentemente, se encuentra protegido constitucionalmente por la garantía contenida en el artículo 19 N° 24 de nuestra Constitución Política, tanto por la garantía general contenida en el inciso primero de dicho numeral -"El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales. (...)"- y de manera específica en su inciso final al prescribir "Los derechos de los particulares sobre las aguas, reconocidos o constituidos en conformidad a la ley, otorgarán a sus titulares la propiedad sobre ellos;".

Ahora bien, a diferencia de otros derechos que el Estado, a través de la Administración, constituye a favor de los particulares, este derecho no se encuentra sujeto a un régimen de caducidad. Por el contrario, por tratarse de un derecho real, los derechos de aprovechamiento, una vez legalmente constituidos, sólo van a extinguirse para su titular en la medida que otra persona los adquiera, mediando la respectiva tradición del derecho o por prescripción adquisitiva.

Sin embargo, es necesario además hacer referencia a dos figuras que se regulan en el Código de Aguas que implican la extinción del derecho para su titular: la renuncia y el remate por no pago de la patente por no uso de los derechos de agua.

Respecto de la renuncia, esta se encuentra contemplada, como una forma de extinción de los derechos de aprovechamiento, en el artículo 6° inciso final del código del ramo que establece: "Si el titular renunciare total o parcialmente a su derecho de aprovechamiento, deberá hacerlo mediante escritura pública que se inscribirá o anotará, según corresponda, en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces Competente. El Conservador de Bienes Raíces Informará de lo anterior a la Dirección General de Aguas, en los términos previstos por el artículo 122. En todo caso, la renuncia no podrá ser en perjuicio de terceros, en especial si disminuye el activo del renunciante en relación con el derecho de prenda general de los acreedores.".

Esta renuncia es la única forma en que un particular se deshace de su derecho de aprovechamiento y este, en cierta forma, vuelve a manos del Estado. Para que ella tenga efectos, debe ser hecha mediante escritura pública y debe inscribirse en el Registro de Propiedad de Aguas y anotarse en el Catastro Público de Aguas.

Por ser el derecho de aprovechamiento de aguas uno de carácter patrimonial, se establece una situación en que la renuncia no produce efectos: cuando ella es hecha en perjuicio de los derechos de los acreedores. Lo anterior, por cuanto una persona, a fin de ocultar sus bienes y que sus acreedores no puedan cobrar sus créditos, podría renunciar, total o parcialmente, a los derechos de agua de que es titular, lo que obviamente se traduce en un perjuicio para tales terceros.

En relación al remate de los derechos de aguas por no pago de la patente por no uso podemos señalar que, a diferencia del caso anterior, tal derecho no desaparece sino que es transferido, de manera forzosa en este caso, a un tercero que pasa a ser su nuevo titular. De esta forma, no se produce, como en el caso de la renuncia, una devolución del derecho hacia el Estado, en su calidad de titular de los bienes nacionales de uso público, sino que tal derecho puede seguir siendo ejercido y transferido en el denominado mercado de las aguas.

III Régimen de caducidad de otros derechos constituidos administrativamente

A diferencia de lo que ocurre con los derechos de aguas, existen en nuestro ordenamiento, otros derechos que son constituidos por parte de la Administración del Estado a favor de los particulares de manera gratuita.

Así, por ejemplo, el Decreto Ley N° 1.939 de 1977 que establece normas sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado, al regular las transferencias a título gratuito de bienes fiscales, sujeta dichas transferencias a un régimen de caducidad, la que se aplica cuando el beneficiario con la transferencia no diere cumplimiento a las obligaciones impuestas, infringiere las prohibiciones que se le fijaren, sin derecho a indemnización (artículo 94).

Por otra parte, en el caso de las concesiones marítimas, las que al igual que los derechos de aguas se ejercen sobre un bien nacional de uso público, se encuentran sujetas a un régimen de caducidad. En este sentido el artículo 7° de la Ley de Concesiones Marítimas establece las siguientes causales de caducidad:

"a) El atraso en el pago de la renta de concesión correspondiente a un período anual o a dos períodos semestrales;

b) La infracción de cualquiera disposición del presente decreto con fuerza de ley o del reglamento, y

c) El incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el decreto de concesión."

Además, cabe destacar que los artículos 9° y 10 de esta ley establecen a favor del Estado el derecho a poner término a las concesiones, incluso sin expresión de causa y sin derecho a indemnización para el concesionario.

IV. Establecimiento de un régimen de caducidad en materia de derechos de aprovechamiento de aguas

A partir de lo dicho, establecer un régimen de caducidad de derechos de agua, no aparece como algo exótico a nuestro ordenamiento jurídico. De lo que se ha dicho, tenemos que las aguas son bienes nacionales de uso público y el derecho que se concede a los particulares es un derecho de aprovechamiento de las mismas y no un derecho de propiedad de las mismas.

Por otra parte, los derechos que tienen como fuente actos administrativos, están sujetos a un régimen de caducidad, esto es, que el incumplimiento de determinadas obligaciones, establecidas por la ley e incluso por el acto que concede el derecho abre la opción de poner término a tal derecho, fundado en el referido incumplimiento.

Así, para poder establecer un régimen de caducidad de los derechos de aguas, sería necesario establecer a nivel legal y específicamente en el Código de Aguas los siguientes aspectos:

• Las causales de caducidad de los derechos de agua, tomando en consideración el tipo de derecho de que se trate (consuntivo, no consuntivo, de ejercicio permanente o esporádico, etc.);

• El procedimiento y requisitos para declarar la caducidad;

• El régimen de reclamación de la declaración de caducidad.

Atendidas las consideraciones formuladas, vengo en proponer el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Introdúcese las siguientes modificaciones al Código de Aguas:

a.- Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero al artículo 21: "El derecho de aprovechamiento se extinguirá o caducará si las aguas no se utilizaren durante tres años consecutivos o durante el plazo señalado en la concesión, si cesare durante ese plazo la utilización para la cual se concedió o si se diere a las aguas una utilización distinta a la señalada en la concesión.

La Dirección General de Aguas, a petición de cualquier persona interesada declarará la caducidad de acuerdo al procedimiento de los artículos 130 y siguiente de este Código y su resolución podrá ser objeto de reconsideración ante la Corte de Apelaciones respectiva, según lo dispuesto en los artículos 136 y 137"

b.- Reemplázase el número 7 del artículo 114 por el siguiente: "7. Las resoluciones judiciales ejecutoriadas que reconozcan la existencia o declaren la caducidad total o parcial de un derecho de aprovechamiento inscrito."

c.- Agrégase al artículo 129, después del punto final que se elimina, la frase "y en este Código".

d.- Agrégase al artículo 140 los siguientes números 5 y 6 nuevos, pasando el 5 a ser 7 y el 6 a ser 8: "5. El uso o destino que se dará a las aguas; y la ubicación y extensión del terreno, industrial o establecimiento que va a aprovecharlas; 6. El plazo dentro del cual se iniciará el uso de las aguas sobre las que se hará efectivo el derecho, que no será superior a 3 años a contar de su otorgamiento. Podrá solicitarse y concederse un plazo mayor cuando los proyectos lo requieran, lo que calificará la Dirección General de Aguas".

e.- Introdúcese al artículo 149 un N° 7 nuevo, pasando el actual N° 7 a ser N° 8: "7. El plazo dentro del cual deberán usarse las aguas. Podrá prorrogarse este plazo por parte del Director General de Aguas."

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR GIRARDI, SEÑORA MUÑOZ Y SEÑORES DE URRESTI, GUILLIER Y QUINTANA, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO EN MATERIA DE ABORTO POR INDICACIONES TERAPÉUTICAS, EUGENÉSICAS O DE ÍNDOLE ÉTICA SOCIAL

(9.418-11)

CONSIDERANDOS

No resulta fácil ni comprensible en una sociedad ciertamente conservadora como la chilena proponer una legislación que despenalice determinados tipos de aborto. Máxime si ella además está fuertemente imbuida y compenetrada por los valores y principios filosófico-religiosos del judeo-cristianismo que han inspirado nuestra conformación socio cultural.

Con ello, lejos de desdeñar dicha concepción valórica, tan sólo queremos explicar contextualizadamente la dificultad y el rechazo que cualquier iniciativa despenalizadora del aborto ha tenido y tendrá -al menos por algún tiempo todavía- en nuestra sociedad.

Con conocimiento de nuestras convicciones sociales pero al mismo tiempo de la dramática y soterrada realidad que presenta en Chile la práctica del aborto es que hemos querido plantear una iniciativa legislativa que enfrente la práctica abortiva en nuestro país, bajo el ánimo de dar una solución clínica y a la vez jurídica a las diversas situaciones o hipótesis que a este respecto es posible plantear objetivamente, fuera de todo sesgo valórico, emocional, político o filosófico.

Hemos de considerar, en primer término los antecedentes que sobre esta materia han existido en nuestro país, que ya desde 1931 contemplaba una legislación sanitaria sobre aborto.

El aborto terapéutico consagrado en el antiguo artículo 119 del Código Sanitario nunca fue objetado constitucionalmente, ni durante la vigencia de la Constitución de 1925, ni durante ocho años de vigencia del actual texto constitucional

No existe historia de la ley que permita analizar las consideraciones que el legislador de la época tuvo, para prohibir el aborto sustituyendo la norma contenida en el artículo 119 del Código Sanitario, reformado por Ley 18.826 de 15 de septiembre de 1989.

La postura del Colegio Médico de Chile, consagrada en el artículo 26 de su Código de Ética, establece que "el aborto procede solamente cuando se cumplen las condiciones siguientes: a) se efectúe como medida terapéutica; b) la decisión sea aprobada por escrito, al menos por dos médicos escogidos por su competencia; y c) la operación sea efectuada por un médico especialista".

La existencia de patologías, en opinión de especialistas prestigiados en la comunidad médica, efectivamente ameritan la interrupción del embarazo. A saber, rotura de bolsa amniótica, infección del huevo o la sepsis materna, embarazo ectópico tubario u ovárico, enfermedades trofoblásticas como la mola, síndrome trombocitopénico trombótico, embolia amniótica pulmonar, hipertensión portal, etc.

El carácter extremadamente excepcional de la norma prohibitiva del Código Sanitario, ubica a Chile dentro de escasos países en el mundo donde no es legal la interrupción del embarazo ni siquiera para salvar la vida materna.

En todos los países desarrollados, incluyendo los católicos como España, Portugal e Italia, el aborto terapéutico en sentido amplio (vida y salud materna) es legal y regulado.

Los únicos tres países en América Latina, en los cuales la interrupción del embarazo es completamente ilegal, son Chile, República Dominicana y Haití.

El Aborto terapéutico garantiza que, en cada caso particular, se dé cumplimiento al artículo 19 N° 1 de la Constitución Política, en el sentido que ésta "asegura a todas las personas el derecho a la vida y a la integridad física y síquica…"

De manera tal, que cuando haya que optar entre la vida del que está por nacer y la vida o integridad física o síquica de la madre, exista la posibilidad que la decisión, no buscada, se adopte atendiendo a los elementos afectivos, éticos y clínicos de los involucrados en la situación particular.

Los sistemas utilizados por el derecho comparado pueden resumirse en el llamado sistema de indicaciones y el del plazo.

En conformidad al sistema de indicaciones se justifican ciertos abortos bajo ciertos presupuestos tales como cuando está el riesgo la vida o salud de la madre (indicación terapéutica) o existen presunciones fundadas de que el feto desarrollará malformaciones incompatibles con la vida (indicación eugenésica) o el aborto ha hizo fruto de la comisión del delito de violación (indicación ético-social) o bien cuando la condición económica de la madre no permitirá que esta pueda sostenerlo en la sociedad (indicación socio-económica).

En tanto, que en virtud del sistema del plazo se justifica penalmente el aborto cuando se lleva a cabo dentro de cierto tiempo desde el momento de la concepción que normalmente toma como referencia la anidación del ovulo fecundado en el útero o las primeras 12 o 22 semanas de gestación (modelo español).

Las indicaciones terapéutica, en general, cuanta con aceptación por la doctrina jurídica comparada, siendo su problema más bien la definición de sus límites y alcances. Así en nuestro país por ejemplo el afamado penalista ETCHEBERRY restringe los fines terapéuticos que justifican el aborto a la intervención para salvar exclusivamente la vida de la madre (en POLITIFF, GRISOLIA Y BUSTOS. Derecho Penal Chileno). La inclusión de la salud bajo esta indicación obviamente que da para pugnas doctrinarias siendo las soluciones penales dispares y combinadas.

Las indicaciones eugenésicas fueron despenalizadas en España por la L.O. 9/1985, de 5 de julio, esto es, aquella que posibilita la interrupción del embarazo cuando se presuma que el feto vaya a nacer con graves taras físicas o psíquicas, -como por ejemplo anencefalia- siempre que el aborto se practique dentro de las veintidós primeras semanas de gestación. Para la iniciativa propuesta hemos optado por establecer como causal la inviabilidad vital absoluta del feto para darle más certidumbre mejorando así nuestra propuesta originalmente planteada en Boletín N°9021-11.

La indicación ético social en tanto, concebida cuando estamos en presencia de la comisión de un delito de violación, tampoco ha contado con pasividad en la doctrina, existiendo modelos que la admiten y la rechazan. En Chile, una aproximación a su admisibilidad es la consagración del llamado aborto honoris causa, esto es el que practica la mujer por motivos de honor y que da origen a su favor a una atenuante de responsabilidad penal. No resulta, por tanto que consagrado ello ya en nuestro Código Penal se avance en establecer esta indicación como causal de exculpación.

Sólo en conformidad a estos tres razonamientos y causales hemos querido proponer una nueva legislación sanitaria sobre el aborto, particularmente teniendo en cuanta la realidad jurídica y cultural chilena: el aborto terapéutico largamente consagrado por más de un siglo en nuestra legislación sanitaria aunque restringiéndolo expresamente a los casos de conflicto entre la vida de la madre y el feto; el aborto eugenésico que introducimos en este proyecto y que tiene plena justificación médica y científica y el aborto por razones ético-sociales en casos de violación, sobre todo teniendo en cuenta el privilegio penal que la ley te ha dado a la mujer cuando se ve afectado su honor y dignidad y que creemos debiera ser concebido como un derecho a disponer del curso de su vida sobre todo cuando ha sido violentada y a través de la comisión de un delito.

Para este último caso hemos considerado prudente establecer la indicación combinada con un plazo, transcurrido en cual no es admisible proceder al aborto. Este plazo se propone en 12 semanas que es el que usualmente recogen los sistemas de plazo en el derecho comparado y que coincide con el tiempo relativo, en que el producto de la concepción pasa a adoptar la condición de feto, considerado propiamente el bien jurídico protegido por el delito de aborto. Creemos en suma que si la madre ha dejado transcurrir este plazo aun cuando se trate de un embarazo fruto de un delito de violación, no le es admisible invocar la causal para practicarse un aborto impune por cuanto ha tolerado el avance de su embarazo más allá de 12 semanas consintiendo en él en cierto modo máxime si para aquella época, gestacionalmente, ya ha desarrollado un feto que, con las cualidades propias de todo ser humano merece la protección penal asignada al delito de aborto.

Por estas consideraciones es que proponemos el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Reemplázase el art. 119 del Código Sanitario como sigue:

"Artículo 119°. Sólo con los fines terapéuticos, eugenésicos o ético-sociales que a continuación se expresan se podrá interrumpir un embarazo.

En caso en que esté en riesgo la vida de la madre y no existan otros medios para evitar dicho riesgo.

Cuando el feto presente o se establezca clínicamente su inviabilidad vital absoluta.

Cuando el embarazo sea consecuencia de un hecho constitutivo del delito de violación.

En este último caso, la interrupción del embarazo sólo podrá practicarse dentro de las primeras 12 semanas de gestación.

En cualquier caso, se requerirá de la evaluación clínica y opinión conforme de 2 médicos cirujanos.

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, ARAYA, QUINTEROS Y ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES EN MATERIA DE INSTALACIÓN DE ANTENAS EMISORAS Y TRANSMISORAS DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES

(9.410-15)

Las ciudades se han convertido hoy en una preocupación central de la gestión gubernamental y de los hacedores de políticas públicas. Según información de Naciones Unidas en el año 2010 más de 79,4% de la población de la región habita en ciudades y, en el 2013 por primera vez la población urbana mundial supera la rura1.

Frente a esto, diversos intelectuales e investigadores nacionales e internacionales han puesto de relieve que las ciudades no son meros contenedores de relaciones sociales, sino motor y productor de formas de organización, producción e interacción de sus habitantes. Así pues ha emergido con fuerza desde la sociedad civil la idea del Derecho a la Ciudad. Tras sucesivas reuniones, tales como el Foro Social de las Américas (Quito, Julio 2004), Foro Mundial Urbano (Barcelona, Octubre 2004), Foro Social Mundial (Porto Alegre, Enero 2005) y Revisión previa (Barcelona, Septiembre 2005) se establece en las Disposiciones Generales, Art.1:

"El Derecho a la Ciudad es definido como el usufructo equitativo de las ciudades dentro de los principios de sustentabilidad democracia, equidad y justicia social. Es un derecho colectivo de los habitantes de las ciudades, en especial de los grupos vulnerables y desfavorecidos, que les confiere legitimidad de acción y de organización, basado en sus usos y costumbres, con el objetivo de alcanzar el pleno ejercicio del derecho a la libre autodeterminación y un nivel de vida adecuado".

En los últimos años observamos un crecimiento importante de conflictos sociales vinculados a la problemática propiamente urbana, es decir "conflictos donde la centralidad de la disputa es la definición del destino de la ciudad y la injerencia de cada cual dentro de ella".

Para dimensionar este fenómeno regional, un estudio para el año 2007 identificó en Argentina, Ecuador, México y Brasil 174 conflictos urbanos:

"un 39,1 por ciento corresponde a conflictos por vivienda, especialmente a tomas de terreno; 24,1 por ciento a crecimiento urbano, siendo predominante la conflictividad por la localización de proyectos comerciales e industriales; 20,1 por ciento a equipamiento, con similares resultados por la carencia de servicios básicos y de infraestructura social-urbana; 14,4 por ciento a medio ambiente, concentrándose en impactos directos; y 2,3 por ciento a deterioro barrial, principalmente por demanda de espacios públicos".

Chile no está ajeno a este fenómeno, en el año 2010 se llevó a cabo el primer mapa on line de conflictos urbanos (área Ciudad, Barrio y Organización de SUR Corporación), donde se identificaron 69 conflictos en 30 comunas (municipios) del Gran Santiago en el periodo 2006-2009. Siguiendo una clasificación similar:

"del total de los casos, un 48 por ciento corresponde a conflictos por crecimiento urbano, sean expropiaciones, construcción en altura o el impacto por la localización de proyectos viales o comerciales; un 23 por ciento corresponde a conflictos por vivienda, tales como allegados, deudores, deterioro de la vivienda y tomas de terreno; un 19 por ciento remite a impactos medioambientales; y un 10 por ciento se dio por deterioro barrial, ya sea por destrucción de patrimonio histórico o recuperación y ocupación de espacios públicos".

Bajo este contexto (de creciente conflictividad vinculada a temáticas propiamente urbanas) y desde esta perspectiva (derecho a la ciudad) es que proponemos las modificaciones a la Ley 20.599 que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones.

Hoy la instalación de antenas es un tema multidimensional; no es solo una temática ambiental sino propiamente un problema social (que tendrá un crecimiento en sus niveles de conflictividad sino se resguardan los intereses y necesidades de las comunidades y la ciudadanía en general), ha dejado de limitarse desde la defensa del derecho a la propiedad de los residentes afectados y se comprende como un asunto público ( es una interpelación a nuestra forma de pensar la ciudad, el hábitat y la planificación territorial) y también la toma de conciencia de la población sobre su entorno ha llevado el tema de un asunto patológico circunscrito a las potenciales enfermedades específicas a una cuestión del bien común de la población en su totalidad.

En este sentido su modificación en el año 2012 estableció ciertas restricciones, que a la luz de los hechos siguen siendo insuficientes en la protección de las comunidades.

Por tanto, vengo en proponer el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo Único:

Modifícase la Ley General de Urbanismo y Construcciones, modificada por la Ley 20.599 que Regula la Instalación de Antenas Emisoras y Transmisoras de Servicios de Comunicaciones de la siguiente forma:

1. En el inciso sexto del artículo 116 bis E), remplazase la fórmula "Tampoco podrán emplazarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones dentro de establecimientos educacionales públicos o privados, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, predios urbanos donde existan torres de alta tensión, ni hogares de ancianos u otras áreas sensibles de protección así definidas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, ni en sitios ubicados a una distancia menor a cuatro veces la altura de la torre de los deslindes de estos establecimientos, con un mínimo de 50 metros de distancia "por":

"Tampoco podrán emplazarse torres soporte de antenas y sistemas radiantes de transmisión de telecomunicaciones dentro de establecimientos educacionales públicos o privados, salas cuna, jardines infantiles, hospitales, clínicas o consultorios, centros deportivos, estadios, salas de teatro y lugares destinados a alta concentración de público, predios urbanos donde existan torres de alta tensión, ni hogares de ancianos u otras áreas sensibles de protección así definidas por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, ni en sitios ubicados a una distancia menor a cuatro veces la altura de la torre de los deslindes de estos establecimientos, con un mínimo de 200 metros de distancia".

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, BIANCHI, GARCÍA, LAGOS Y MOREIRA, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, INCORPORAR EN EL PROYECTO QUE SE ENVIARA CON EL FIN DE MODIFICAR LA LEY SOBRE CASINOS DE JUEGO NORMAS CON EL OBJETO DE PRORROGAR, A LO MENOS POR QUINCE AÑOS, EL RÉGIMEN DE ESTABLECIMIENTOS ADMINISTRADOS POR MUNICIPALIDADES Y ASEGURAR, ADEMÁS, EL RESGUARDO DE LOS DERECHOS LABORALES DE LOS TRABAJADORES QUE, AL CESE DE AQUÉL, PRESTEN SERVICIOS EN LAS EMPRESAS TITULARES DE LA CONCESIÓN

(S 1.675-12)

Considerando:

1°.- Que con fecha 6 de marzo del año 2013, esta Corporación aprobó el Proyecto de Acuerdo contenido en el Boletín S-1612-12, en virtud del cual se solicitó al Presidente de la República que en el proyecto de ley que se enviará al Congreso Nacional, para modificar la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, que eventualmente prorrogue en al menos en quince años el plazo extintivo que se establece para las concesiones municipales de casinos, y que para cuando deban cesar definitivamente en su funcionamiento, se contemplen asimismo las disposiciones pertinentes para resguardar los derechos de sus trabajadores, asegurando el pago de los respectivos finiquitos y que asimismo se establezca que los nuevos operadores contraten a lo menos a un ochenta por ciento de los trabajadores que prestaban servicios para los anteriores concesionarios. Asimismo se solicitó que todos los establecimientos de juegos regidos por la mencionada ley, cuenten con un departamento de bienestar social, con personalidad jurídica propia, financiado con aporte compartido, tanto por parte del empleador, como de los trabajadores.

2°.- Que por otra parte, con fecha 13 de Agosto de 2013, la Cámara de  Diputados aprobó el Proyecto de Acuerdo N° 931, mediante el cual se solicitó al Presidente de la República, que "en el contexto de los anuncios gubernamentales respecto a introducir modificaciones a la ley N° 19.995 de Casinos de Juegos, sean atendidos los planteamientos que formalmente las organizaciones sindicales de los trabajadores de dichos recintos hicieron llegar tanto al Ministerio de Hacienda como al del Trabajo y Previsión Social, exponiendo su preocupación, pero también sus legítimas aspiraciones en materia de protección de derechos, especialmente en lo referido al vacío legal que en esta materia generaría el término de los contratos de concesión o cambio de operador, en relación a la causal de término de relación laboral, fundamentalmente, finiquitos en indemnizaciones".

3°.- Que los planteamientos que mediante dicho Acuerdo se solicitó que atendidos se encuentran contenidos en un documento que se hizo llegar al Subsecretario de Hacienda de la época, y que en el considerando 2° del aludido Proyecto de Acuerdo se Incluyeron, y que se transcriben a continuación:

"a) Los actuales operadores deberán, al término de sus respectivas concesiones, finiquitar a todos sus trabajadores de acuerdo al artículo 161 del Código del Trabajo, en la forma que regulan los artículos 172 y 173 del mismo cuerpo legal. En efecto, resulta de vital importancia, a fin de proteger los derechos laborales de los trabajadores, que la autoridad obligue a los actuales operadores a asegurar los fondos necesarios para el pago de las respectivas indemnizaciones".

"b) Sea cual sea el resultado del proceso de licitación de permisos, los nuevos operadores deberán asegurar la contratación de un 85% de los trabajadores del antiguo operador o concesionario. En efecto, considerando el impacto en las fuentes laborales de estas ciudades, la experticia y conocimiento en el rubro de estos trabajadores, se hace imperativo salvaguardar sus derechos".

"c) Para todos los operadores o concesionarios, ya sean los actuales municipales o los que se encuentren bajo la dependencia de la Superintendencia de Casinos y Juegos, deberán tener un servicio de bienestar social con personalidad jurídica, con un aporte del empleador del 3% del sueldo de cada trabajador y del 1% por parte del trabajador. Deberá tener un directorio compuesto por tres trabajadores nombrados y elegidos en votación secreta y personal ante un ministro de fe de los que señala la normativa vigente".

4°.- Que mediante oficio Ord. N° 353, de fecha 21 de febrero de 2014, suscrito por el Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda, se dio respuesta al Proyecto de Acuerdo de este Senado, Boletín S-1612-12, en el cual se manifiesta que esa Secretaría de Estado "evaluará la factibilidad de los planteamientos y, en su mérito, someterá a consideración las propuestas correspondientes que se estimaren procedentes.

5°.- Que asimismo, a través de Oficio Ord. N° 1626, de 13 de Noviembre de 2013, suscrito por el Superintendente de Casinos de Juego, dirigido al Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda, se señala que "a la fecha, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, se encontraría evaluando un proyecto de ley en relación a los casinos municipales, proyecto que fue preparado en conjunto con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y el Ministerio de Hacienda con la intervención de esta Superintendencia.

6°.- Que no obstante tales anuncios, contenidos en los documentos ya citados, hasta ahora no se ha recibido en este Congreso Nacional iniciativa legal alguna destinada a legislar sobre el término del funcionamiento de los casinos municipales que actualmente se encuentran operando en siete comunas del país, lo que ocurrirá el 31 de diciembre de 2015, ni tampoco con respecto a la situación laboral en que quedarán sus trabajadores.

7°.- Que en tal virtud se hace necesario reiterar lo solicitado en dos proyectos de acuerdo, aprobados por cada una de las ramas de este Poder Legislativo, con el objeto de que en la modificación que se introduzca a la citada ley N° 19.995, se dejen claramente resguardados los derechos de los trabajadores de los referidos casinos, que en empleos directos suman nueve mil personas y otras cuatro mil en empleos indirectos, por lo que se hace necesario, como se expuso anteriormente por este Senado, que se establezca que los nuevos operadores contraten a lo menos a un ochenta por ciento de los trabajadores que prestaban servicios para los concesionarios que cesen en sus operaciones y asimismo que todos los establecimientos de juegos regidos por la mencionada ley, cuenten con un departamento de bienestar social, con personalidad jurídica propia, financiado con aporte compartido, tanto por parte del empleador, como de los trabajadores.

En mérito a lo expuesto,

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Reiterar a S.E., la Presidente de la República, la solicitud formulada en el Proyecto de Acuerdo, Boletín S.1612-12, aprobado el 5 de noviembre de 2013, que en el proyecto de ley que se enviará al Congreso Nacional, para modificar la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, que eventualmente prorrogue en al menos en quince años el plazo extintivo que se establece para las concesiones municipales de casinos, y que para cuando deban cesar definitivamente en su funcionamiento, se contemplen disposiciones para resguardar los derechos de sus trabajadores, asegurando el pago de los respectivos finiquitos y que asimismo se establezca que los nuevos operadores contraten a lo menos a un ochenta por ciento de los trabajadores que prestaban servicios para los anteriores concesionarios y que asimismo se establezca que todos los establecimientos de juegos regidos por la mencionada ley, cuenten con un departamento de bienestar social, con personalidad jurídica propia, financiado con aporte compartido, tanto por parte del empleador, como de los trabajadores.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MEJORAS PARA EL PERSONAL DEL SERVICIO MÉDICO LEGAL

(9.238-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento presenta su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción dirigida por ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera Echeñique a la Honorable Cámara de Diputados.





A la sesión en que la Comisión trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez, acompañado por el asesor de la División Jurídica, señor José Miguel Poblete.





Estuvieron presentes, además, por la Biblioteca del Congreso Nacional, el abogado asesor parlamentario, señor Juan Pablo Cavada; por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Diego Calderón; por el Instituto Igualdad, el asesor, señor Claudio Rodríguez.





Igualmente, concurrieron el asesor legislativo del Honorable Senador Araya, señor Robert Angelbeck, y el asesor legislativo del Honorable Senador Harboe, señor Sebastián Abarca.


En la parte final de la sesión participaron, por la Asociación de Funcionarios del Servicio Médico Legal, su Presidente, señor José Morales; la Tesorera Nacional señora Elena Pérez, y el Director Nacional señor Fernando Riveros. Del mismo modo, asistió el Dirigente Nacional de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, señor Paul Laulié.

- - -


Cabe señalar que la iniciativa fue discutida solamente en general y que, dado que su naturaleza es esencialmente hacendaria, correspondería que en segundo informe fuera conocida únicamente por la Comisión de Hacienda de esta Corporación.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


La idea central del proyecto consiste en otorgar determinados mejoramientos económicos y de elevación de grados en la planta al personal del Servicio Médico Legal, en cumplimiento a los acuerdos alcanzados por el Ejecutivo con las Asociaciones de Profesionales y de Funcionarios de dicha institución.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


No tiene.

- - -

ANTECEDENTES

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Inciden en la materia que trata el proyecto los siguientes textos legales:

1) El decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Justicia, que fija el estatuto orgánico del Servicio Médico Legal;

2) El decreto con fuerza de ley N °1, del Ministerio de Salud, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.076, que establece el estatuto para los médicos-cirujanos, farmacéuticos o químicos-farmacéuticos, bioquímicos y cirujanos dentistas;

3) La ley N° 20.065, sobre modernización, regulación orgánica y planta del personal del Servicio Médico Legal, y

4) El decreto ley N° 249, de 31 de diciembre de 1974, que fija la escala única de sueldos para el personal que señala.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje explica que el Servicio Médico Legal es una institución encargada de asesorar técnica y científicamente a los órganos jurisdiccionales y de investigación en lo relativo a la medicina legal, ciencias forenses y demás materias que le son propias. 


Agrega que tal labor impone, por su naturaleza, dificultades especiales de ejecución para sus funcionarios, quienes, a su vez, constituyen una garantía de la delicada función investigadora, persecutoria y de juzgamiento. Indica que en el desarrollo de esta función dicha institución ha alcanzado un alto nivel de prestigio y exactitud, lo que llevó al Gobierno a generar las medidas destinadas a estimular la permanencia y el perfeccionamiento del personal, a fin de aprovechar sus habilidades y conocimientos, y fortalecer el sistema de justicia del país.


Expresa que los esfuerzos por generar estas medidas se ha traducido en acuerdos alcanzados por el pasado Ejecutivo con las Asociaciones de Profesionales y de Funcionarios del Servicio, respectivamente. Con la primera se acordó un aumentó del porcentaje del bono de asignación de estímulo a la función pericial, en forma gradual, desde un 50% a un 85%, 100% y 110% para los años 2014, 2015 y 2016, respectivamente. Este acuerdo se materializó en la ley N° 20.717, la que no incluyó en dicha modificación el referido aumento porcentual a partir de diciembre de 2013, por lo que para suplir esa situación y en cumplimiento estricto del acuerdo alcanzado, se propone otorgar, por una sola vez, un bono a ese personal, que le permita percibir la diferencia que le habría correspondido por ese ejercicio, el que alcanzaría a la suma de $182.523.


Indica que un segundo acuerdo celebrado con representantes de la Asociación de Funcionarios, consistió en aumentar los topes superiores del personal de técnicos, administrativos y auxiliares, a fin de permitir que los que pertenecen a dichos estamentos y cumplieran con determinados requisitos, pudieran acceder a mejores grados.


Finalmente, señala que dicho acuerdo consideró también facultar al Presidente de la República para que por la vía de las facultades delegadas, modifique las plantas pertinentes del Servicio Médico Legal, a fin de efectuar las adecuaciones a su texto que se conformen a los nuevos límites de grados que se establecen. Sobre el particular, el Mensaje rememora que por medio del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2006, se fijaron las plantas del personal del Servicio, las que no han sufrido cambios que impliquen una mejora de los profesionales y funcionarios que las integran. Lo anterior se complementa al establecer que el encasillamiento de este personal deberá efectuarse por resolución del Director del Servicio, fijándose al respecto los resguardos necesarios para que ello no signifique mengua o perjuicio alguno para los funcionarios afectados.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio de esta iniciativa, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, ofreció la palabra al Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez.


El mencionado Secretario de Estado explicó que este proyecto da estricto cumplimiento a algunos acuerdos alcanzados por los directivos de las Asociaciones Gremiales que representan a los distintos estamentos del Servicio Médico Legal y el Ejecutivo anterior, los que, en esencia, consisten en introducir ajustes a la planta de manera de mejorar a los funcionarios de menor graduación y contemplar las siguientes tres modificaciones adicionales:


a) Instituir un bono especial para los profesionales del Servicio regidos por la ley Nº 15.076.


b) Otorgar un bono extraordinario a los auxiliares y administrativos de la institución, estableciendo incentivos adicionales para quienes tienen cierta antigüedad en el ejercicio de sus cargos y para quienes laboran en regiones extremas, y


c) Faculta al Director Nacional del Servicio para que en un plazo de 90 días proceda al reencasillamiento de los funcionarios, de forma tal de hacer efectiva la elevación de los grados que se ha mencionado.


A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor De Urresti, quien consultó al señor Ministro de Justicia sobre la distribución territorial a nivel nacional de los profesionales y funcionarios del Servicio Médico Legal y sobre las mejoras de infraestructura que el Ejecutivo tiene en vista para esta institución. Destacó que este Servicio actúa en momentos particularmente difíciles de la vida del resto de los ciudadanos y que, por ello, es necesario facilitárselos a través de una infraestructura adecuada y mínimamente acogedora.


Respecto de la primera consulta, el señor Ministro de Justicia explicó que el proyecto parte de la base de un mejoramiento general para todos los funcionarios que a nivel nacional se encuentren en la misma situación y que sólo plantea mejoras puntuales al incentivo general que se propone cuando se trata de trabajadores que laboran en zonas extremas del país.


En relación con la segunda consulta, informó que está en marcha un plan nacional de mejoramiento de infraestructura, que muestra un grado de avance diferente en cada una de las regiones del país.


En otro orden de ideas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, connotó que la actual planta del Servicio considera sólo trece cargos de directores regionales, aunque nuestro país esté dividido en quince regiones, y considera, de forma inexplicable, que el director regional metropolitano tenga por ley grado 4º en la planta, mientras que el resto de los directores regionales tiene grado 5º en su respectivo escalafón.


El señor Ministro de Justicia explicó que esa y otras asimetrías que en la actualidad se observan en el estatuto orgánico del Servicio están en estudio conjuntamente con las asociaciones de funcionarios. Indicó que dicho trabajo decantará en un futuro proyecto de ley que considerará una reestructuración general del Servicio, puntualizando que, en este momento, la iniciativa en discusión sólo aborda los asuntos puntuales derivados del acuerdo antes mencionado que aún no se cumple íntegramente.


Explicó, igualmente, que por razones de atraso de la legislación orgánica de la institución las Regiones XIV y XV no cuentan con un cargo de director regional en la planta, pero que, en la práctica, funcionarios de menor grado han asumido esa labor mediante resolución interna especial.


Luego de analizarse las disposiciones del proyecto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, puso en votación en general el proyecto.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe (Presidente) y Larraín.


A continuación, se concedió el uso de la palabra al señor José Morales, Presidente de la Asociación de Funcionarios del Servicio Médico Legal, quien manifestó que la modificación consagrada por este proyecto es un logro histórico para los funcionarios que representa, pues de esta forma se quita el actual techo de desarrollo de la carrera funcionaria de los trabajadores con muchos años de antigüedad y mejoran las condiciones de las personas que recién entran a trabajar a la institución.


Por su parte, el señor Paul Laulié, dirigente de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), agradeció la expedición en el trámite de esta iniciativa, que, señaló, pone de manifiesto la preocupación de los señores Parlamentarios por los trabajadores de Chile.


Finalmente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, agradeció la intervención de los indicados dirigentes gremiales y reconoció la importancia de la labor que cumplen los funcionarios del Servicio Médico Legal. Expresó que según los antecedentes proporcionados por el Ejecutivo, ulteriores mejoras en la situación funcionaria de la institución vendrán de la mano con un nuevo proyecto de reestructuración del Servicio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone a la Sala aprobar en general el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Los grados iniciales y superiores para las plantas que a continuación se indican, contenidas en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Justicia, serán los siguientes, respectivamente:


Planta de Técnicos: Grados 21° y 9°


Planta de Administrativos: Grados 23° y 11°


Planta de Auxiliares: Grados 24° y 18°.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Justicia, que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, modifique las plantas de personal correspondiente a los técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Médico Legal, fijadas en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Justicia, pudiendo aumentar hasta en dos grados los cargos desempeñados por titulares, a la fecha de publicación de esta ley. Para estos efectos, creará y suprimirá en las respectivas plantas los cargos correspondientes. Asimismo, podrá modificar los requisitos para el ingreso y promoción en esas mismas plantas, establecidos en el artículo 2° del citado decreto con fuerza de ley.


Artículo segundo.- El encasillamiento del personal titular a que se refiere el artículo anterior, que se encuentre en servicio a la fecha de publicación de esta ley en los cargos que se creen en virtud de la facultad correspondiente, se efectuará por resolución del Director Nacional, por estricto orden del escalafón vigente a esa misma data, dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación del decreto con fuerza de ley que modifique las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Médico Legal. El referido encasillamiento surtirá efectos desde el primer día del mes siguiente a la total tramitación de la o las resoluciones que lo practiquen.


El encasillamiento quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de cesación de funciones, de supresión o fusión de cargos, ni de término de la relación laboral.


b) No podrá significar pérdida del empleo, modificación de los derechos previsionales, ni disminución de las remuneraciones. Cualquier diferencia deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla mantendrá la misma imponibilidad de aquella de las remuneraciones que compensa.


c) Los cambios de grado que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. En consecuencia, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo y el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.


Artículo tercero.- Concédese, por una sola vez, un bono especial no imponible de $182.523.- a los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076, de planta y a contrata, que se desempeñen en el Servicio Médico Legal y que durante el año 2013 recibieron la asignación de estímulo a la función pericial médico legal a que se refiere el Título III de la ley N° 20.065.


El monto del bono señalado en el inciso precedente corresponde a una jornada de cuarenta y cuatro horas semanales. Por las jornadas inferiores el monto será proporcional a dicho valor.


El bono establecido en este artículo será pagado con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a aquel en que se publique en el Diario Oficial esta ley.



Artículo cuarto.- Concédese, por una sola vez, un bono especial no imponible, en los meses de diciembre de 2014 y diciembre de 2015, a los profesionales funcionarios regidos por la ley N°15.076, que se desempeñen en el Servicio Médico Legal y que durante dichos años reciban la asignación de estímulo a la función médico legal a que se refiere el Título III de la ley N° 20.065. El monto de este bono será de $78.224.- en diciembre de 2014 y de $ 52.149.- en diciembre de 2015. A dichos montos les será aplicable el reajuste general que se otorgue a los trabajadores del sector público. 


El monto del bono señalado en el inciso precedente corresponde a una jornada de cuarenta y cuatro horas semanales. Por las jornadas inferiores el monto será proporcional a dicho valor. 


El bono establecido en este artículo será pagado con las remuneraciones correspondientes a diciembre de dichos años. 


Artículo quinto.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a los funcionarios de planta y a contrata afectos a la escala única de sueldos establecida en del decreto ley N° 249, de 1974, que se encuentren en los grados topes de las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Médico Legal, de acuerdo a las siguientes condiciones:


a) Para los funcionarios de planta y a contrata que al 31 de diciembre de 2013 se encontraban en los grados topes de las plantas de técnicos y administrativos o asimilados a ellos, y que a dicha fecha tenían menos de quince años de antigüedad en el Servicio Médico Legal, el bono será de $360.000.- para los técnicos y de $290.000.- para los administrativos. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona establecida en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $400.000.- para los técnicos y de $340.000.- para los administrativos.


b) Para los funcionarios de planta y a contrata que al 31 de diciembre de 2013 se encontraban en los grados topes de las plantas de técnicos y administrativos o asimilados a ellos, y que a dicha fecha hayan cumplido quince o más años de antigüedad en el Servicio Médico Legal, el bono será de $540.000.- para los técnicos y de $440.000.- para los administrativos. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona establecida en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $580.000.- para los técnicos y de $480.000.- para los administrativos.


c) Para los funcionarios de planta y a contrata que al 31 de diciembre de 2013 se encontraban en el grado tope de la planta de auxiliares o asimilados a él, el bono será de $200.000.-. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona establecida en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $220.000.- para los auxiliares.


d) Para los funcionarios de planta y a contrata de los estamentos de técnicos y administrativos que al 31 de diciembre de 2013  tenían quince o más años de antigüedad en el Servicio Médico Legal, y que durante el mes de enero de 2014 hayan cambiado en un grado accediendo al grado tope de dichos estamentos, el bono será de $380.000.- para los técnicos y de $300.000.- para los administrativos. En los casos en que dichos funcionarios gocen de la asignación de zona señalada en el artículo 7º del decreto ley Nº 249, de 1974, el monto de este bono será de $350.000.- para los administrativos. 


La nómina de los funcionarios que cumplan las condiciones para percibir este bono extraordinario será determinada mediante resolución exenta emitida por el Director Nacional del Servicio Médico Legal.


Este bono extraordinario en ningún caso será acumulable de acuerdo a las distintas letras del presente artículo; será pagado en una sola cuota, junto con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a aquel en que se publique en el Diario Oficial la presente ley, y será imponible sólo para efectos de pensiones.


Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Servicio Médico Legal. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pueda financiarse con esos recursos. En los años posteriores, los recursos necesarios se consultarán en las respectivas leyes anuales de presupuestos del Sector Público.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 1 de julio de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton y Hernán Larraín Fernández.


Valparaíso, 1 de julio de 2014.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria de la Comisión.

� Las disposiciones legales y administrativas citadas se encuentran disponibles en la base de datos legales Ley Chile de BCN. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Consulta" �http://www.leychile.cl/Consulta� (Junio, 2014).


� Los dictámenes de la Contraloría General de la República fueron obtenidos de la base de datos específica de la página web del órgano, disponible en: � HYPERLINK "http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset" �http://www.contraloria.cl/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/FrameSetConsultaWebAnonima?OpenFrameset� (Junio, 2014).


� Artículos 43 y siguientes, Ley N° 20.422.


� Constitución Federal disponible en: � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/constituicao.htm" �http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/constituicao.htm� (Junio, 2014).


� Lei Complementar Nº 35, de 14 de Março de 1979, disponible en: � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/lcp/lcp35.htm" �http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/lcp/lcp35.htm� (Junio, 2014).


� Resolução Nº 75, de 12 de Maio de 2009, disponible en: � HYPERLINK "http://www.cnj.jus.br/atos-administrativos/atos-da-presidencia/resolucoespresidencia/12190-resolucao-n-75-de-12-de-maio-de-2009" �http://www.cnj.jus.br/atos-administrativos/atos-da-presidencia/resolucoespresidencia/12190-resolucao-n-75-de-12-de-maio-de-2009� (Junio, 2014).


� JusBrasil. Lula nomeia Ricardo Tadeu para o TRT-PR. Disponible en: � HYPERLINK "http://abrat.jusbrasil.com.br/noticias/1547303/lula-nomeia-nomeia-ricardo-tadeu-para-o-trt-pr" �http://abrat.jusbrasil.com.br/noticias/1547303/lula-nomeia-nomeia-ricardo-tadeu-para-o-trt-pr� (Junio, 2014).


� Ley disponible en: � HYPERLINK "http://www.ada.gov/2010_regs.htm" �http://www.ada.gov/2010_regs.htm� (Junio, 2014).


�Ley disponible en:  � HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic4_per_ley29277.pdf" �http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic4_per_ley29277.pdf� (Junio, 2014).


� Sentencia disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1l8sv" �http://bcn.cl/1l8sv� (Junio, 2014).


� Sandim, Emerson O. “Processo Judicial Eletrônico (PJE): acessável ou acessível?”. Jus Navigandi. Diciembre, 2013. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1lh0u" �http://bcn.cl/1lh0u� (Junio, 2014).


� Información obtenida de entrevistas telefónicas y correo electrónico intercambiados con el juez Fonseca el 16 de junio de 2014.


� Ley disponible (versión en portugués) en: � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/lcp/lcp35.htm" �http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/lcp/lcp35.htm� (Junio, 2014).


� Ley disponible (versión en portugués) en: � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/l5010.htm" �http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/l5010.htm� (Junio, 2014).


� El Conselho Nacional de Justiça es un órgano creado en el año 2005 para supervisar esencialmente toda la acción del Poder Judicial brasileño. Ver en: � HYPERLINK "http://www.cnj.jus.br/index.php" �http://www.cnj.jus.br/index.php� (Junio, 2014).


� Para mayor información sobre el PJe y su implementación ver el artículo “O Sistema PJe – Processo Judicial Eletrônico”, de Paulo Cristovão de Araújo Silva, en la revista “Sistemas Judiciales. El rol de las Nuevas Tecnologías en el Sistema de Justicia”, del Centro de Estudios de Justicia de las Américas – CEJA, Año 9, Nº 16. Págs. 66 a 71. en la en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1lh0z" �http://bcn.cl/1lh0z� (Junio, 2014).


� Internet legal. “Processo Judicial eletrônico terá mais recursos de acessibilidade”. Consejo Superior de la Justicia del Trabajo, 19 de febrero de 2014. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1lh1r" �http://bcn.cl/1lh1r� (Junio, 2014).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1lgy2" �http://bcn.cl/1lgy2� (Junio, 2014).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1lgy4" �http://bcn.cl/1lgy4� (Junio, 2014).


� “Artículo 303 (…)  “Están incapacitados para el ingreso en la Carrera Judicial los impedidos física o psíquicamente para la función judicial; los condenados por delito doloso mientras no hayan obtenido la rehabilitación; los procesados o inculpados por delito doloso en tanto no sean absueltos o se dicte auto de sobreseimiento, y los que no estén en el pleno ejercicio de sus derechos civiles”. Disponible en: http://bcn.cl/1lgy6 (Junio, 2014).


� “Artículo 301 (…).
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